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LA CITACIÓN COMO REQUISITO PROCESAL INDISPENSABLE PARA 
EVITAR UNA VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO AL ESTABLECER EL 
MOMENTO DESDE QUE SE DEBE PRESTAR ALIMENTOS EN LA 
LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
El derecho a la tutela jurídica por parte de los órganos jurisdiccionales no sólo comprende 
la acción del que demanda dicha tutela sino también la correlativa a la contradicción que ella 
origina, esto es, que no sólo el que se considera ofendido con una conducta lesiva a sus bienes e 
intereses es el que puede demandar la tutela judicial, sino también el que, por esa demanda se ve 
inmerso dentro de un proceso y, por ende, tiene también el derecho de protección jurídica, que no 
puede ser rechazado por los jueces. Si bien es un acierto la celeridad que la pensión provisional de 
alimentos, conforme ley sea fijada en la calificación de la demanda, pues aunque mínima, es 
oportuna, la fijación de la pensión definitiva dependerá en gran parte, de la colaboración del 
usuario para la citación. Al punto que, la citación del demandado interesa al orden público, ya que 
su inexistencia, vicia de nulidad todo lo actuado en el proceso. En consecuencia el derecho a la 
seguridad jurídica que le corresponde al Estado se ha establecido como el deber de resolver los 
conflictos surgidos entre sus asociados desde el momento en que prohibió la defensa personal, 
particular, y asumió para sí, de manera privativa, el indicado deber. 
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[translation from Spanish] 
 
THE CITATION PROCEDURE AS REQUIRED TO PREVENT INFRINGEMENT 
REQUIREMENT TO DUE PROCESS TO ESTABLISH THE TIME SINCE YOU MUST 
PROVIDE FOOD LEGISLATION IN ECUADOR 
 
The right to legal protection by the courts not only includes the action by the plaintiff but 
also that of the contradiction it originates, i.c., not only he who deems himself a victim of a 
violation to his goods and interests is able to demand legal protection, but also he who, 
based on such demand is made part of a proceeding, and is also entitled to such legal 
protection, which cannot be rejected by the judges. While the celerity which the temporary 
alimony is fixed while the demand is passed in accordance with the law, is positive, since 
although minimal, time is important, the final pension will largely depend on the user´s 
collaboration for the subpoena. Its importance is such to the law that the absence of a 
subpoena annuls the entire proceeding. Accordingly, the State´s right to legal security has 
been established as the obligation to resolve any conflict that may arise between any 




1. ADMINISTRATION OF JUSTICE 
2. DUE PROCESS 
3. RIGHT TO DEFENSE 
4. RIGHT TO ALIMONY 
5. SUIT FOR ALIMONY 






Los principios y garantías del debido proceso guardan una relación directa con los derechos 
fundamentales del ciudadano, siendo imprescindibles para su salvaguardia. No es de extrañar, por 
tanto, que en la Constitución de 2008 se asumió una visión “unitaria” de los derechos, es decir se 
los considera “indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía”, no existe por tanto gradación 
entre ellos. El “garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos 
en la Constitución y en los instrumentos internacionales” es uno de los deberes primordiales del 
Estado. Esto implica que los derechos se constituyen en “límites” y “objetivos” al poder estatal, 
esto hace que normativamente, estemos frente a un modelo “garantista” ya que usa una “técnica de 
minimización de la discrecionalidad del poder y a la vez, de maximización de todas las 
expectativas garantizadas como derechos fundamentales”. La base de la regulación constitucional 
de los derechos se encuentra en el numeral 4 del artículo 66 de la Constitución en el que se 
establece el derecho de todas las personas a la igualdad formal, igualdad material y no 
discriminación, que se complementa con lo dispuesto en el artículo 11 numeral 2 que en su primera 
parte reconoce que: “Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y 
oportunidades”.  
 
De allí, que la presente tesis intitulada, “LA CITACIÓN COMO REQUISITO PROCESAL 
INDISPENSABLE PARA EVITAR UNA VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO, AL 
ESTABLECER EL MOMENTO DESDE QUE SE DEBE PRESTAR ALIMENTOS EN LA 
LEGISLACIÓN ECUATORIANA”, tiene por objetivo establecer la transgresión al debido 
proceso, que no se da en todos los casos, pero si en un buen número, en los que el demandado llega 
a conocer la iniciación de un proceso en su contra, en un periodo de tiempo por demás excesivo y 
no en un tiempo prudencial y oportuno para que pueda hacer valer sus derechos, conforme lo 
determina las garantías jurisdiccionales y el principio de celeridad procesal estipulados en la 
Norma Suprema, es por esta razón que la obligación de dar alimentos debe iniciar a partir de la 
diligencia procesal de la citación, ya que con el trámite vigente el despacho se ha rezagado y los 
usuarios se van quedando sin solución oportuna. Tómese en cuenta que la responsabilidad de citar 
al salir de la judicatura, se traslada a la oficina de citaciones, o en su defecto, al propio usuario al 
momento de requerir la boleta única de citación, luego será él quien se encargará de practicar tal 
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solemnidad sin llegarla a concretar, por no existir tipificación en la ley, que establezca un tiempo 
límite para realizar dicha diligencia. 
 
Es de esta forma, que la tesis, se encuentra estructurada de la siguiente manera: El capítulo 
primero, advierte el análisis del derecho de alimentos, presentando su contenido y detallando las 
fórmulas de su manifestación, definiciones, características, naturaleza jurídica, sus titulares y sus 
obligados, para hacer efectivo el cobro y pago de la pensión de alimentos, etcétera. El capítulo 
segundo, presenta un enfoque global de la situación actual de los procesos judiciales, mediante el 
procedimiento especial, para el cobro y fijación de pensiones alimenticias y su incidencia. El 
capítulo tercero, se consolida en el estudio del derecho a la defensa, en el cual convergen una serie 
de principios procesales básicos, admitidos en nuestro ordenamiento jurídico como garantía del 
debido proceso, condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos 
cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial. Y el capítulo cuarto, muestra los 
análisis y gráficos estadísticos obtenidos, de los resultados de las encuestas realizadas, así como los 
anexos relacionados al tema de investigación, para con esta base, y con el marco teórico estudiado, 
poder formular una propuesta, sobre un modelo básico de actuación que genere prácticas esenciales 
a la dinámica del sistema de justicia de la niñez y adolescencia; y, más allá de cualquier enunciado, 





























1.1 Tema  
 
La citación como requisito procesal indispensable para evitar la vulneración al debido proceso, al 
establecer el momento desde que se debe prestar alimentos en la legislación ecuatoriana. 
 
1.2 Planteamiento del problema. 
 
Gracias a las ineficaces reformas realizadas al Código de la Niñez y Adolescencia,  nos 
encontramos frente a una serie de problemas social que han sido el resultado de no establecerse en 
la Ley Reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia, “LA CITACIÓN COMO REQUISITO 
PROCESAL INDISPENSABLE PARA EVITAR LA VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO, 
AL ESTABLECER EL MOMENTO DESDE QUE SE DEBE PRESTAR ALIMENTOS EN LA 
LEGISLACIÓN ECUATORIANA”, hecho que se puede colegir del simple análisis al artículo 
innumerado “8” del cuerpo legal referido, al establecerse que en los juicios de alimentos donde los 
perjudicados generalmente son los padres de familia, puesto que el referido artículo indica que: se 
debe la pensión desde la presentación de la demanda. El aumento se debe desde la presentación del 
correspondiente incidente, pero su reducción es exigible sólo desde la fecha de la resolución que la 
declara”. 
 
De tal forma que este articulo refleja  un cierto favoritismo  hacia las madres que son las 
representantes de los menores  a quienes se debe alimentos y  una violación del derecho al debido 
proceso, particularmente al derecho a la legítima defensa, pues una vez  presentada la demanda de 
alimentos, el demandado ya tiene una deuda aun sin ser citado legalmente, provocando una 
capitalización de sus cuotas alimenticias, las cuales al momento en que se dicta sentencia deben ser 
cubiertas sin importar la realidad social y económica del obligado y aún más, en el caso  de no ser 
canceladas en forma oportuna, el juzgador concede una boleta de apremio con la cual se le priva de 
la libertad hasta que la deuda sea cancelada, sin tomar en cuenta que el hecho de estar encerrado no 
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genera dinero, impidiéndole de este modo trabajar para cancelar lo adeudado y por el contrario la 
deuda crece más, dando a notar la falta de imparcialidad en la justicia, pues termina convirtiendo el 
derecho de los menores en un negocio para abogados y representantes legales de los mismos. 
 
 
1.3  Nociones preliminares del juicio de alimentos 
 
La deuda alimenticia no puede conceptuarse como de naturaleza puramente patrimonial 
aun cuando en definitiva, se resuelva en una pretensión de esta índole. El derecho del alimentista 
no constituye un elemento activo de su patrimonio, porque no es algo de lo que pueda disponer, un 
valor que aumente el patrimonio y sirva de garantía a los acreedores. Es un interés de orden 
superior y familiar. Inversamente el débito por alimentos no constituye para el obligado un 
elemento pasivo de su patrimonio, ya que su valor no se tiene en cuenta cuando se valúa el 
patrimonio del deudor, entonces no hay ni ventaja, ni carga patrimonial, su carácter prevalente es la 
naturaleza familiar y social de la institución que la excluye del ámbito de las relaciones 
individuales puras y simples de contenido económico. 
 
1.4 Reseña histórica 
 
En Grecia, “el padre estaba obligado a sostener y proporcionar educación a la prole. Entre 
los ascendientes existían obligaciones recíprocas de darse alimentos, a los descendientes 
correspondía darlos en prueba de reconocimiento y su deber solamente cesaba cuando el hijo no 
había recibido una educación conveniente, cuando el padre propiciaba su prostitución o en los 
casos de que el nacido obligado fuera del producto de relaciones incestuosas. El crédito alimentario 
tenía como fuente principal el parentesco, pero también se derivaba de la institución del 
matrimonio, pues en dichos contratos se hacían alusiones respecto de la obligación que el marido 
tenía para la mujer de proporcionarle alimento” (Vodanovic, 1994: 4.) 
 
En Roma, a pesar de que la tutela judicial del derecho de alimentos comienza desde el 
mismo derecho romano, en el cuál la prestación de los alimentos regía por el principio ius 
commune, que significaba que para ser acreedor a dicha prestación solo podía darse luego de la 
intervención judicial, y siendo exigibles inmediatamente, basados en la relación parento filial que 
tenían entre si los miembros de la familia. Es necesario aclarar que no obstante que los alimentos 
eran considerados como urgentes en esta etapa, los mismos debían ser exigidos por medio de la 
autoridad competente, respetando para ello los procedimientos establecidos. Además, los alimentos 
para los hijos, en la sociedad romana ya se conocía la prestación de alimentos entre parientes, 
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aunque igualmente era muy limitada, pero lo que le caracterizaba a la familia romana era el 
sometimiento de todos sus miembros a la potestad del pater familias, lo cual le daba un poderío 
casi absoluto y de sometimiento hacia él, por parte de los miembros de su familia. (Vizcaíno, 2010: 
25). 
 
En el Derecho Canónico, se regulaba las relaciones de la familia dentro de los miembros de 
la iglesia y de los clérigos, así como los bienes pertenecientes a la iglesia. La obligación respecto a 
los alimentos se derivaba del matrimonio y del parentesco fundamentalmente, pero también la 
establecía por el parentesco espiritual que contrae el padrino y el ahijado al momento de entrar este 
último por el sacramento del bautismo al seno de la iglesia católica. Existían formas de 
obligaciones alimentarias extra-familiares, como: la de alimentar a los pobres y miserables con el 
importe de las rentas que recibían las iglesias, proporcionar ayuda a los clérigos pobres y menores 
con pensiones que les eran señaladas, aunque esta costumbre fue contraria a los fines que la 
institución perseguía, puesto que algunos clérigos ricos y poderosos también quisieron pensiones 
de tal manera que se llevaban consigo la totalidad de las rentas. Otra forma de obligación extra-
familiar consistía en la que la iglesia tenía respecto de los patronos, estando únicamente obligada 
en estos casos las fundadas hacia sus fundadores, siempre y cuando hubiesen llegado al grado de 
indigencia por ello se dice que el derecho de pedir alimentos y la obligación de prestarlos, en el 
ámbito familiar, han pasado al derecho moderno con los mismos fundamentos del derecho antiguo, 
substituyendo las invocaciones de orden religioso por razones de carácter jurídico consagradas en 
la Ley y aceptadas dentro del sistema general de ideas que inspiran el ordenamiento legal (Abaj 
Gonzalo, 2008: 3). 
 
En el antiguo Derecho Francés, se estableció originalmente el principio de la personalidad 
de la ley, reinando en todas partes un derecho consuetudinario y variable según las regiones de que 
se tratara, pero con el transcurso del tiempo y al triunfo de la Revolución Francesa aquel derecho 
consuetudinario que era una mezcla del romano, germánico, canónico y de costumbres locales, se 
consideró inadecuado y hubo necesidad de crear un cuerpo de leyes que reemplazara las antiguas 
costumbres de las providencias, habiéndose redactado diversos proyectos que nunca tuvieron 
acogida hasta que Napoleón Bonaparte llevó a cabo la redacción y promulgación del Código Civil, 
el cuál sirvió de base para todos los demás códigos, incluso en algunos de los distintos países. En 
Francia ya desde 1792, se instituía el divorcio y con ello el derecho al cónyuge indigente para 
demandar al otro una pensión alimenticia; sin tomar en cuenta la situación de que el fallo se 
pronunciara en contra del mismo. En el derecho francés se encuentra reglamentada la obligación de 
darse alimento entre los cónyuges y a los descendientes, así como de estos para los ascendientes, 
además existe la obligación de procurarse alimentos con carácter de recíproco entre los parientes 
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afines. El derecho alimentario era considerado de índole natural como consecuencia de la 
procreación y por tanto se establecía que los padres tenían la obligación de darlos inclusive a los 
hijos adulterinos e incestuosos (Bañuelos Froylan, 1992: 13 y s). 
 
Históricamente la legislación ecuatoriana ha generado los Códigos de Menores de 1938, 
1944, 1960, 1969, 1976, y 1992, y luego el Código de la Niñez y Adolescencia de 2003 ahora ya 
con su primera reforma. En torno a una mayor celeridad procesal y para responder a las 
necesidades sociales y el clamor de los/as usuarios/as, en el año 2009 se reformó el Orgánico de la 
Niñez y Adolescencia sobre el procedimiento de alimentos, por uno más expedito contenido en la 
Ley Reformatoria al Título V Libro Registro Oficial No. 643 del 28 de Julio de 2009. 
 
1.5 Origen del derecho de alimentos  
 
La obligación de alimentos, nace de múltiples relaciones familiares que unas veces tiene su 
origen en la propia naturaleza y otras se originan por mandato de la ley. Si el fundamento remoto 
de la obligación de dar alimentos no es otro que el deber de socorro impuesto por caridad, el 
fundamento que convierte en jurídica la relación ética, es la ley, el negocio jurídico o bien la 
declaración judicial; en la mayor parte de los casos, la obligación alimenticia es legal, es en el 
ámbito de la familia donde la exigencia de subvenir las necesidades de nuestro prójimo adquiere un 
relieve mayor, que autoriza a reclamar imperiosamente la intervención de la ley.  
 
La obligación de alimentos aparece en el ámbito del núcleo familiar como la manifestación 
de las aequit as, de las piet as, de la naturales ratio de la caritas sanguinis de la solidaridad, en 
suma que liga a aquellos que tienen en común el hombre, la sangre y los afectos. Allí donde dos 
personas unidas por un determinado vinculo de parentesco, una de las cuales tiene necesidad de los 
medios necesarios para la existencia y otra tiene la posibilidad de satisfacerla, surge el derecho y la 
correlativa obligación del uno y la otra, recíprocos de alimentos (Bañuelos Froylan, 1992:5). 
 
  
De acuerdo con nuestra legislación, la obligación de proporcionar alimentos puede ser 
originada por la voluntad y por la ley. Nuestro Código Civil propiamente agrupa dos ramas: el 
parentesco (artículos 22 y 23) y el matrimonio (artículo 81) más el deber de alimentos puede 
también nacer entre extraños por medio de convenio o por disposición testamentaria (García José, 
2008: 29 y 41). 
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Es importante determinar el momento en que nace la obligación de prestar alimentos, en 
virtud de que el nacimiento de la obligación fija y determina el alcance del mismo. Si se estima que 
el deber nace a partir del momento en que el acreedor hace valer sus derechos, ello significa que el 
deudor estará obligado a pagar los alimentos que surjan a partir de que los hizo valer el acreedor 
alimentario, más no los anteriores a juicio, y si por el contrario se considera que la obligación nace 
en el momento mismo en que se produce la necesidad, el deudor alimentario estará obligado a 
pagar los alimentos al acreedor alimentario con anterioridad al juicio así como las deudas que el 
deudor alimentario se hubiese visto en la necesidad de contraer para poder subsistir. 
 
Más el problema de determinar en qué momento nace el deber de alimentos, se presenta en 
relación con la obligación alimentista de carácter legal. Algunos tratadistas determinan que el 
derecho a exigir alimentos, nace desde que los necesita para subsistir la persona que tenga derecho 
a percibirlos; en otras palabras, desde el momento en que se produce la necesidad, pero la 
obligación correlativa no obra sino a partir del momento en que el mencionado derecho se hace 
valer. Otros tratadistas sostienen, que el derecho a pedir alimentos existe aún antes de toda 
demanda y que desde entonces se está autorizando para sostener, que las deudas de alimentos 
contraídas por el que estaba en estado de necesidad serán a cargo del deudor alimentario (Bañuelos 
Froylan, 1992:6). 
 
En nuestro derecho, la obligación de suministrar alimentos, nace en virtud de la demanda 
judicial, en la cual se deben plantear los presupuestos indispensables de parentesco, la necesidad 
del alimentado y la capacidad económica del alimentante. Por consecuencia y, por principio, el 
deber de alimentos sólo comprende los alimentos futuros. Este razonamiento se atenúa en razón de 
que cuando sin consentimiento del obligado a prestar alimentos, los diese un extraño, éste tendrá 
derecho a reclamar de aquél su importe, al no constar que los dio con ánimo de hacer un acto de 
beneficencia. 
 
Asimismo encontramos que en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el 
Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en sus artículos 25 y 11 
respectivamente, reconocen al derecho a alimentos como un derecho fundamental del hombre 
(Pásara Luis, 2008 : 117 y 224). 
   
Es decir, de ahí que se establezca que el derecho de recibir alimentos no es renunciable, ni 
puede ser objeto de transacción por ser inherente al mismo ser humano. 
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El derecho de alimentos, en nuestro país se encuentra previsto por la propia Constitución 
de la República, que fue publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 de octubre del 2008 de 
manera general establece, que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 
democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico.  
 
Y en forma específica, dentro de su articulado, en el Título II de los Derechos, Capítulo 
Tercero de los derechos de las personas y grupos de atención prioritaria, Sección Quinta, trata de 
los niños, niñas y adolescentes; manifestando que, tanto el Estado como la familia promoverán de 
forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio 
pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán 
sobre los de las demás personas. A más de los derechos propios de su edad gozan también de los 
derechos comunes. 
 
En consecuencia, el principio del interés superior del niño significa que sus derechos 
prevalecen por sobre los de cualquier otra persona, son de primera categoría para el cobro y de 
planificación inmediata dentro de las políticas estatales. Implica directamente protección de parte 
del Estado y de los padres a favor de los menores de edad. 
  
Por último, el Código de la Niñez y Adolescencia perfecciona los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, haciendo prevalecer sobre todo el principio del interés superior de los mismos 
sobre el de cualquier otra persona, es decir  regulando el derecho de los niños, niñas y adolescentes 
que tienen para percibir alimentos en el artículo 128, el cual lo encontramos actualmente en el 
artículo innumerado 4 de la Ley Reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia, donde regula 
este derecho. 
  
1.6 Definición y ámbito del derecho de alimentos 
 
La palabra alimentos proviene del latín "alimentum ab alere" alimentar, nutrir. En sentido 
recto, significa las cosas que sirven para sustentar el cuerpo, y en el lenguaje jurídico se usa para 
asignar lo que se da a una persona para atender a su subsistencia (De Ibarrola Antonio, 1993:131). 
 
De lo anterior, podemos indicar que alimentos es una palabra que en sentido estricto, 




Los alimentos son: “las asistencias que en especie o en dinero, y por ley, contrato o 
testamento, se dan a una o más personas para su manutención y subsistencia; esto es, para comida, 
bebida, vestido, habitación y recobro de la salud, además de la educación e instrucción cuando el 
alimentista es menor de edad” (Cabanellas Guillermo, 2010 :252). 
  
Alimentar es suministrar los alimentos, que en derecho correspondan, de acuerdo  con los 
medios, de quién los da y con las necesidades de quién los recibe.  
 
Una de las definiciones de los alimentos entre parientes señala que es: “la relación jurídica 
en cuya virtud una persona está obligada a prestar a otro lo necesario para su subsistencia. Su 
fundamento está íntimamente ligado a la familia. Ya el Digesto hablaba de justicia y efecto de la 
sangre; y muchos autores lo encuentra en la solidaridad familiar, en el cariño y caridad en el seno 
de la familia y en su papel social. Aunque no falte quien acude a un argumento de conservación y 
supervivencia del individuo conectado a una suerte de obligación moral”. (Espasa, Diccionario 
Jurídico, 2007:51). 
 
La pensión alimenticia es: “la prestación que determinadas personas, económicamente 
posibilitadas, han de hacer a algunos de sus parientes pobres, para que con ella puedan éstos 
subvenir a las necesidades más importantes de la existencia” (Puig Federico, 1976: 492). 
 
Proporcionar alimentos es una obligación consustancial de los progenitores y, a su vez, 
representa un derecho intrínseco del menor de edad. El derecho a alimentos no se refiere 
exclusivamente a satisfacer las necesidades fisiológicas primarias a través de la comida y bebida 
diaria o subsistencia, sino que además, comprende la satisfacción de la habitación, educación, 
vestuario, asistencia médica y recreación o distracción.  
 
El derecho a alimentos no ha sido definido por el asambleísta legislador, al efecto la Ley 
Reformatoria al Título V Libro Segundo del Código de la Niñez y Adolescencia el artículo 
innumerado 1 prescribe que: El presente Título regula el derecho a alimentos de los niños, niñas, 
adolescentes y de los adultos y adultas considerados como titulares de derechos establecidos en esta 
Ley. En lo que respecta a las demás personas que gozan de este derecho, se aplicarán las 
disposiciones sobre alimentos del Código Civil”. 
 
En tal virtud se puede decir que los alimentos entre parientes son aquellas obligaciones que 
tiene el alimentador para el alimentista con el fin de que sobreviva a base de la pensión fijada, 
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además de la educación, vestuario, vivienda, y salud; es decir, que la manutención debe abarcar, en 
lo posible, los rubros mencionados, partiendo de la base de la capacidad de la persona que presta lo 
mismo a favor de la persona que los requiere. 
 
La prestación de alimentos se halla regulada en el artículo 349 y siguientes del Código 
Civil, en cuya normativa constan las personas a quienes se deben alimentos, régimen del derecho 
de alimentos, clases de alimentos, a qué personas se deben alimentos congruos o necesarios, la 
capacidad especial para recibir alimentos, orden para pedirse alimentos, alimentos provisionales, 
límite de los alimentos, tiempo desde el cual se deben alimentos, tiempo hasta el cual se deben 
alimentos, monto y modalidades de los alimentos, prohibición de transferir o renunciar a los 
alimentos, prohibición de compensación de alimentos, renuncia compensación o transmisión de las 
personas atrasadas, alimentos voluntarios y asignaciones alimenticias imputables a la porción de 
libre disposición.  
 
El asambleísta legislador le ha dado tanta importancia a la prestación de alimentos que por la falta 
de pago de dos o más pensiones alimenticias se procede a librar apremio personal en contra del 
moroso. Por otro lado este derecho de sobrevivencia o subsistencia es inembargable. 
 
1.6.1 Naturaleza del derecho de alimentos.- Indudablemente que el derecho a 
recibir alimentos es de orden público; pero restringida a una naturaleza pública familiar. Tal es esta 
aseveración que el legislador como características esenciales de ese derecho considera como un 
derecho que no puede ser transferido, transmitido, objeto de renuncia, no prescribe y tampoco es 
susceptible de compensación.  
 
El derecho a alimentos atañe al Estado, la sociedad y familia. Así apreciado rebasa el 
ámbito estrictamente personal o familiar. Les incumbe a los corresponsables tripartitos del 
bienestar y desarrollo integral de niños, niño y adolescente por lo cual quien deba prestar alimentos 
en caso de incumplimiento, será sujeto de apremio personal y de medidas reales. Este derecho de 
subsistencia o de sobrevivencia por ser intrínseco a todo niño, niña y adolescente prevalece sobre 
otro derecho, cualquiera sea su naturaleza.  
 
Para Puig, “toda persona tiene por ley natural derecho a la vida, o sea proveerse de los 
medios necesarios para su existencia, este derecho se transforma, en deber, cuando la persona por sí 
misma, puede buscar esos medios a través de su trabajo u ocupación. Cuando esta capacidad falta y 
la persona indigente no tiene nadie que por ella mire, es el mismo Estado, el que arbitra los 
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dispositivos eficaces para que no quede carente de protección, dando lugar a la beneficencia 
pública, que como, deber general de cuerpo político, encuentra en las instituciones ad oc la 
solución conveniente, pero cuando la persona indigente tiene familiares cercanos, entonces el orden 
jurídico confiere a la persona necesitada de una pretensión general de alimentos, que puede 
actualizar contra el pariente, si se encuentra en condiciones económicas favorables...” (Puig 
Federico, 1976: 492). 
 
Como bien señala el autor, el derecho a alimentos o denominado también de sobrevivencia 
es consecuencia de una relación de parientes y de filiación porque no sólo los progenitores están 
obligados a proporcionárselos, sino también lo están los hermanos, abuelos y tíos, en todo caso si 
no existiera persona obligada y con posibilidades de proporcionar una pensión alimenticia, esta 
obligación la tiene el Estado. 
 
1.6.2 La obligación alimenticia.- Ha sido conceptuada por Albornoz, en la forma 
siguiente: “Entre las obligaciones derivadas del parentesco, figura, de modo preeminente, la 
obligación alimenticia, que es recíproca, pues el que la cumple tiene, a su vez, el derecho de 
exigirla. En virtud de esta obligación, el deudor debe procurar al acreedor todos los medios 
necesarios para que éste no carezca de alimentos, habitación, medicinas, educación, etcétera, es 
decir, lo necesario para vivir decorosamente” (Albornoz Myriam, 2008: 215). 
 
Lo señalado nos permite tener claro, en primer lugar que la obligación de 
alimentos, es una derivación del parentesco existente entre dos personas; además se 
establece un carácter de recíproca, el cual impone que quien cumple con el deber de prestar 
alimentos en favor de una persona tiene también el derecho de exigirla. Este carácter se 
aplicaría efectivamente, para el caso de la obligación alimenticia entre padres e hijos, 
estando los primeros obligados a dar alimentos a sus hijos; y facultados para poder acudir 
ante los órganos legales correspondientes, y exigir de sus hijos el pago de una prestación 
alimenticia. Habla también la cita del objeto que tiene esta obligación, cual es que el 
deudor ofrezca y proporcione al acreedor, todos los medios necesarios para que pueda 
existir decorosamente, esto involucra no solo los alimentos indispensables para su 
nutrición sino también adecuadas condiciones para prodigarse habitación, vestido, salud, 




Moro, manifiesta que la obligación alimenticia: “Se trata de una obligación “legal” que 
depende su prestación de muchos factores entre los cuales se encuentran un estado de necesidad del 
alimentista, posición económica y social del alimentante, así como la relación de parentesco entre 
uno y otro” (Moro Esther, 2012: 8). 
 
En consecuencia la obligación alimentaria es de carácter legal, esto se entiende porque es la 
ley la que determina el deber que deben cumplir ciertas personas, de suministrar a otras, lo 
necesario para que puedan desarrollar su existencia. Sin embargo, el criterio expuesto en la ley, por 
el que surge la obligación de pagar alimentos, obedece a otras circunstancias, ajenas a una 
previsión legal, pues es indispensable que se verifiquen otras situaciones como por ejemplo el 
estado de necesidad de la personas que requiere de los alimentos; la posibilidad económica y social 
efectiva de parte de la persona a la que se exige el pago de alimentos, de poder asumir el 
cumplimiento de éste deber; y, por supuesto la relación de parentesco, que debe existir entre el 
beneficiario de los alimentos y la persona obligada a suministrarlos, pues un elementos 
indispensable es que entre el deudor y acreedor de la obligación alimenticia, exista una relación de 
familiaridad, que es el fundamento mismo por el cual puede ser exigible este tipo de prestación. 
  
La obligación de alimentos, está por lo tanto, sometida de forma específica a lo establecido 
en las normas legales que las regulan, pues son éstas, las que determinan cuáles son las personas 
que tienen derecho a pedir de otras lo necesario para su subsistencia, y las que establecen también 
quienes están obligados a realizar la prestación de alimentos. 
 
1.6.3 Características del derecho de alimentos.- Esta relación parento-filial 
(artículo innumerado 3 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia) es fuente de la prestación 
de alimentos a favor de niños, niñas y/o adolescentes, presenta diversas características jurídicas 
son: 
  
a. Intransferible: es decir, el derecho a alimentos no puede ser sujeto de enajenación ni a 
título oneroso ni a título gratuito por ser personalísimo cuyo interés además es de orden público 
familiar. 
 
b. Intransmisible: el derecho de alimentos no es susceptible de ser transmitido por 
sucesión por causa de muerte, ya que por ser de naturaleza pública familiar y ser un derecho 
personalísimo con la muerte del titularse extingue este derecho. El artículo 362 del Código Civil 
prescribe que: “El derecho de pedir alimentos no puede transmitirse por causa de muerte, ni 
venderse o cederse de modo alguno, ni renunciarse”. 
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c. Irrenunciable: es decir queda prohibido merced a este principio que el niño, niña o 
adolescente renuncie al derecho a alimentos. Los  progenitores, tutores, parientes o terceras 
personas bajo las cuales se halle su cuidado, no deben ni pueden renunciar a este derecho. 
Cualquier estipulación que signifique renuncia se tendrá por no existente o será de nulidad 
absoluta. 
 
d. No admite compensación: el derecho a alimentos a través de la compensación no 
extingue la prestación. La compensación como una forma de extinguir la obligación, según el 
artículo 1641 del Código Civil está prohibida por la naturaleza jurídica y carácter de este derecho. 
La existencia de la deuda recíproca entre alimentante y alimentado, no es condición, permitida para 
renunciar a pedir alimentos. Sin embargo, a decir del inciso segundo artículo innumerado 3 del 
Código cuando las pensiones alimenticias se hayan convertido en una deuda por falta de pago o no 
se hayan ejecutado las acciones que permiten el referido Código, tales deudas alimentarias si 
podrán ser compensadas, transmitidas activa o pasivamente a los herederos y hasta prescribir.  
 
e. No se admite reembolso de lo pagado: cuando se haya fijado una pensión alimenticia y 
posteriormente se lo deje sin efecto aún por orden judicial o voluntariamente, el alimentado no está 
obligado de devolver el dinero recibido por este concepto. Es decir no está permitido ni cobro por 
parte del alimentante ni pago de lo recibido por el alimentado. 
 
f. Imprescriptible: esto es, que el derecho a pedir alimentos no se lo pierde por 
prescripción. La prestación de alimentos por ser de naturaleza pública-familiar no está sujeta al 
decurrir de un período de tiempo determinado para que se extinga (Albán Fernando, 2003: 149 y 150). 
 
1.6.4 Beneficiarios del derecho a alimentos.- Los beneficiarios del derecho a pedir 
alimentos se hallan establecidos en el artículo innumerado 4 del Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia, que se refiere a quienes son los titulares del derecho de alimentos: 
  
a. Las niñas, niños y adolescentes, salvo los emancipados voluntariamente que tengan 
ingresos propios, a quienes se les suspenderá el ejercicio de éste derecho de conformidad con la 
presente norma. 
 
La emancipación pone fin de la patria potestad de los menores. Pero según nuestro 
legislador la emancipación voluntaria sólo procede con los menores adultos, esto es adolescentes 
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comprendidos desde los 16 años y menores a dieciocho años, quienes pueden disfrutar de la 
libertad y responsabilidades que conlleva tal emancipación.  
 
Dentro de esta primera categoría de titulares del derecho a pedir alimentos, los niños y 
niñas podrán pedir directamente auxilio para la protección de sus derechos cuando deban dirigir la 
acción contra su representante legal; mientras que los adolescentes podrán ejercer directamente 
aquellas acciones judiciales encaminadas al ejercicio y protección de sus derechos.  
 
La emancipación legal de niños, niñas y adolescentes puede producirse por alguna de las 
causales establecidas en el artículo 310 del Código Civil y son las siguientes: a) por la muerte del 
padre, cuando no existe la madre; b) por el matrimonio del hijo; c) por la sentencia que da la 
posesión de los bienes del padre o madre ausente; y, d) por haber cumplido la edad de dieciocho 
años. La emancipación judicial en cambio se produce por sentencia del juez, si ambos progenitores 
estuvieren incursos en alguna de las causas detalladas en el artículo 311 de Código Civil. 
 
b. Los adultos o adultas hasta la edad de 21 años que demuestren que se encuentran 
cursando estudios en cualquier nivel educativo que les impida o dificulte dedicarse a una actividad 
productiva y carezcan de recursos propios y suficientes. 
 
Por regla general se deben alimentos a los menores de dieciocho años. Cumplida la 
mayoría de edad, sin embargo esta prestación alimenticia se expande hasta la edad de 21 años del 
alimentado bajo dos condiciones: a) que acredite estar cursando en la universidad o cursos 
superiores; y, b) que por esta circunstancia se ve imposibilitado de sostenerse económicamente por 
su cuenta. Esta obligación legal es más que acertada porque el hecho de cumplir dieciocho años de 
edad no significa de ningún modo que la persona está en condiciones de auto sostenerse. Por el 
contrario, discurro que él o la joven requieren de una mayor ayuda de progenitores, parientes y 
demás personas que se hallan bajo su cuidado para ayudarles a terminar una carrera profesional. 
Esta obligación moral debería también ser asumida a por el Estado ecuatoriano, especialmente con 
alumnos que demuestran dedicación y deseos de superación personal 
 
c. Las personas de cualquier edad, que padezcan de una discapacidad o sus 
circunstancias físicas o mentales les impida o dificulte procurarse los medios para subsistir por sí 
mismas, conforme conste del respectivo certificado emitido por el Consejo Nacional de 
Discapacidades, o de la institución de salud que hubiere conocido del caso que para el efecto 
deberá presentarse. (Albán Fernando, 2003: 152 y 153). 
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Esta tercera y última titularización para reclamar alimentos es humana y solidaria. Ninguna 
persona por más que haya cumplido la mayoría de edad o se halle en una situación económica 
ventajosa está exenta de algún acontecimiento futuro e incierto que le impida desarrollar sus 
actividades cotidianas. La desgracia de un momento a otro puede invadirle y por algún caso 
fortuito, negligencia, imprudencia, etc. quedarse en estado de postración física y mental. En esta 
situación es ineludible legal y moralmente socorrerle al menos para su subsistencia o 
sobrevivencia. Los titulares del derecho a pedir alimentos por esta razón no son pocos. 
 
1.6.5 Personas obligadas a prestar alimentos.- El artículo innumerado 5 del 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, refiere que: “Los padres son los titulares principales 
de la obligación alimentaria, aún en los casos de limitación, suspensión o privación de la patria 
potestad.  
 
En caso de ausencia, impedimento, insuficiencia de recursos o discapacidad de los 
obligados principales, debidamente comprobado por quien lo alega, la autoridad competente 
ordenará que la prestación de alimentos sea pagada o completada por uno o más de los siguientes 
obligados subsidiarios, en atención a su capacidad económica y siempre y cuando no se encuentren 
discapacitados, en su orden:  
 
1. Los abuelos/as;  
2. Los hermanos/as que hayan cumplido 21 años y no estén comprendidos en los casos 
de los numerales dos y tres del artículo anterior; y,  
3. Los tíos/as.  
 
La autoridad competente, en base al orden previsto en los numerales precedentes, en los 
grados de parentesco señalados, de modo simultáneo y con base en sus recursos, regulará la 
proporción en la que dichos parientes proveerán la pensión alimenticia, hasta completar el monto 
total de la pensión fijada o asumirla en su totalidad, según el caso. 
 
Los parientes que hubieren realizado el pago podrán ejercer la acción de repetición de lo 
pagado contra el padre y/o la madre.  
 
Los jueces de conformidad con el articulo 11 numeral 3 de la Constitución de la Republica, 
aplicarán de oficio los instrumentos internacionales ratificados por el Ecuador a fin de garantizar el 
derecho de alimentos de los niños, niñas y adolescentes, hijas e hijos de padres o madres que 
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hubieren migrado al exterior, y dispondrán todas las medidas necesarias para asegurar el cobro 
efectivo de la pensión.  
 
La autoridad central actuará con diligencia para asegurar el respeto de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes, y, responderá en caso de negligencia”. De la redacción en la 
disposición del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia se puede colegir que las personas 
obligadas a prestar alimentos son: 
 
a. Los primeros obligados son el padre y la madre juntos, la patria potestad la ejercen en 
conjunto, en consecuencia la obligación de pasar alimentos es responsabilidad de los dos. 
Perfectamente el niño, niña y/o adolescente puede demandar alimentos a los dos progenitores 
simultáneamente.  
 
b. Los segundos obligados a prestar alimentos son los hermanos que hayan cumplido la 
mayoría de edad y realicen alguna actividad económica que les permita auto sostenerse y ayudar a 
la familia. La disposición antes referida no especifica que para reclamar alimentos el hermano tiene 
que ser del mismo padre o madre, simplemente hace referencia al hermano y nada más, omitiendo 
de esta forma la calidad de la relación parento-filial existente entre alimentante y alimentario, basta 
de tener la relación consanguínea entre las partes y solo por ese hecho ya está en la obligación 
moral o legal de dar alimentos.  
 
c. Los abuelos, por tener una estrecha relación con la familia, ha sido escogida por el 
asambleísta legislador para la prestación de alimentos, siempre y cuando los padres del menor no 
existieren, no tuvieren posibilidades económicas, cuando sufrieren de alguna enfermedad parcial o 
total o cuando se desconociere el domicilio o residencia para efectuar la citación, pero si 
únicamente se conociere a éstos parientes (abuelos), se requerirá judicialmente ejerciendo este 
derecho.  
 
d. En último lugar corresponde a los tíos para la prestación alimenticia, con seguridad 
siguiendo la explicación similar a la de los abuelos, pues la relación familiar entre tío y sobrino es, 
del mismo modo estrecha.   
 
Como se observa, la relación jurídica familiar se expresa con más fuerza en la prestación de 
alimentos y derecho a reclamarlos. La prestación de alimentos procede aun en los casos en que el 
derechohabiente y el obligado convivan bajo el mismo techo. La limitación, suspensión, privación 
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o pérdida de la patria potestad, no constituye ninguna causa para negar la prestación de alimentos a 
los niños, niñas y adolescentes. 
 
1.6.6 Momento desde que se deben los alimentos.- Como medida de protección de 
parte del Estado ecuatoriano, sobre todo en cumplimiento de varias disposiciones constitucionales 
se han creado normas o disposiciones legales que amparan los derechos de los niños, niñas y/o 
adolescentes que no han sido debidamente atendidos por sus padres o en su defecto los parientes. 
 
“La acción legal, por disposición expresa de la Constitución de la República y más leyes 
conexas no son retroactivas, lo que implica que no se puede pedir alimentos desde el primer día del 
nacimiento o desde el momento que lo dejó de ayudar económicamente si antes no lo ha requerido 
judicialmente, por el contrario aplicando el principio de irretroactividad, no podemos reclamar 
desde el momento de la desatención la prestación alimenticia para el niño, niña y/o adolescente, por 
esta razón es imposible reclamar toda las prestaciones no pagadas antes de la presentación de la 
demanda en contra del obligado” (Patín Fanny, 2009: 106). 
 
En cumplimiento del principio de la irretroactividad de las pensiones alimenticias no 
reclamadas el artículo innumerado 8 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 
refiriéndonos al momento desde que se debe la prestación de alimentos, refiere que: “La prestación 
de alimentos se debe desde la presentación de la demanda…” en concordancia con lo estipulado en 
el artículo 359 inciso primero del Código Civil, que también establece que los alimentos se deben 
desde la primera demanda, por ello de ninguna manera se da la facultad de reclamar si antes no lo 
hizo, lo que en cierta forma perjudica a los intereses de los menores, si es que no lo han hecho 
oportunamente por parte de quienes tienen bajo su cuidado y protección a niños, niñas y/o 
adolescentes, razón por la cual se han visto obligados a demandar. 
 
“El beneficio de esta disposición recae sobre el o los obligados, ya que si no reciben una 
orden o imposición de una autoridad competente que le obligue a suministrar los alimentos para el 
niño, niña y/o adolescente o reclamante no tienen la capacidad moral para ayudarlo 
económicamente, olvidándose que tiene una responsabilidad consanguínea o de parentesco con el 
niño, niña y/o adolescente que en ésta edad es cuando más lo requiere, por no poder subsistirse por 
sí mismo en sus necesidades, ya que por incapacidad física y relativa no puede realizar actividades 
que generen ingresos económicos, así también está impedido realizar cualquier tipo de negocios 
que generen ganancias, tanto más que en esta etapa de la vida se encuentra educándose o 
adquiriendo conocimientos para poder desenvolverse una vez que cumpla la mayoría de edad” 
(Patín Fanny, 2009: 108). 
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En anexión de lo anterior el artículo 360 del Código Civil dispone que: “Los alimentos que 
se deben por ley se entienden concedidos para toda la vida del alimentario, continuando las 
circunstancias que legitimaron la demanda. Con todo, ningún varón de aquellos a quienes sólo se 
deben alimentos necesarios, podrá pedirlos después que haya cumplido dieciocho años de edad, 
salvo que por algún impedimento corporal o mental, se haya inhabilitado para subsistir de su 
trabajo, pero si posteriormente se inhabilitare, revivirá la obligación del alimentante”. Es decir, que 
la prestación alimenticia para los niños, niñas y/o adolescentes cabe reclamarlo únicamente si no ha 
cumplido la mayoría de edad, o a su vez si se encontrare cursando estudios antes de los veintiún 
años de edad y la prestación alimenticia se debe desde que el obligado tenga conocimiento de la 
orden judicial en la cual requiere el pago.  
 
En conclusión, no se puede recaudar las pensiones que no se hayan reclamado oportunamente, sino 
únicamente a partir de la fecha de citación con la demanda que se lo hace al obligado, no hay 
retroactividad de las pensiones, si no demanda oportunamente perderá el derecho de percibir 
alimentos por todo el tiempo que haya dejado de pasar, es irrecuperable lo no reclamado y no 
recaudado, sino únicamente rige para o futuro.   
 
1.6.7 Formas de suministrar los alimentos.- El innumerado 14 del Código 
Orgánico de la Niñez y Adolescencia determina que sean en una suma de dinero, y claro está, 
porque es la forma más factible para adquirir cualquier bien o servicio que sea requerido por el 
alimentario, pues el progenitor/a que cuida de él, deberá llevar una administración correcta del 
efectivo con esmerada diligencia empleando los cuidados de un buen padre de familia conforme lo 
determina el Código Civil y, por cuanto, el fijar una pensión alimenticia en dinero hace más 
sencilla la cuantificación al momento de realizar la liquidación de valores adeudados. Cuando se 
deposite el valor de la pensión en una cuenta, o se realice una transacción por medios electrónicos, 
o incluso se lo entregue directamente al beneficiario del mismo, debe contarse con el 
correspondiente respaldo, pues en caso de liquidación de pensiones adeudas, corresponde al 
alimentante la carga de probar el hecho de que se encuentra al día en sus pagos (Recalde Cristhian, 
2012: 55). 
 
El mismo artículo 14 innumerado del Código faculta como alternativa, el poder efectuar el 
pago tanto de la pensión como los subsidios mediante, la constitución de derechos de usufructo, la 
percepción de una pensión de arrendamiento u otro mecanismo similar, que aseguren rentas u otros 
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frutos suficientes para la debida prestación de alimentos del beneficiario; y, el pago o satisfacción 
directos por parte del obligado, de las necesidades del beneficiario que determine el juez. 
 
Cuando se trate del usufructo o la percepción de la renta de arrendamiento de bienes 
inmuebles, manda a que el juez/a compruebe que dicho bien no se encuentre limitado por derechos 
reales o personales ni afectado por embargo, prohibición de enajenar o gravar, anticresis o 
cualquier otro gravamen o contrato que afecte o pueda impedir o dificultar dicho disfrute o 
percepción. La resolución que los decrete se inscribirá en el Registro de la Propiedad del cantón en 
que se encuentre ubicado el inmueble. Ahora bien, al otorgar esta facultad al demandado a que 
pague con el usufructo un inmueble, torna compleja la liquidación de valores adeudados, pues debe 
determinarse una cuantificación del monto del usufructo, o puede ocurrir que el inmueble sufra la 
inscripción de un posterior gravamen que imposibilite el seguir disfrutando del usufructo (Patín 
Fanny, 2009: 111). 
 
 Por tanto debe ser el juez, y no la parte demandada, quien velando por los intereses de los 
alimentarios, debería escoger si conviene o no el determinar que el alimentante cancele en dinero, y 
solamente de no ser posible tal particular, ordenar el pago mediante la percepción de un 
arrendamiento, que como hemos indicado, el tratar de cobrarlos puede acarrear un problema más 
dentro del juicio de alimentos. 
 
1.6.8 Las pensiones alimenticias mínimas.- En uso de las atribuciones conferidas en 
la Disposición Transitoria del Título V del Código de la Niñez y Adolescencia: 
  
La tabla de pensionas mínimas está compuesta de tres niveles. El primer nivel agrupa los 
cuatro primeros deciles de pobreza en base al consumo; en segundo, los deciles cinco, seis y siete; 
y el tercero, los deciles ocho, nueve y diez. En la tabla, cada nivel se expresa por medio de tres 
columnas. En la primera consta el número de derechohabientes que determinan el porcentaje, la 
segunda contiene los porcentajes correspondientes a los derechohabientes en edad de 0 a 4 años, la 
tercera columna contiene los porcentajes correspondientes a los derechohabientes en edad de 5 
años en adelante. 
  
Los porcentajes que componen la tabla de pensiones mínimas son el resultado de la 
sumatoria de la distribución del consumo para una persona promedio en el nivel correspondiente, 
de acuerdo a su ubicación entre los deciles de pobreza (establecido oficialmente por el INEC). Los 
porcentajes de la segunda columna se componen de la sumatoria de alimentos, bebidas no 
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alcohólicas, vivienda, agua, electricidad, velas, carbón, gas, comunicación, bienes durables, gastos 
de salud. El porcentaje de la tercera columna es el porcentaje de la segunda columna sumado un 
porcentaje para educación. 
 
El primer nivel se aplicará para las personas cuyo ingreso se encuentre entre un salario 
básico unificado y uno punto ocho salarios básicos unificados, inclusive. Para el cálculo de la 
pensión alimenticia de las personas que tengan ingresos menores a un salario básico unificado, se 
les aplicará el mismo porcentaje que quien sí lo perciba. En este nivel para un derechohabiente de 0 
a 4 años el porcentaje de los ingresos que le corresponde es de 27,2%, y de 5 años en adelante es de 
28,53%. Para dos derechohabientes de 0 a 4 años el porcentaje es de 39,67%, y de 5 años en 
adelante es 41,72%. Finalmente en los casos de 3 derechohabientes en adelante de 0 a 4 años el 
porcentaje es de 52,18%, de 5 años en adelante es de 54,23%. 
 
El segundo nivel se aplicará para las personas cuyo ingreso sea superior a dos punto ocho 
salarios básicos unificados hasta cuatro punto cinco salarios básicos unificados, inclusive. En este 
nivel para un derechohabiente de 0 a 4 años el porcentaje de los ingresos que le corresponde es de 
33,70%, y de 5 años en adelante es de 35,75%. Para dos derechohabientes en adelante de 0 a 4 años 
el porcentaje es de 47,45% y de 5 años en adelante es de 49,51%. 
 
El tercer nivel se aplicará para las personas cuyo ingreso sea superior a cuatro punto cinco 
salarios básicos unificados, en adelante. En este nivel para uno o más derechohabientes de 0 a 4 
años el porcentaje de los ingresos que le corresponde es de 41,36%, y de 5 años en adelante es de 
44,57%. (Ojeda Cristóbal, 2013: 109 y s).  
Para un mejor entendimiento académico, a continuación se representa la gráfica emitida 
por el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia 
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Para la fijación provisional de pensiones se tendrá en cuenta que si se demanda por 
un hijo/a, la pensión corresponde al veinte y siete punto dos por ciento (272%) de un 
salario básico unificado; para 2 hijos/as, corresponde al treinta y nueve punto sesenta y 
siete por ciento (39.67%) de un salario básico unificado, y para tres hijos/as en adelante, 
corresponde al cincuenta y dos punto dieciocho por ciento (52.18%) de un salario básico 
unificado, sin otra consideración. 
 
Para calcular la pensión de alimentos, se tomará en cuenta el número total de hijo/as que 
tenga el alimentante, aún si estos no lo han demandado y se lo ubicará en el nivel correspondiente. 
Una vez calculado el monto, éste será dividido para el total de hijos/as obteniendo el valor mínimo 
correspondiente para cada uno de ellos y se fijará la pensión de acuerdo a la porción que 
corresponda a los derechohabientes que hayan demandado. 
 
En caso de tener hijos/as de diferentes edades, se aplicará el porcentaje correspondiente al 
derechohabiente de mayor de edad. En caso de que ambos progenitores tengan que pagar 
alimentos, se ubicará independientemente en el nivel que corresponda a cada uno según sus 
ingresos y se definirá la pensión que cada uno deberá asumir; es decir a manera de ejemplo, si un 
niño, niña o adolescente se encuentra bajo el cuidado y protección de terceras personas sean estas 
los abuelos, tíos, curador o cualquier otra persona que ejerza la patria potestad del mismo, 
conforme la ley lo dispone, la pensión alimenticia deberá ser suministrada por el padre y la madre, 
considerando los ingresos de cada uno de ellos, por tanto se podrá demandar a los dos padres la 
prestación de alimentos y en la resolución se considerara el valor a pagar según los ingresos de 
cada uno de ellos, de manera que, si la madre percibe un sueldo de ($340.00) trescientos cuarenta 
dólares, deberá suministrar una pensión de ($92.48) noventa y dos dólares con cuarenta y ocho 
centavos, y por su lado el padre percibe una remuneración de ($600.00) seiscientos dólares el 
deberá suministrar por el mismo hijo, una pensión equivalente a ($163.20) ciento sesenta y tres 
dólares con veinte centavos, en conclusión el niño recibirá de sus padres una pensión total de 
($255.68) doscientos cincuenta y cinco dólares con sesenta y ocho centavos. 
 
El juez/a fijará la pensión alimenticia en número de salarios básicos unificados que 
correspondan, además el valor en dinero al que equivalgan a la fecha. (Resolución N° 001, Consejo 
Nacional de la Niñez y Adolescencia, 2013:5). 
  
1.6.9. Indexación automática anual.- El artículo innumerado 43 señala que, sin 
perjuicio del derecho de las partes para solicitar aumento o disminución de la pensión alimenticia, 
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el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, tendrá tiempo hasta el 31 de enero de cada año 
para publicar la Tabla de Pensiones Alimenticias Mínimas, más el porcentaje de inflación que 
determine el INEC. Las pensiones establecidas en la Tabla será automáticamente indexadas dentro 
de los primeros 15 días del mes de enero de cada año, así lo he dispuesto el artículo innumerado 15 
inciso 3. Para entender mejor, la grafía indexadas es equivalente a: igualadas, niveladas, hacerlas 
uniformes (Ojeda Cristóbal, 2013:89). 
 
En todo caso el citado artículo 43 le previene al juez que en ningún caso las pensiones 
alimenticias serán inferiores a las mínimas ya establecidas. Dicho de otra manera, quiere decir que 
de haber alguna resolución de fijación dictada en apego a las normas del Código de la Niñez y 
Adolescencia, antes del establecimiento de la Tabla de Pensiones Alimenticias Mínimas, quedaba 
al criterio del juez fijar la pensión.  
 
1.6.10 Medidas cautelares para la prestación alimenticia.- Dentro del trámite de 
los procesos para el cumplimiento de la obligación alimenticia existen providencias preventivas o 
cautelares que garantizan el pago de la pensión de alimentos al accionado. El artículo innumerado 
22 de la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia señala: “En caso de que 
el padre o madre incumpla el pago de dos o más pensiones alimenticias, el juez/a a petición de 
parte y previa constatación mediante la certificación de la respectiva entidad financiera del no 
pago, y dispondrá el apremio personal hasta por 30 días y la prohibición de salida del país. En caso 
de reincidencia el apremio personal se extenderá por 60 días más y hasta por un máximo de 180 
días. 
 
En la misma resolución en la que se ordene la privación de libertad, el juez/a ordenará el 
allanamiento del lugar en el que se encuentre el deudor, siempre y cuando preceda la declaración 
juramentada sobre el ocultamiento del obligado/s, por parte de quien solicita dicha medida. 
 
Previo a disponer la libertad del alimentante moroso, el juez/a que conoció la causa, 
realizará la liquidación de la totalidad de lo adeudado y receptará el pago en efectivo o cheque 
certificado. Pagada la totalidad de la obligación, el juez/a dispondrá la libertad inmediata. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, el juez/a podrá ejecutar el pago en 
contra de los demás obligados. Similar procedimiento se cumplirá cuando el obligado haya dejado 
de pagar dos o más obligaciones asumidas mediante acuerdos conciliatorios”. 
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En el inciso primero del artículo innumerado 22 y dado que la ley en los casos de 
incumplimiento de pago de pensiones, en una segunda ocasión aumenta en treinta días más la 
medida de apremio, debe seguirse aquel parámetro para ir incrementando de 90, 120, 150 hasta 180 
días. Respecto a la expresión reincidencia, corresponde aclarar que en el contexto de la legislación 
de niñez y adolescencia, ésta se refiere a la reiteración que incurriría el demandado respecto al 
incumplimiento de sus obligaciones económicas, más no a la reincidencia señalada en el Código 
Penal (Resolución No. 0036, Corte Constitucional, 2008: 5). 
 
En torno a los apremios y otras medidas cautelares de los obligados subsidiarios previstos 
en los innumerados 23 y 24 de la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
es requisito el haberlos citado con la demanda de alimentos así como el requerimiento previo para 
el cumplimiento mediante auto y bajo prevenciones de ley.  
 
Además del apremio personal y a las medidas cautelares reales, la Ley Reformatoria ha 
determinado otras medidas e inhabilidades tales como: la prohibición de salida del país del deudor 
de alimentos, la prohibición de solicitar que se le entregue la patria potestad del hijo o hija 
beneficiario, la incorporación en el registro de deudores del Consejo de la Judicatura, la 
incorporación en el registro de deudores en la Central de Riesgos, la inhabilitación para: a) ser 
candidato a cualquier dignidad de elección popular; b) para ocupar cargo público para el cual 
hubiere sido seleccionado; c) para enajenar bienes muebles o inmuebles, salvo que los beneficios 
sean directamente para el pago de alimentos adeudados y, d) para prestar garantías prendarias o 
hipotecarias.  
 
No cabe duda que con la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
se incrementaron las medidas de presión para poder hacer efectiva la consecución y recaudación de 
la pensión fijada y que desde el punto de vista del accionante sin duda es un progreso de la norma, 
pero visto de la arista del alimentante viene a convertir dichas exigencias en una forma gravosa 
para desarrollar de mejor manera las actividades que generen ingresos y así cubrir la deudas 
concebidas por este concepto. Sin embargo, cabe destacar que las normas vigentes, en la praxis no 
han resultado eficientes, más aun cuando quienes son renuentes al pago, y se han visto inmiscuidos 
en la privación de su libertad por apremio personal, una vez cumplidos los plazos fijados por el 
juzgador, han solicitado la recuperación de su libertad mediante la garantía jurisdiccional del 
hábeas corpus, que no explícitamente, pero si en forma análoga, ha resuelto otorgar la libertad a 
estas personas sin que cancelen ninguna pensión alimenticia. (Artículo 43 de la L.O.G.J.C.C, RO. 52, 
publicado el 22 de octubre de 2009). 
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Detractores de la existencia del apremio personal señalan que la medida no es proporcional 
y contradicen la Constitución y los tratados internacionales tales como: “La Convención Americana 
de Derechos Humanos en el artículo 7 inciso 7 establece que: “nadie será detenido por deuda” y 
añade “Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por 
incumplimientos de alimentos”.  Asimismo el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
en el artículo 11 señala que: “nadie será encarcelado por el solo hecho de no cumplir obligación 
contractual”. Nótese que todas las normas transcritas ubican a la libertad de la persona por encima 
de los valores materiales” (Pásara Luis, 2008: 117 y 136). 
  
1.6.11 Incidentes: aumento y rebaja de pensiones alimenticias.- En atención a la 
calidad esencialmente variable de la capacidad del alimentante y la necesidad del alimentario, es 
posible solicitar al mismo juez que decretó la pensión de alimentos, que la modifique en términos 
de ajustar el monto de la misma a las nuevas circunstancias. Un aumento en las pensiones de 
alimentos siempre debe fundamentarse en nuevos antecedentes que no existían al tiempo del juicio; 
para reajustar la pensión de alimentos no se requiere intervención judicial en orden a que no es 
propiamente un aumento. En efecto, si en un principio el monto de la pensión de alimentos fue 
menor porque la situación del alimentante no le permitía cumplir con su deber de manera óptima, 
una vez que su situación mejore es posible solicitar un aumento de la pensión de alimentos en 
atención a su nuevo escenario económico. 
 
En cuanto al incidente de rebaja de las pensiones de alimentos, las solicitudes de rebaja en 
las pensiones de alimentos son claramente la contrapartida de la situación anterior. En efecto, si las 
necesidades del alimentario disminuyen por cualquier razón, es posible solicitar al mismo juez que 
decretó el pago del derecho de alimentos que rebaje su monto en atención a estas circunstancias. 
Entre los supuestos de rebaja uno de gran importancia es el cambio de la situación laboral del 
alimentante, ya que si en un momento determinado se fijó la pensión de alimentos en atención a sus 
circunstancias laborales concretas y luego éstas cambian temporalmente, desempleo, es de toda 
justicia que el monto de la pensión de alimentos se ajuste a la nueva realidad del alimentante que ya 
no puede contribuir de la misma manera que antes. 
  
1.6.12 Extinción de las obligaciones alimenticias.- Conforme al artículo innumerado 
32 de la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, ha previsto la extinción 
de los mismos, al efecto señala que: 
 
 “El derecho para percibir alimentos se extingue por cualquiera de las siguientes causas: 
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1. Por la muerte del titular del derecho; 
2. Por la muerte de todos los obligados al pago; 
3. Por haber desaparecido todas las circunstancias que generaban el derecho al pago de 
alimentos según esta ley”. 
 
El derecho para percibir alimentos se extingue justificando que él o la alimentaria han 
cumplido la mayoría de edad (18 años), que trabajen, no estudien o estén casados. Con la pertinente 
petición de extinción se adjunta la partida de nacimiento, y aquí, el juez lo único que dispondrá es 
correr traslado por tres días a la parte actora (la madre del alimentado) para que se entere de esta 
pretensión, pero si demuestra que su hijo o hija está actualmente estudiando, continuará entonces 
percibiendo la pensión alimenticia hasta los 21 años de edad. Incluso si el hijo tuviera alguna 
discapacidad permanente el derecho será de manera indefinida (Ojeda Cristóbal, 2013: 83). 
 
El alimentario podría por sí solo demandar alimentos a su padre pasados los 18 años si aún 
continúa estudiando y no se ha casado, como se había señalado, que la naturaleza del derecho de 
alimentos es personalísima, y por tanto intransmisible. Inexorablemente con la muerte del titular se 
extingue este derecho. La persona termina con la muerte. Si por esta causa no queda ningún 
obligado al pago, de igual manera el derecho a seguir percibiendo los alimentos perece. 
 
El nuevo contenido de la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
en torno a la extinción, es oportuno y claro. 
 
1.7 Administración de justicia.-  
 
Este modelo se forma por una judicatura unipersonal, independiente, letrada, especializada, 
con discrecionalidad regulada y sólida preparación en los fundamentos y normas que hacen la 
Doctrina de la Protección Integral, asistida por unidades técnicas multidisciplinarias (organismo 
técnico auxiliar) con funciones periciales.  
 
El procedimiento judicial es oral, en concordancia a lo dispuesto por la Constitución. 
Garantizando que todo fallo sea motivado jurídicamente, para asegurar la equidad y legalidad de 
las resoluciones judiciales.  
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Las entidades y servicios de atención son las instituciones públicas o privadas que ejecutan 
los programas y las acciones de protección, para controlar su operación se propone la creación de 
un sistema de registro, autorizaciones, controles y supervisión de las entidades, a cargo de los 
Consejos locales.  La ley establece los requisitos, condiciones de funcionamiento y demás aspectos 
que deben cumplir estas entidades, que únicamente podrían funcionar si cuentan con su registro y 
aprobación.  
 
Para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes se proponen establecer una 
serie de procedimientos y medidas de protección. Los procedimientos se han dividido en 
administrativos y judiciales (Farith Simón, 2005: 24 y s): 
 
El procedimiento administrativo de protección de derechos se lleva frente a la junta 
cantonal de protección de derechos o ante el juez de la niñez y adolescencia. Tres son los asuntos 
para los que este procedimiento es el adecuado: a) La aplicación de medidas de protección cuando 
se ha producido una amenaza o violación de los derechos individuales o colectivos de uno o más 
niños, niñas o adolescentes; b) el conocimiento y sanción de las infracciones sancionadas con 
amonestación; y, c) el conocimiento y sanción de las irregularidades cometidas por las entidades de 
atención; es decir existen Juntas Cantonales, especializadas en niñez y adolescencia, las cuales 
intervienen previo a una investigación psicosocial, de la cual se determina que existe un atentado 
contra el derecho de los niños es decir no se discute la titularidad del derecho sino más bien la 
atentatoria del mismo, así por ejemplo en casos de maltrato, descuido por parte de sus padres, 
alejamiento o retención ilegal por parte de alguna persona, en los que actúa la Junta a fin de evitar 
que el daño psicológico, físico y social siga aumentando y de ser necesario se envía los resultados a 
la Fiscalía y Juzgados de la Niñez según el caso. (VER ANEXO 1) 
 
Los procedimientos judiciales son dos: la acción judicial de protección, que tiene por 
objeto un requerimiento (orden) para la protección de los derechos colectivos y difusos de la niñez 
y adolescencia, y consiste en la imposición de una determinada conducta de acción u omisión, de 
posible cumplimiento, dirigido a la persona o entidad requerida, con las prevenciones contempladas 
en la ley; y, el procedimiento contencioso general, que se aplica para la sustanciación de todas las 
materias contenidas en el Libro Segundo, y las del Libro Tercero cuya resolución es de 
competencia privativa del juez/a de la niñez y adolescencia. 
  
Los asuntos contenidos en el Libro Segundo son: el abandono del hogar; patria potestad y 
los temas relacionados: asignación, suspensión, limitación, privación, perdida y restitución de la 
patria potestad; tenencia, tutela y régimen de visitas; alimentos (y la posible declaración de 
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paternidad derivado de la reclamación de alimentos sin prueba del estado civil); alimentos a la 
mujer embarazada; y, adopción (qué es una medida judicial de protección pero contenida en el libro 
segundo).  
 
Los asuntos contenidos en el Libro Tercero son: medidas judiciales de protección 
(acogimiento familiar y acogimiento institucional); y el juzgamiento por retardo en la 
administración de justicia a los miembros de los Consejos de la Niñez y Adolescencia y de las 
Juntas de Protección. (VER ANEXO 2) 
 
Sin embargo de lo manifestado y en virtud de que la Mediación en los últimos tiempos está 
trascendiendo como una forma de solución de conflictos en forma amigable, debemos hacer 
hincapié en la aplicación de ella en los juicios de alimentos, ya que existe un gran número de casos 
que han sido resueltos mediante una resolución emitida por el mediador previo al acuerdo de las 
partes, lo que se debe destacar en este punto es que la obligación de dar alimentos empieza conde la 
expedición del acuerdo en el que se establece el valor de la pensión y que la misma puede ser 
modificada si existe variación de circunstancias.(VER ANEXO 3) 
 
Los tres elementos finales del sistema son las medidas, las sanciones y los recursos. En 
cuanto a las medidas son determinadas por la autoridad correspondiente con la finalidad de restituir 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han sufrido amenaza o violación de derechos 
sean de carácter individual o colectivo. 
 
Las medidas son aplicables tanto a los niños, como a los padres o responsables de estos, 
algunas de las medidas de protección consideradas son: ingreso a los niños en programas de 
protección, matrícula u orden de matriculación en establecimientos públicos o privados de 
educación, amonestación a los padres, orden de cuidado a los propios padres o responsables, 
tratamiento médico, sicológico o de otro tipo a los padres o responsables y al propio niño o 
adolescente, separación del maltratante, abrigo, colocación familiar y adopción. 
   
Respecto a las sanciones, estas se proponen como medidas a ser aplicadas a los que violen 
los derechos del niño ya que los responsables de dichas violaciones pueden ser sujetos de 
sanciones, las sanciones propuestas pueden ser de carácter civil o penal. Las de carácter penal son 
exclusivamente multas.  
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En cuanto a los recursos económicos la ley establece la existencia del Fondo Nacional para 
la Protección de la Niñez y Adolescencia, que tiene por finalidad financiar: programas y proyectos 







PROCEDIMIENTO DEL JUICIO DE ALIMENTOS Y LA CITACIÓN  
 
 
Con el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia Ley No. 100 publicada en el Registro 
Oficial 737 de 3 de enero del 2003 y vigente desde el 3 de julio de ese mismo año se consolidó una 
forma diferente de redactar las leyes.  Muchas son las innovaciones que la nueva ley introduce, 
desde el uso de nuevos conceptos jurídicos (por ejemplo niño, niña y adolescente que asumen un 
contenido jurídico específico, la desaparición de la declaración de abandono, acogimiento familiar 
e institucional, etcétera), hasta el desarrollo normativo de una institucionalidad encargada de 
promover y garantizar los derechos que desarrolla
 
la ley (por que ya se encontraban plenamente 
reconocidos y declarados en la Convención sobre los Derechos de los Niños y en la Constitución), 
concretando principios como el de la corresponsabilidad del Estado, la sociedad y la familia, 
mejorando algunas instituciones jurídicas específicas (patria potestad, alimentos, etcétera). Sin 
embargo, la contribución más importante de la nueva ley es el establecimiento de un conjunto de 
mecanismos de exigibilidad de todos los derechos declarados, tanto individuales como colectivos.  
 
2.1 Protección constitucional e internacional de las pensiones alimenticias 
 
La Constitución de la Republica en sus diferentes artículos, dentro de los cuales se enmarca 
este derecho de pensión de alimentos, señala los siguientes: 
 
Art. 44. - El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo 
integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se 
atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás 
personas. 
 
Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como 
proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades, 
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potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de afectividad 
y seguridad. 
 
Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales y 
culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales. 
 
Art. 45.- Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser humano, 
además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la vida, incluido el 
cuidado y protección desde la concepción. 
 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad física y psíquica; a su 
identidad, nombre y ciudadanía; a la salud integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte 
y recreación; a la seguridad social; a tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y 
comunitaria; a la participación social; al respeto de su libertad y dignidad; a ser consultados en los 
asuntos que les afecten; a educarse de manera prioritaria en su idioma y en los contextos culturales 
propios de sus pueblos y nacionalidades; y a recibir información acerca de sus progenitores o 
familiares ausentes, salvo que fuera perjudicial para su bienestar. 
 
El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre de los 
consejos estudiantiles y demás formas asociativas. 
 
Art. 69.- Para proteger los derechos de las personas integrantes de la familia: 
 
1. Se promoverá la maternidad y paternidad responsable; la madre y el padre estarán 
obligados al cuidado, crianza, educación, alimentación, desarrollo integral y protección de los 
derechos de sus hijas e hijos, en particular cuando se encuentren separados de ellos por cualquier 
motivo. 
5. El Estado promoverá la corresponsabilidad materna y paterna y vigilará el cumplimiento 
de los deberes y derechos recíprocos entre madres, padres, hijas e hijos. 
 
Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin 
perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: 
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16. Asistir, alimentar, educar y cuidar a las hijas e hijos. Este deber es corresponsabilidad 
de madres y padres en igual proporción, y corresponderá también a las hijas e hijos cuando las 
madres y padres lo necesiten. 
 
Dentro de la Declaración Universal de los Derechos Humanos encontramos los siguientes 
artículos que justifican el derecho de pensión de alimentos: 
 
Art. 25 
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 
médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos 
los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 
 Sobre la Convención de Derechos del Niño-UNICEF se puede justificar por medio de 
los siguientes artículos el derecho de pensión: 
 
Art. 27 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado 
para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad 
primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de 
vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 
3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus 
medios, adopta adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas 
responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán 
asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario 
y la vivienda. 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la 
pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad 
financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero. En 
particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un 
Estado diferente de aquel en que resida el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los 
convenios internacionales o la concertación de dichos convenios, así como la concertación de 




1. Los Estados Partes convienen  que la educación del niño deberá estar encaminada a: 
a. Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta 
el máximo de sus posibilidades; 
b. Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y 
de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; 
c. Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma 
y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea originario y de las 
civilizaciones distintas de la suya; 
d. Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu 
de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos 
étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena;  
e. Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 
 
Art. 30.- En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas 
de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el 
derecho que le corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida 
cultural, a profesar y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma. 
 
Art. 31 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al 
juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida cultural 
y en las artes. 
2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar plenamente en la 
vida cultural Política Pública donde se enmarca el derecho de niños, niñas y adolescentes a la 
pensión de alimentos (Pazmiño Katty, 2011: 49 y s) 
 
2.2 El código de la niñez y adolescencia 
 
Al analizar la matriz legislativa
 
que sirvió de base para el Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia es necesaria para: 
 “...Superar las severas deficiencias de la actual legislación de menores que tiene claros 
elementos de la vieja doctrina de la Situación Irregular, la misma que fue superada muy 
parcialmente en la reforma legislativa de 1992. 
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Los inconvenientes de esta doctrina arrancan de una concepción limitante que pone el 
acento en lo que el niño y el adolescente no son (no adultos) y en un escenario de situaciones de 
riesgo. Cierto es que el Código de Menores recepta algunos principios y normas de las nuevas 
tendencias expuestas en la Convención sobre Derechos del Niño y del Adolescente, pero es un 
hecho demostrado por varios estudios nacionales de indiscutible seriedad, que existe una notoria 
prescindencia, y violaciones sistemáticas, de las normas de ese instrumento internacional, tanto en 
el texto legal cuanto en la práctica judicial” (El Código de Menores de 1992). 
 
Está claro que el Código de la Niñez y Adolescencia busca superar a la doctrina de la 
situación irregular y se encuentra inspirado en los principios de la doctrina de la protección 
integral. Por tanto la ley tiene dos características: es “integral” y “garantista” (Farith Simón, 
2005:12): 
 
a. Como ley integral: Por su contenido, ya que contempla en su texto tanto los derechos, 
como los responsables y mecanismos de protección y garantía de estos derechos, y en el mismo 
cuerpo normativo, pero de manera diferenciada, las reglas para el juzgamiento de los adolescentes 
acusados de un delito.
 
 También es integral porque recoge plenamente la doctrina de la protección 
integral, de acuerdo a los instrumentos internacionales y a la Constitución.  
 
Esto se reconoce expresamente en el artículo 1 del Código de la Niñez y Adolescencia, 
identifica que la finalidad de la ley: “Este Código dispone sobre la protección integral que el 
Estado, la sociedad y la familia deben garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que viven 
en el Ecuador, con el fin de lograr su desarrollo integral y el disfrute pleno de sus derechos, en un 
marco de libertad, dignidad y equidad.  
 
Para este efecto, regula el goce y ejercicio de los derechos, deberes y responsabilidades de 
los niños, niñas y adolescentes y los medios para hacerlos efectivos, garantizarlos y protegerlos, 
conforme al principio del interés superior de la niñez y adolescencia y a la doctrina de protección 
integral”.  
 
Algunos de los elementos que caracterizan a una legislación basada en la doctrina de 
protección integral son: “la consideración jurídica de los niños, niñas y adolescentes como sujetos 
plenos de derechos, por tanto se busca garantizar el pleno desarrollo de todos los niños y 
adolescentes, enfatizando su condición de ser humano en pleno desarrollo, sin dirigirse 
exclusivamente a aquellos niños y adolescentes que tienen carencias o cuyos derechos han sido 
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violados. Por esto la ley no se organiza en función de situaciones de violación a derechos, sino a 
raíz del reconocimiento de los derechos del conjunto de la niñez y adolescencia. La excepción a 
esto es el tratamiento diferenciado del trabajo infantil; y, del maltrato, explotación sexual, abuso, 
tráfico y pérdida de niños” (Ludwig Guendel, 2005: 20). 
 
Por el reconocimiento de su titularidad de derechos, también se reconoce la existencia de 
obligaciones compatibles con su edad y desarrollo, así como se reconoce la existencia de 
responsabilidad penal juvenil, con un tratamiento diferenciado al de los adultos y rodeado de 
garantías. Sobre la base de la declaración de los derechos el conjunto de la legislación se organiza 
alrededor de la determinación de estrategias y medios para lograr el respeto y la efectivización de 
los derechos individuales y colectivos o difusos de los niños, niñas y adolescentes, así como 
protegerlos en caso de que se encuentren en una situación de amenaza o violación a sus derechos, 
sea por acción u omisión del Estado, la sociedad, los particulares y sus padres o responsables, para 
esto se establece y organiza un sistema de protección integral para garantizar y proteger los 
derechos, estableciendo políticas, instituciones, programas, medidas, sanciones, recursos y 
procedimientos. 
 
b. Como ley garantista: El Código de la Niñez y Adolescencia no deja duda alguna sobre 
la “justiciabilidad”*1directa de todas las clases de derechos declarados, inclusive de los 
económicos, sociales y culturales, pero también deja claro que no es posible que la totalidad de las 
normas sean efectivas a partir de la vigencia formal de la ley. Esto es importante recordar, y 
abandonar, la falacia “normativista” por la cual se confunde la realidad con el derecho, en sus dos 
vertientes: el derecho debe representar a la realidad y, el derecho transforma la realidad.  
 
Es claro que uno de los objetivos más importantes de la ley es cambiar una realidad 
marcada por el abuso, desconocimiento y exclusión de la infancia y adolescencia. Obviamente esto 
no quiere decir que no se reconozca que la misma tiene base en la realidad, que se nutre de ella y 
que esta es su mayor fundamento, pero el derecho no puede reflejar la realidad, sino busca 
transformarla a partir de los derechos. La segunda afirmación, la aprobación de la ley cambia la 
realidad, se enfrenta a un hecho concreto, el Código contiene normas de aplicación inmediata, pero 
otras regulaciones requieren de medidas adicionales, como desarrollos normativos secundarios, 
asignación de recursos, reformas institucionales, provisión de fondos, entrenamiento y 
                                                 
*
 La justiciabilidad en el marco de este trabajo se entiende como la facultad que tienen los jueces (o las juntas 
cantonales de protección de derechos) de declarar la violación (o amenaza de violación) de un derecho 
específico, tomar la medida (o medidas) de protección que se requieran, sancionar al responsable por la 
acción (u omisión) de sus obligaciones y ordenar la restitución y reparación del derecho violado   
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Para esto la ley establece una serie de condiciones institucionales, administrativas y 
económicas para que las normas declaradas se concreten en la realidad, en resumen la ley tiene un 
conjunto de garantías destinadas a reducir la distancia que existe entre lo declarado (deber ser) y la 
realidad (el ser), por esto recogemos la definición de “garantías” de Ferrajoli: “Técnicas previstas 
por el ordenamiento para reducir la distancia estructural entre normatividad y efectividad, y, por 
tanto, para posibilitar la máxima eficacia de los derechos fundamentales” (Ferrajoli, citado por Farith 
Simón, 2005: 15). 
 
En consecuencia, los artículos del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia que 
protegen el derecho de las niñas, niños y adolescentes del Ecuador en materia de alimentos, son los 
siguientes. 
 
El artículo 20, que habla sobre el Derecho a la vida, consagra que niños, niñas y 
adolescentes deben tener asegurada su supervivencia y desarrollo. 
 
El artículo 26, sobre el Derecho a una vida digna de los niños, niñas y adolescentes 
menciona la necesidad de los recursos económicos necesarios para asegurar este derecho. 
 
Dentro de la Ley reformatoria al Título V, Libro Segundo del Código Orgánico de Niñez y 
Adolescencia (Registro Oficial No. 643 del 28 de julio del 2009) encontramos los siguientes 
artículos, en los cuales se enmarca la obligación al derecho de alimentos. 
 
El artículo 2, del derecho de alimentos, menciona el deber existente por la connatural 
relación parento-filial a la supervivencia y una vida digna de las niñas, niños y adolescentes, para lo 
cual se necesita de recursos económicos. Se busca cubrir necesidades como una alimentación 
nutritiva, salud integral, educación, cuidado, vestuario adecuado, vivienda, transporte, cultura, 
recreación y deporte; y, rehabilitación si fuese necesario. 
 
El artículo 4, menciona a los titulares del derecho de alimentos, donde se encuentran las 
niñas, niños y adolescentes, y las personas con discapacidades conforme al certificado otorgado por 
el Consejo Nacional de Discapacidades CONADIS, o por una institución de salud, entre otras/os. 
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En el artículo 5, sobre los obligados a la prestación de alimentos, se menciona a los padres 
como los principales obligados de alimentar. Y en el caso de encontrarse impedidos, caerá la 
responsabilidad en las siguientes personas, en su orden: los abuelos/as; los hermanos/as que hayan 
cumplido 21 años y los tíos/ tías. En caso de haber migrado al exterior, los jueces deberán disponer 
de todas las medidas necesarias para hacer efectivo el cobro de la pensión de alimentos. 
 
En el artículo 15, innumerado 15, sobre los parámetros para la elaboración de la Tabla de 
Pensiones Alimenticias Mínimas, el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, definirá la 
Tabla de Pensiones Alimenticias Mínimas. Está fue registrada oficialmente el 7 de octubre del 
2009, de acuerdo a una serie de parámetros, sobre necesidades básicas, ingresos y recursos de los 
alimentantes, gasto familiar e inflación. Asimismo, se establece que bajo ninguna circunstancia 
podrá fijarse una pensión menor a la determinad en dicha Tabla, pero sí una mayor dependiendo de 
las pruebas presentadas. Se establece la fecha de pagos, y la disposición que obliga a algunos 
familiares a asumir el pago. 
 
En el artículo 16, innumerado 16, se menciona el derecho de las niñas, niños y adolescentes 
a recibir subsidios y otros beneficios legales, aparte de la prestación por alimentos. Los 
fundamentos de derecho, expuestos anteriormente, van desde la Constitución del Ecuador, el 
Código de Niñez y Adolescencia y la Ley reformatoria al Título V, Libro Segundo del Código 
Orgánico de Niñez y Adolescencia, los cuales buscan proteger los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes con relación al derecho a la pensión de alimentos. Queda clara la responsabilidad 
primera del Estado en estos temas y, por tanto, en su deber de asegurar el bien superior del niño. 
 
2.3 Principios de realización de la justicia  
 
El anterior Código de Menores, no cumplía con los principios y garantías, reconocidos por 
la doctrina y legislaciones modernas. La excesiva cantidad de procedimientos, la lentitud en el 
trámite del proceso, en todas las instancias, etapas y diligencias, eran rigurosamente rituales y 
formales. Lo que sirvió para motivar el debate, no sólo desde la dogmática jurídica, sino también 
para discutir académicamente si la sustanciación y trámite del juicio de alimentos, recoge, 
materializa y concretiza los preceptos constitucionales, doctrinarios, jurisprudenciales y la 
legislación comparada, relativos al sistema de justicia procesal y la organización judicial. 
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Así la Constitución zanja la discusión y opta por reconocer la existencia del sistema 
procesal como un medio para la realización de la justicia. Al efecto en el artículo 169 advierte que: 
“El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficiencia, inmediación, celeridad…”, 
de la misma forma el artículo 75 instituye que: “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la 
justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los 
principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento 
de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley”.  
 
En el mismo sentido el Código Orgánico de la Función Judicial, dispone en su artículo 18 
que: “El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, oralidad, 
dispositivo, celeridad”, y en su artículo 20 señala que: “La administración de justicia será rápida y 
oportuna, tanto en la tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido”.  
 
Conforme a lo mencionado anteriormente, nos podremos dar cuenta que la necesidad de 
agilizar los procesos no es una actividad facultativa, sino más bien, se trata de una imperiosa 
necesidad no sólo de las personas que intervienen dentro del proceso, sino de la población en 
general, quienes muchas veces confían en la justicia, pero se decepcionan rápidamente por su 
lentitud al momento de ser administrada.  
 
El procedimiento especializado para la fijación y cobro de pensiones alimenticias, igual 
que todos los demás procedimientos, se guía por los principios generales del Derecho que 
establecen aspectos en virtud de los cuales, se deberá desarrollar la actividad procesal desde el 
principio hasta su conclusión y que no deberán ser transgredidos en ningún momento. Por tanto, las 
partes se someten a dichos postulados los cuales constituyen una garantía de carácter 
constitucional. 
 
2.4 Del juicio de alimentos 
 
Una de las situaciones más apremiantes de una persona es su alimentación, cualquier 
persona mayor de 21 años o El cónyuge que considere necesario reclamar este derecho, debe 
hacerlo en la forma que determina el Código de Procedimiento Civil, en los artículos 724 al 730. 
Cuando se trata de un niño, adolescente o menor de 21 años, la reclamación debe hacerse de 
acuerdo al Código de la Niñez y Adolescencia. 
38 
 
Según el Diccionario de Derecho Usual, de Guillermo Cabanellas, dice que alimentos son: 
“Las asistencias que por ley, contrato o testamento se dan a algunas personas para su mantención y 
subsistencia: esto es, para comida, bebida, vestido, habitación y recuperación de la salud, además 
de la educación e instrucción cuando el alimentista es menor de edad. Los alimentos se clasifican 
en legales, voluntarios y judiciales” (Cabanellas, citado por Carrión Paul, 2011: 78).  
 
El tratadista Borda dice que son: “Los recursos indispensables para la subsistencia de una 
persona, teniendo en cuenta no sólo sus necesidades, sino también los medios tendentes a permitir 
una existencia decorosa” (Borda Guillermo, 2008: 343). 
 
Nuestro Código Civil, no da una explicación de lo que debe comprender la obligación 
alimenticia; pero en su artículo 351 al tratarse de división de alimentos dice que los congruos: “son 
los que habilitan al alimentado para subsistir modestamente, de un modo correspondiente a su 
posición social”. Igualmente dice que “necesarios, los que le dan lo que basta para sustentar la 
vida”.  
 
En el artículo 349 del referido cuerpo de leyes, se especifica a quienes se deben alimentos. 
Por mandato del artículo 724 del Código de Procedimiento Civil, el juez concederá el término de 
cuatro días, para que se acrediten dos situaciones: el derecho del demandante y la cuantía de los 
bienes del demandado. En los juzgados civiles únicamente se conocían de demandas de alimentos 
de hijos reconocidos, puesto que la única prueba válida para justificar el derecho del demandante es 
la partida de nacimiento. 
 
Actualmente se encuentra vigente el Código de la Niñez y Adolescencia, por lo que el 
juez/a que ejerce competencia privativa para conocer los juicios de alimentos de niños, niñas, 
adolescentes y adultos hasta la edad de veintiún años es el de la niñez y de la adolescencia, por 
mandato del citado cuerpo de leyes.  
 
Cuando demanda alimentos la mujer al cónyuge, además debe justificar que se encuentra 
abandonada de él o separada con justa causa. El alimentante en su descargo debe justificar las otras 
obligaciones alimenticias o su real situación económica; ya que el artículo 357 del Código Civil 
dispone: “En la tasación de los alimentos, se deberán tomar siempre en consideración las facultades 
del deudor y sus circunstancias domésticas”.  
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Concluida la etapa probatoria el juez o jueza tiene la obligación de fijar la pensión 
provisional y de la resolución que se dicte solamente procede el recurso de apelación, el cual se lo 
concederá en el efecto devolutivo.  
 
La pensión provisional puede revocarse en cualquier estado de la causa; en igual forma el 
juez/a puede rebajar o aumentar la pensión si para ello hubiese fundamento razonable (Artículo 726 
del Código de Procedimiento Civil). En los juicios de alimentos legales, si la parte actora fuere la 
madre de un menor de edad o demente que se halle bajo su cuidado, podrá comparecer en juicio 
por sí misma (Artículo 728 del Código de Procedimiento Civil).  
 
Actualmente el Código Orgánico de la Niñez y de la Adolescencia establece reglas 
diferentes, y debe prevalecer ésta, cuando se trate de niños, niñas, adolescentes y adultos hasta 
veintiún años. Además, existe la prohibición legal para que la actora no demande en un mismo 
juicio, alimentos para sí y para su hijo. 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Suplemento del Registro 
Oficial 544 del 9 de Marzo de 2009, en sus artículos 233 y 234, en primera instancia, establece  la 
competencia en  todo lo relativo a derechos de  niños, niñas y adolescentes, en los jueces y  juezas 
de familia, mujer, niñez y adolescencia, y a su vez el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
refiere que la competencia en segunda instancia se  radicara en la sala de lo Laboral, Niñez y 
Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia, sin dejar de considerar que actualmente se está 
creando una sala especializada en Niñez y Adolescencia. 
 
 En lo que respecta al apremio personal, se debe estar a las normas que establece el artículo 
innumerado 22 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, ya que la anterior disposición del 
Código de la Niñez y Adolescencia fue declarada por el Presidente de la Corte Superior de Justicia 
de Quito, inaplicable principalmente en el inciso último del artículo 141 por cuanto se manifestó 
que era poner al alimentante moroso, en prisión de manera indefinida, pero el Tribunal 
Constitucional, mediante Resolución del 2004 declaro inconstitucional únicamente la frase “más 
los gastos de diligencia del apremio y el allanamiento, en su caso”, por considerar que eso no debe 
cobrarse por apremio personal. 
 
Las pensiones atrasadas se cobran en base a la liquidación practicada por los asistentes 
administrativos de las pagadurías asignadas a los juzgados de la Niñez y Adolescencia, con la cual 
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procede la fase de ejecución por apremio personal conforme lo señala el artículo innumerado 22 de 
la Ley Reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia. 
 
2.5 Innovaciones del código de la niñez y la adolescencia 
 
Asistiendo a las tendencias claramente marcadas por la evolución propia del derecho y la 
necesidad de oralidad para la efectivizarían de la inmediación procesal y de la celeridad en los 
mismos, el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, desde la fecha de su promulgación  trajo 
novedades en cuanto al manejo de los procesos. Así, incluyó dentro del procedimiento para los 
juicios las audiencias, tanto para la contestación de la demanda como para la presentación y 
solicitud de las pruebas de las cuales se crean asistidas las partes. Lo aquí mencionado involucra 
una interrelación directa entre las partes, el proceso y el juez, se busca agilidad en los procesos y 
una prestación de justicia más efectiva y en menor tiempo.  
 
Con la expedición del Código de Menores de 1938, se buscó proteger de mejor forma los 
derechos inherentes a éstos, pero la competencia sobre la filiación y el derecho de alimentos seguía 
siendo del ámbito civil, y no fue sino hasta la expedición del siguiente Código de Menores de 1992, 
en el que al Tribunal de Menores se atribuía competencias que fueron del juez civil, para poder 
tramitar las solicitudes de alimentos a la vez que consagraba otros derechos fundamentales de los 
menores como la libertad, la dignidad, la educación, la cultura, y el derecho a la identidad, por lo 
cual su ámbito de protección era el más avanzado, hasta la aparición del Código de la Niñez y la 
Adolescencia en el Registro Oficial 737 del 3 de enero del 2003, en el que el ámbito de protección 
era mucho más avanzado ya que garantizaba la “protección integral” que el Estado debía 
proporcionar a los niños, niñas y adolescentes, así como, velar por el cumplimiento de los derechos 
consagrados en la Constitución Política. (Farith Simón, 2005: 2 y s).  
 
Haciendo prevalecer el principio del interés superior del niño, niña y adolescentes sobre el 
de cualquier otra persona, se buscó agilitar los procedimientos tendientes a sustanciar los procesos, 
implementando el proceso contencioso general para hacer expeditos los procesos por la urgencia de 
la tutela a través de la sustanciación del mismo en audiencias, propiciando el sistema de la oralidad.  
 
Evidentemente el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia  mejoró en mucho la 
situación de los niños, niñas y adolescentes frente a los derechos que les otorgaba el Código Civil, 
y el Código de Menores, aparte de no establecer diferencias entre los hijos, ya que se considera que 
tienen los mismos derechos, concibe el principio del interés superior del niño, no denigra a los 
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niños de ninguna forma durante la sustanciación del proceso; en fin protege de forma directa e 
integral una materia determinada y no simplemente la abarca de forma supletoria como sucedía 
anteriormente. 
  
Sin lugar a dudas, uno de los mayores aportes de la Ley Reformatoria al Título V Libro 
Segundo del Código de la Niñez y Adolescencia, publicada en el Registro Oficial No. 643 del 28 
de julio de 2009, fue el desarrollar normativamente un procedimiento más ágil y oportuno, pasando 
del contencioso general, al procedimiento especial:  
 
El procedimiento contencioso general se iniciaba con la demanda, calificación de la misma, 
citación, audiencia de conciliación y contestación a la demanda, resolución provisional sobre la 
pretensión del actor, audiencia de prueba, adelanto de prueba, diferimiento de la audiencia de 
prueba, receso de la audiencia de prueba, auto resolutorio definitivo, impugnación de la resolución 
(recurso de apelación, de casación de hecho, de nulidad). Según el artículo 283 del Código de la 
Niñez y Adolescencia, “En lodo lo no previsto en esta sección, se aplicarán las disposiciones del 
Código de Procedimiento Civil y Ley de Casación” (Albán Fernando, 2003: 81). 
  
Con la Ley Reformatoria al Título V Libro II al Código de la Niñez y Adolescencia, el 
procedimiento especial del juicio de alimentos se concreta en etapas esenciales, así se califica la 
demanda y en el mismo auto se fija la pensión provisional, se convoca solamente a la audiencia 
única, y exclusivamente cabe la apelación  para el auto resolutorio definitivo que es emitido en la 
misma audiencia, evitando así la demora en la fijación y consecución de una pensión, favoreciendo 
a los intereses del alimentario. (Ojeda Cristóbal, 2013: 63). 
 
2.6 Procedimiento especial: para fijación y cobro de pensiones alimenticias 
 
En el caso que nos ocupa respecto de las demandas que se planteen ante el juez de la niñez 
y adolescencia, el trámite se halla previsto y establecido en el Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia en su artículo innumerado 34 que se refiere al trámite o procedimiento especial; y, 
cuando se la presenta ante uno de los jueces de lo civil, deberá señalarse el trámite contemplado en 
el artículo 724 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, pero debiendo indicar que en el 
juzgado de la niñez y adolescencia o juzgados de lo civil podrán aplicar las dos leyes 
simultáneamente, si lo requieren durante el trámite, tomando en consideración el interés superior 
del niño, niña y adolescente, que tanto el uno como el otro se coadyuvan a mejorar la situación de 
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niños, niñas y adolescentes, protegiendo el intereses superior de los mismos, sin que por ello se 
tenga que declararse la nulidad o cualquier incidente que puede afectar la validez del proceso.  
 
2.6.1 Legitimación procesal.- El artículo innumerado  6 de la Ley Reformatoria al 
Código de la Niñez y adolescencia señala que la legitimación procesal, la tienen aquellos que estén 
a cargo del cuidado del niño, niña y adolescente. Es indiscutible que la legitimación procesal la 
ejercen: 1) la madre o el padre bajo cuyo cuidado se encuentre el hijo o hija; y, a falta de ellos la 
persona que ejerza representación legal o quien esté a cargo de su cuidado;  2) los y las 
adolescentes mayores de 15 años y, 3) La Defensoría del Pueblo.  
 
2.6.2 La demanda.- El artículo innumerado 34 del Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia, ordena que cualquier demanda de prestación alimenticia que se presente a un juez de 
la Niñez y Adolescencia deberá reunir los mismos requisitos del artículo 67 del Código de 
Procedimiento Civil, por lo que analizado el formulario contiene los mismos requisitos, con única 
diferencia que actualmente se debe anunciar las pruebas en el mismo formulario. 
 
El artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, define a la demanda como “el acto en 
que el demandante deduce su acción o fórmula la solicitud o reclamación que ha de ser materia 





 Dos son las cualidades principales de una demanda: la claridad en primer lugar. Lo 
que se reclama en la demanda debe ser completo, diáfano, inteligible, que no preste doble 
interpretación. La claridad significa precisión. En segundo lugar la demanda debe ser completa, el 
artículo 67 del Código de Procedimiento Civil, enumera lo que ha de contener. 
 La demanda debe fundamentarse en la ley; ordinariamente ésta se refiere a los hechos 
humanos que se infiere haberse producido para que nazca el derecho. Esto es lo que se llama los 
fundamentos de hecho. Necesariamente se debe narrar los fundamentos de hecho y de derecho en 
los que se basa la demanda en forma precisa, clara, concordante. 
 Quien plantea una demanda debe ser capaz ante la ley, es decir que la persona puede 






El artículo 67 del Código de Procedimiento Civil señala: “La demanda debe ser clara y 
contendrá: 
1. La designación del juez ante quien se la propone; 
2. Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres 
completos del demandado; 
3. Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión; 
4. La cosa, cantidad o hecho que se exige; 
5. La determinación de la cuantía; 
6. La especificación del trámite que debe darse a la causa; 
7. La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde debe 
notificarse al actor; y, 
8. Los demás requisitos que la Ley exija para cada caso. Ejemplo Arts. 674, 695, 807, 
813, 419, 890, 786 del Código de Procedimiento Civil”. 
 
En efecto, el artículo innumerado 34 de la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la 
Niñez determina los requisitos a saber: “La demanda se presentará por escrito, en el domicilio del 
titular del derecho y en el formulario que para el efecto elabore el Consejo de la Judicatura, el cual 
estará disponible en su página Web. El formulario deberá cumplir con los requisitos establecidos en 
el Código de Procedimiento Civil y esta ley y además contendrá una casilla en la que el/la 
reclamante individualice los datos de las personas que son obligados subsidiarios de la prestación 
de alimentos según lo determina el artículo 5 innumerado de esta ley; para notificaciones se 
señalará casillero judicial y/o la dirección de correo electrónico para las notificaciones que le 
correspondan al actor. 
 
El juez/a que estuviere en conocimiento de la demanda mantendrá su competencia en caso 
de que el titular del derecho cumpliere la mayoría de edad. En el formulario que contiene la 
demanda, se hará el anuncio de pruebas que justifiquen la relación de filiación y parentesco del 
reclamante así como la condición económica del alimentante y en caso de contar con ellas se las 
adjuntará. De requerir orden judicial para la obtención de pruebas, deberá solicitárselas en el 
formulario de demanda.  
 
El/ la demandado/a podrá realizar anuncio de pruebas hasta 48 horas antes de la fecha 
fijada para la audiencia única”. 
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2.6.3 Documentos que se acompaña.- A la demanda se debe acompañar según el 
artículo 68 del Código de Procedimiento Civil lo siguiente: (Díaz Marianita, 2013: 9): 
 
1. El poder para intervenir en el juicio por medio de apoderado. Propiamente se trata de 
una procuración judicial. Artículo 38 del Código de Procedimiento Civil. Si un mandatario debe 
salir a juicio en cumplimiento del encargo, lo hará como es obvio con la intervención de un 
abogado. Este puede ser procurador judicial del mandatario. No es procedente establecer mandato 
con un particular para la defensa de un juicio. 
 
2. La prueba de la representación del actor, si se trata de persona incapaz. Tal es el caso 
de los menores de edad, del representante de una sociedad o empresa, etcétera. Si se trata de padre 
o madre que tiene la patria potestad, la prueba justificativa es el certificado de nacimiento del 
menor y el certificado de defunción del padre. Si se trata de curador se adjuntará copia de la 
escritura que protocoliza el discernimiento. Si se trata de representación de una sociedad se 
adjuntará el nombramiento y copia del estatuto, en la parte pertinente a que el gerente o presidente 
ejerce la representación legal.; y, 
 
3. Los documentos y las pruebas de carácter preparatorio y que se pretenda hacerlas valer 
en el juicio que se está proponiendo. 
 
Un hecho novedoso que establecen los formularios dictados por el Consejo Nacional de la 
Judicatura, es que en la misma demanda se deben anunciar las pruebas que se presentarán dentro de 
la audiencia única, de ser posible de deben acompañar a la misma demanda, solamente para 
reproducir en el momento procesal oportuno (audiencia), hecho que considero de gran importancia 
por cuanto permite al juzgador y a las partes procesales conocer la capacidad económica del 
alimentante como de las necesidades del menor, creando además el derecho de contradicción que 
puede ser desvirtuada o confirmada.  
 
2.6.4 Calificación y citación del demandado.- Los artículos 69 y 1013 del Código 
de Procedimiento Civil se refieren a este punto. Este último artículo señala: “En todo caso de 
jurisdicción voluntaria, e incluso en los actos preparatorios, presentada la demanda o solicitud 
inicial, el juez examinará y declarará si ésta reúne o no los requisitos legales para calificarla de 
clara, precisa y completa”. 
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Si la demanda no reúne los requisitos que se precisa, según el artículo 67 del Código de 
Procedimiento Civil el juez ordenará que el actor la complete o aclare en el término de tres días, y 
si no lo hiciere se abstendrá de tramitarla mediante providencia de la cual podrá apelar únicamente 
el actor. La resolución de segunda instancia causa ejecutoria. Artículo 69 del Código de 
Procedimiento Civil.  
 
El juez cuando se abstenga de tramitar ordenará devolver los documentos acompañados a 
la demanda, sin necesidad de dejar copia. El superior, termina la disposición del artículo, impondrá 
la multa de diez a cincuenta dólares al juez que incumpliere la obligación que dispone dicha 
disposición.  
 
Calificada la demanda, el juez/a de la niñez y adolescencia aplicará las reglas contenidas a 
partir del artículo 77 del Código de Procedimiento Civil; esto es, se le citará personalmente al 
demandado entregándole copia de la demanda y providencia recaída en ella; si no se encontrare la 
persona que debe ser citada se lo citará mediante tres boletas dejadas en la correspondiente 
habitación y en tres días distintos; si se desconociere la individualidad o domicilio del demandado 
se lo citará a través de la prensa aplicando el artículo 86 del Código de Procedimiento Civil. (VER 
ANEXO 4) 
 
Lo anotado tiene como finalidad impedir una posible “vulneración del derecho a la defensa 
y a la seguridad jurídica”,2* ya que sería inadmisible que transcurran meses y años hasta que se 
produzca la citación y la evacuación de audiencia única, con lo cual el obligado/a tendría que pagar 
las pensiones acumuladas, lo que podría provocar su apremio personal, pues el articulo innumerado 
8 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia ordena pagar la pensión de alimentos desde la 
presentación de la demanda, hecho que se ha vuelto común debido a que no existe un plazo para 
realizar la diligencia procesal de citación, pues con las reformas a la Norma legal referida, no se da 
la importancia que tiene la citación para continuar con la tramitación del proceso sin vulnerar el 
derecho a la defensa del obligado a prestar alimentos. (VER ANEXO 5) 
 
Según el artículo 73 del Código de Procedimiento Civil, “La citación es el acto por el cual 
se hace saber al demandado el contenido de la demanda o del acto preparatorio y las providencias 
recaídas en esos escritos”. 
 
                                                 
* 
Acuerdo Nacional de Buenas Prácticas para la Aplicación de la Ley Reformatoria al Título V, Libro 
Segundo, “Del Derecho a Alimentos”, Del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia pp. 2 
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A decir de  Goldstein la citación: “constituye el mandato del juez, ya sea de oficio o 
instancia de parte, en virtud del cual se ordena la comparecencia del demandado, un testigo o 
tercero, con el objeto de realizar una diligencia procesal” (Goldstein Mabel, 2009: 133). 
 
Entre los romanos, según Escriche, “se le denominaba in jus vocatio. Es de absoluta 
necesidad en el juicio, como que sin ella sería nulo el proceso, pues a nadie puede condenarse sin 
citarle para que alegue sus descargos y defensas. Entre los romanos se hacía la citación por el 
mismo actor o demandante, que encontrando a su adversario le decía: sígueme al tribunal”; pero 
entre nosotros no puede hacerse sino por el funcionario de la sala de citaciones, y el teniente 
político cuando el demandado se halle en una zona rural, previo mandamiento del juez, sin cuyo 
requisito es nula la citación, y el que la hiciere incurre en la pena de pagar las costas y perjuicios 
que se ocasionaran al citado (Escriche, citado por Pastrana Dora, 2013: 21). 
 
En efecto la citación judicial representa un acto de comunicación, en virtud del cual se 
pone en conocimiento del demandado o de un tercero la existencia de una acción en su contra, esta 
se la realiza según Código de Procedimiento Civil de las siguientes maneras (Proaño Marco, 2009: 
19 y 20):  
 
a. Citación por boleta.- El Código de Procedimiento Civil en su artículo 77 establece: “Si 
no se encontrare a la persona que debe ser citada, se la citará por boleta dejada en la  
correspondiente habitación, a cualquier individuo de su familia o servidumbre. La boleta expresará 
el contenido del pedimento, la orden o proveído del juez, y la fecha en que se hace la citación; y si 
no a quien entregarla, se la fijará en las puertas de la referida habitación, y el actuario o el citador, 
sentará la correspondiente razón de la diligencia.  
 
La persona que reciba la boleta suscribirá la diligencia, y si ella, por cualquier motivo, no 
lo hiciere, el funcionario respectivo, sentará la razón del caso y la suscribirá.  
 
La citación a un comerciante o al representante de una compañía de comercio, podrá 
también hacerse en el respectivo establecimiento de comercio en horas hábiles y siempre que 
estuviere abierto.  
 
Si no se encontrare a la persona que deba ser citada, se lo hará por boleta que se entregará a 
cualquiera de sus auxiliares o dependientes. Se extiende a este caso la obligación prescrita al 
actuario o citador en el artículo 76.  
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El actuario o el citador tendrá la obligación de cerciorarse de la verdad de que se trata la 
respectiva habitación o establecimiento de comercio para hacer allí la citación en forma legal”.  
 
El artículo 93 del Código de Procedimiento Civil señala: “En todo juicio, la citación se hará 
en la persona del demandado o de su procurador; mas si no se pudiere ser personal, según el 
artículo 77 se hará por tres boletas, en tres distintos días, salvo los casos de los arts. 82 y 86.  
 
El actuario o citador dejará la primera boleta en la habitación del que deba ser citado, 
cerciorándose de este particular. Si éste cambiare de habitación, o se ausentare, las otras dos boletas 
pueden dejarse en el mismo lugar en el cual se dejó la primera”.  
 
Esto es por boletas o en persona, ya veremos que también se puede citar por la prensa, 
conforme lo señala el artículo 82 que determina: “A personas cuya individualidad o residencia sea 
imposible determinar se citará por tres publicaciones que se harán, cada una de ellas en fecha 
distinta, en un periódico de amplio circulación del lugar; de no haberlo, se hará en un periódico de 
la capital de la provincia, así mismo de amplia circulación nacional, que el juez señale.  
 
La publicación contendrá un extracto de la demanda o solicitud pertinente, y de la 
provincia respectiva. La afirmación de que es imposible determinar la individualidad o residencia 
de quien deba ser citado lo hará el solicitante bajo juramento sin el cumplimiento de cuyo requisito, 
el juez no admitirá la solicitud.  
 
Cuando deba citarse a herederos, a los conocidos se citará personalmente o por boleta y a 
los desconocidos o cuya residencia fuere imposible determinar, en la forma prevista por los incisos 
precedentes.  
 
Los citados que no comparecieren veinte días después de la última publicación, podrán ser 
considerados o declarados rebeldes”.  
 
La apreciación de la validez de la citación con la demanda debe hacerse con criterio 
restrictivo, por su particular importancia para el desarrollo normal del proceso y por estar 
involucrada en ello la garantía de la defensa en juicio. El acto mediante el cual tiene lugar la 
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citación del demandado, motiva que la ley disponga que sea practicada en el domicilio y la rodea 
de formalidades específicas, conforme lo señalan los artículos citados. 
  
b. Citación en persona o por Boleta Única.- Con la ley Reformatoria al Código de la 
Niñez y Adolescencia se busca celeridad procesal dando mayor importancia a este tipo de citación, 
que consiste en entregar la boleta a la accionante, y que la misma proceda a realizar la diligencia 
procesal (citación) con ayuda de la Fuerza Pública, es aquí donde empieza el error jurídico 
contemplado en el cuerpo de leyes citado, pues la boleta no tiene un tiempo de vigencia, es decir 
perdura hasta que se concrete la diligencia, ya que no existe plazo alguno que implique la urgencia 
con que se debe hacer conocer al demandado de la acción propuesta, y como no puede ser de otra 
manera la parte actora se toma un tiempo excesivo para entregar la boleta, por tanto he aquí la 
vulneración del derecho a la defensa del obligado alimentario, y la razón de ser de la presente 
tesis.(VER ANEXO 6) 
 
c. Citación por la prensa.- Este tipo de citación se aplica cuando el domicilio o residencia 
del demandado es desconocido, esto es que exista ignorancia invencible sobre el verdadero 
domicilio del demandado.  
 
Tiene que probarse que se hicieron las diligencias para el efecto, porque se supone que el 
actor es el primer interesado en extremar las precauciones con el objeto de evitar la nulidad, de lo 
contrario sería fomentar eventuales actitudes de mala fe que colocan al demandado en una posición 
injusta, privado del derecho de defensa.  
 
El actor debe manifestar bajo juramento, que ha realizado sin éxito las gestiones tendientes 
a conocer el domicilio de la persona a quien se debe citar. De este modo la citación con la demanda 
le impone al demandado la carga de la defensa, esto es se somete a la jurisdicción del juez con 
deberes, cargas y facultades que la ley confiere y las sanciones consiguientes.  
  
 
Procede la citación por la prensa en los siguientes casos:  1) Cuando la demanda se dirige 
contra personas cuya individualidad se desconoce; 2) Cuando el actor no puede determinar el lugar 
de residencia del demandado; y, 3) Cuando debe citarse a herederos.  
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Así la citación por la prensa procede cuando es imposible determinar el domicilio o la 
residencia del demandado, lo cual supone que se han agotado los medios de establecerlo, señala el 
prontuario de Resolución de la Corte Suprema de Justicia No. 2  pp. 129.  
 
2.6.5 Audiencia única.- El innumerado 37 del Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia determina el modo claro de la forma evacuar esta diligencia e indica que será 
conducida personalmente por el juez/a (Vizcaíno, 2010: 60 y s): 
 
a. Comparecencia de las partes.- Está dada por la asistencia de las mismas al acto 
procesal, audiencia única, para el efecto deben haber sido notificada y citada respectivamente, 
ahora bien, la falta de comparecencia a la audiencia configura el hecho de que la resolución 
provisional se convierta en definitiva, y establece un juzgamiento en rebeldía. Por otro lado, 
debemos tener en cuenta que el mayor justificativo para no presentarse a una audiencia es la falta 
de citación o notificación con la respectiva boleta. El otro justificativo para la falta de 
comparecencia, en este caso de las dos partes, está dado cuando ha sido solicitada la suspensión de 
la misma, lo cual solo puede darse por el mutuo acuerdo de las partes y hasta por un término 
máximo de tres días, la suspensión debe solicitársela al juez en su debida oportunidad, hasta antes 
de la instalación del acto procesal. 
 
b. Exposición del juez respecto de la obligación de alimentos.- Dentro del procedimiento 
de una audiencia se establece una especie de información de las obligaciones de las partes. Esta 
modalidad debía ser incluida hace ya mucho tiempo, la obligación legal de la misma incumbe el 
hecho de que el juez debe informar a las partes sobre las normas que rigen las pensiones 
alimenticias, subsidios y beneficios, y en especial al demandado sobre aquella coacción legal de 
proveer alimentos y cubrir todas las necesidades que la ley abarca, así como, los alcances en caso 
de cumplimiento o incumplimiento. 
 
c. Contestación a la demanda por el accionado.- Luego de la presentación de las partes 
ante el juez y de la información inicial que este último les proporciona respecto a derechos y 
obligaciones, viene el momento de la intervención de las partes, que por motivos de agilidad y 
eficacia, sobre todo respeto de los derechos, se ha dispuesto que se inicie por parte del demandado, 
por cuánto éste, con la citación de la demanda, conoce ya de las pretensiones del accionante. En 
este orden, le compete al demandado responder por las pretensiones que están contenidas en el 
libelo inicial, sea cual fuere su naturaleza cuando no se pretende llegar a una conciliación, lo que se 
hace es negar las pretensiones de hecho y de derecho, la negación puede ser total o parcial. La 
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contestación a la demanda no implica la exposición de los motivos jurídicos para la misma, es una 
mera contestación, solo requiere el pronunciamiento ya sea afirmativo o negativo. 
 
d. Búsqueda de conciliación entre las partes.- Uno de los fines primordiales del sistema 
de justicia es propender a la conciliación, el buscar el resultado amigable entre las partes y sus 
pretensiones; no resulta de ninguna forma contradictorio ni mucho menos, habiendo las partes 
concurrido o puesto en marcha la acción judicial para buscar la defensa de sus derechos, una vez 
iniciada, se opte por la conciliación, buscando reducir el estancamiento procesal que el exceso de 
acciones produce y alivianando los costos procesales en los cuales se incurren con la tramitación 
propia de cada caso, considerando el desgaste de los recursos humanos, las relaciones sociales entre 
las partes y el tiempo que puede tomar la decisión judicial. 
 
e. Exposición de las pruebas.- La exposición de las pruebas, cuando no ha existido una 
conciliación por reconocimiento de pretensiones entre las partes, es el momento más importante de 
la audiencia única, ya sea que la efectúe el actor o el demandado, es el momento en el que se 
emplean los medios probatorios de los que la ley asiste a las partes.   
 
La parte actora y la parte demandada, en el mismo orden, presentarán los medios 
probatorios que hubieren sido oportunamente anunciados, comenzando con el examen de los 
testigos, que podrán ser interrogados por los defensores de ambas partes, y los informes de los 
técnicos, que deberán responder a las observaciones y solicitudes de aclaración o ampliación que se 
les formulen. Por secretaría del juzgado se dará lectura resumida de los documentos que agreguen 
las partes y de los oficios e informes que se han recibido. Los interrogatorios de los abogados 
defensores se harán directamente a los testigos, peritos y contraparte, sin necesidad de 
intermediación del juez, que sólo podrá objetar, de oficio o a petición de parte, las preguntas que 
considere inconstitucionales, ilegales, irrespetuosas o impertinentes respecto del enjuiciamiento. 
Previo al interrogatorio de los testigos, la contraparte y la ampliación o aclaración de los informes 
periciales se les deberá tomar el juramento de ley establecido en el Derecho Adjetivo Civil. 
 
Dentro de este tipo de pruebas, pueden considerarse, para el caso de la relación filial, los 
siguientes: documentos públicos o privados que tiendan a reconocer la relación padre-hijo, tales 
pueden ser declaraciones juramentadas, la partida de nacimiento, etcétera, declaraciones de 
testigos, que puedan dar fe de la relación existente entre ellos y del reconocimiento tácito que por el 
tratamiento y la manutención que a un hijo le haya venido prestando, solicitud y resultado del 
examen de ADN. Para la demostración de las necesidades del niño, niña y adolescente,  lo que se 
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busca comprobar son los gastos en los que se ha incurrido y que son necesarios para la mantención 
del niño, niña y adolescente, para ello son necesarios los comprobantes de pago o recibos, 
vestimenta, alimentación, alojamiento, educación, atención médica o exámenes especiales. Para el 
caso de demostración de necesidades especiales se deberá realizar las respectivas pruebas médicas 
que comprueben el estado especial del niño, niña y adolescente. Para la demostración de la 
capacidad económica del accionado, serán las determinantes para la fijación de pensión, van 
ligadas al monto de remuneración al cual tiene acceso el demandado, puede ser demostrada 
mediante los roles de pago, documentos que muestren su nivel de vida, propiedades, bienes 
muebles, etcétera. 
 
f. Alegatos.- Concluida la prueba, los defensores, comenzando por el del actor, podrán 
exponer sus alegatos sobre la prueba rendida. 
 
g. Resolución.- En la audiencia única el juez/a dictará el auto resolutorio que fija la 
pensión alimenticia definitiva, subsidios y beneficios y la forma de pagarlos, el pago de costas 
judiciales, honorarios del abogado/a y todos los gastos en los que el actor o actora incurriere por 
falta de cumplimiento de la obligación por parte del demandado.  Dentro del término de tres días a 
partir de la notificación del auto resolutorio, las partes podrán solicitar ampliación o aclaración la 
cual no podrá modificar el monto fijado. 
 
h. Recursos.- En virtud de lo que dispone la Constitución de la República del Ecuador en 
su artículo 76 numeral 7 literal m, en el tema de estudio, que es la prestación alimenticia para los 
niños, niñas y adolescentes, las partes pueden recurrir la resolución emitida por el Juez, destacando 
que en este tipo de juicios únicamente existe el recurso de apelación en efecto devolutivo, pues así 
lo establece el artículo innumerado 40 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, y por ende 
acatando dicha disposición los jueces una vez que el recurrente que no esté conforme con el auto 
resolutorio, presente dentro del término de tres días contados a partir de la notificación con la 
resolución, podrán concederlo previo a un análisis que determine que la apelación se haya 
presentado debidamente fundamentada sobre los puntos a los que contrae el recurso, caso contrario 
se la negará con la debida motivación jurídica conforme lo dispone el literal l del numeral 7 del 
artículo 76 de la Norma Suprema, aunque en la práctica los jueces conceden el recurso sin realizar 
observación alguna, para que el Superior lo resuelva y envían todo el expediente para que allí las 
partes hagan valer sus derechos. 
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2.7 Controversia jurídica y de procedimiento 
 
Ya en el Código de Menores, vigente en 1978, el texto del artículo 6 señalaba: “La 
obligación de proporcionar alimentos corresponde al padre y a la madre, en relación a la capacidad 
económica de cada uno de ellos...” y el segundo inciso completaba: “A falta o por impedimento de 
los padres, estarán obligados a suministrar alimentos al menor, en su orden, sus ascendientes, sus 
hermanos y sus tíos”. Incluso el nuevo Código de Menores, aparecido en el Registro Oficial No. 
995 del 7 de agosto de 1992, aún mantenía esta disposición en el segundo inciso, y estuvo en 
desuso porque todavía era imperceptible el fenómeno social de los emigrantes.  
 
La situación económica actual del país ha hecho que la mayor parte de los ciudadanos que 
deben pensiones se sientan afectados en su economía personal, sobretodo porque no se logra cubrir 
los gastos básicos, toda esta incidencia social lamentable ha vuelto a darle fuerza a esta norma legal 
reflejada nuevamente en el inciso segundo del artículo innumerado 5 de la Ley Reformatoria al 
Título V, Libro II del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, vigente desde el 28 de julio del 
2009: “En caso de ausencia, impedimento, insuficiencia de recursos o discapacidad de los 
obligados principales, debidamente comprobado por quien lo alega, la autoridad competente 
ordenará que la prestación de alimentos sea pagada o completada por uno o más de los siguientes 
obligados subsidiarios, en atención a su capacidad económica y siempre y cuando no se encuentren 
discapacitados, en su orden: 1) Los abuelos, abuelas; 2) Los hermanos, hermanas que hayan 
cumplido 21 años y no estén comprendidos en los casos1 de los numerales 2 y 3 del artículo 
anterior; y, los tíos o tías”. Frente a lo sucedido, la contra reforma, (Ojeda Cristóbal, 2013: 103), es 
que a los parientes señalados “en el articulado (abuelos, hermanos, tíos) podrán aportar, de manera 
proporcional, para cubrir la pensión alimenticia. Además que los responsables subsidiarios, no 
serán objeto de apremio personal; que incluso podrán solicitar una acción de repetición de lo 
pagado contra el padre y/o la madre. Pero lo que simplemente debe hacerse, es derogar la 
disposición del artículo innumerado 5 o en última instancia, la obligación económica sea 
compartida entre los familiares de ambas partes. Lo normal y lógico es que el peso de la carga del 
deber moral o responsabilidad legal debe llevarla quien engendró al hijo. 
  
2.8 Legislación comparada  
 
En Argentina, (Benavides Diego, 2006: 5); se reconocen que existen obligaciones para las 
personas desde el momento de la concepción así como lo regulan en su Código Civil, artículo 70. 
De esta manera dan el derecho a la alimentación a la madre, quien porta al niño en su seno materno 
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antes del nacimiento, este artículo determina: “Desde la concepción en el seno materno comienza la 
existencia de las personas; y antes de su nacimiento pueden adquirir algunos derechos, como si ya 
hubiesen nacido. Esos derechos quedan irrevocablemente adquiridos si los concebidos en el seno 
materno nacieren con vida, aunque fuere por instantes después de estar separados de su madre”. 
Cuando el padre reconoce al hijo que está por nacer, o cuando se declara la filiación extra-
matrimonial, la mujer tiene derecho a alimentos durante los sesenta días anteriores y sesenta días 
posteriores al parto. También tiene derecho a una indemnización por daño moral cuando la 
separación implica ruptura de promesa de matrimonio o cuando la mujer es menor de edad al 
momento de la concepción. Cuando una mujer queda embarazada y el padre no quiere asumir la 
obligación parental, la mujer puede interponer una demanda de alimentos. Ya que se ha probada la 
relación filial el juez ordena que el demandado pague una pensión a favor del alimentado. El 
artículo 641 del Código Procesal Civil argentino establece que la sentencia mandará abonar los 
alimentos desde la fecha de interposición de la demanda.  
 
En  Chile, ambos padres, en proporción a su capacidad económica están obligados a prestar 
alimentos a favor de sus hijos hasta que cumplan 21 años de edad, salvo que estén estudiando una 
profesión u oficio, allí llega hasta los 28 años. El trámite para obtener la pensión alimenticia tiene 
dos caminos: Extrajudicial, cuando se ha llegado a un acuerdo con la persona obligada. Para que 
surtan efectos jurídicos deben estar escritas y reconocidas las firmas por un notario. Luego este 
documento se lo presenta a un Juzgado de Familia para que lo apruebe y tenga la misma fuerza que 
una resolución judicial. Si el obligado no cumple con el pago, el interesado puede pedir el arresto. 
Judicial, si voluntariamente no se acuerda una pensión alimenticia, debe interponerse una demanda 
de pensión alimenticia que la conocerá el Juzgado de Familia del domicilio del niño. En el juicio 
deben probarse tres cosas: 1) El vínculo de parentesco con el demandado. Mediante certificado de 
nacimiento o partida de matrimonio. 2) Las necesidades del niño o niña. Con los comprobantes del 
gasto de alimentación, educación, recreación, vivienda, salud, vestuario, movilización. 3) La 
capacidad económica y patrimonial del demandado, mediante liquidaciones de sueldo, declaración 
del impuesto a la renta, boletas de honorarios, antecedentes de su patrimonio o declaración jurada. 








EL DERECHO A LA DEFENSA EN EL JUICIO DE ALIMENTOS 
 
El derecho de defensa está concebido como un derecho fundamental esencial para el 
debido proceso, que permite al justiciable hacer frente al sistema punitivo del Estado en una formal 
contradicción y con igualdad de armas. El derecho de defensa es un derecho público constitucional 
que asiste a toda persona física a quien se le puede atribuir la comisión de un hecho reprochable, 
mediante cuyo ejercicio se garantiza al justiciable la asistencia técnica de un abogado defensor y se 
le concede a ambos la capacidad de postulación necesaria para oponerse eficazmente a la 
pretensión punitiva y hacer valer dentro del proceso el derecho constitucional a la libertad del 
ciudadano. Evidentemente, la vigencia del derecho a la defensa asegura a las partes la posibilidad 
de sostener argumentalmente sus respectivas pretensiones y rebatir los fundamentos que la parte 
contraria haya podido formular en apoyo de las suyas. 
 
3.1 Justificación de los derechos y el cambio de paradigma de aplicación  
 
En la aplicación de los principios se debe tener en cuenta a diferencia de las normas 
jurídicas la concepción de mandatos de posibilidades fácticas en la aplicación judicial del derecho 
(Carrillo Yezid, 2009: 147). Es decir en la medida real de concreción, atendiendo a características de 
resultado y cumplimiento, teniendo condiciones de determinación, diversidad de grados y como ya 
se mencionó, posibilidades fácticas y jurídicas de operatividad. En este orden de ideas es 
trascendental en la visión de principios, el cambio del paradigma subsuntivo que el operador 
jurídico venía aplicando en el derecho, ya que la teoría del derecho moderna establece herramientas 
en el uso de la argumentación jurídica, y en el caso especial de los principios la ponderación. La 
decisión que se adopta cuando se tiene al frente la aplicabilidad o no de los principios, exige un 
examen en oposición a la fundamentación de  la justificación de los derechos como reglas.  
  
Por todas estas razones debemos ver los principios, como colisiones de valores asemejando 
los unos a los otros, y estando en la imposibilidad de establecer un orden jerárquico de valores, 
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estaríamos enfrentándonos a un dilema al no poder determinar un orden de principios, pues la 
constitución de manera expresa no nos dice que principio que lleve inmerso un derecho 
fundamental debe anteceder al otro, y la razón filosófica fundamental, es que el orden jurídico se 
construye como un sistema integrado de normas, reglas, valores, principios, directrices, 
precedentes. Y tratándose de derechos fundamentales no son excluyentes entre sí por si solos, sino, 
el caso o la aplicabilidad concreta es la que determinara cual o no debe prevalecer, y es por eso que 
justificamos la ponderación en la misión del Estado Constitucional (Carrillo Yezid, 2009: 147). 
 
3.1.1 Funciones de los derechos fundamentales.- “Inicialmente, los derechos 
fundamentales fueron concebidos como derechos de defensa, desde la segunda mitad del siglo XX, 
se ha considerado que los derechos fundamentales también otorgan al ciudadano (individuo) un 
derecho contra el Estado para obtener de éste protección contra las acciones de terceros o para 
exigir la instauración de un orden y procedimientos necesarios para su disfrute” (Alexy Robert, 
2007: 36). “A pesar de que en algunos sistemas jurídicos se ha llegado al consenso de que existe un 
derecho al mínimo existencial, subsiste una intensa controversia sobre si los derechos sociales 
pueden o no ser considerados fundamentales”. (Alexy Robert, 2007: 37). 
 
3.1.2 Papel de los derechos fundamentales en el sistema jurídico.- También es 
debatido el lugar de los derechos fundamentales en el sistema jurídico. Para algunos, el sistema 
jurídico no es más que una concreción de los derechos fundamentales; la tesis contraria, supone que 
los derechos fundamentales constituyen un conjunto de garantías limitadas y puntuales. Según 
Alexy, “los derechos fundamentales, son principios materiales que vinculan, por mandato expreso 
de la ley fundamental (alemana), a todos los poderes públicos y, por tanto, deben ser aplicados en 
todos los casos relevantes; pero, también tienen validez, en los Estados democráticos, principios 
formales, como el que versa sobre las competencias del legislador legitimado democráticamente y 
que restringen las competencias de control que tiene la jurisdicción. Si se tiene en cuenta estas dos 
clases de principios se puede evitar caer en lo que se denomina “Estado de la jurisdicción 
constitucional” que niega el principio democrático”. (Alexy Robert, 2007: 38). 
  
3.1.3 La colisión de principios.- En su teoría de los derechos fundamentales, Alexy 
plantea, que “las colisiones de principios deben ser solucionadas de manera totalmente distinta”. 
Ya que cuando dos principios entran en colisión, tal como ocurre cuando, según un principio, algo 
está prohibido, y según otro principio, lo mismo está permitido, uno de los dos principios tiene que 
ceder ante el otro, y este último no se aplicaría para el caso concreto, ocasionaría una incertidumbre 




A la hora de apreciar los principios, debemos tener en cuenta que una posible solución sería 
la precedencia de un principio sobre otro, en el caso de la sentencia de incapacidad procesal en la 
cual dos garantías están en controversia, porque la aplicación de una, sometería a la vulneración de 
la otra, delicada condición que se entraría a estudiar con la aplicación del mecanismo que trae 
consigo el juicio de ponderación, en este caso llamado ley de la ponderación.  
 
La precedencia de uno de los principios al otro, trae consigo un interrogante, ¿Cuál de los 
dos principios es el que prevalece?, en los casos concretos los principios tienen diferente peso y 
primaria el principio con mayor peso, esto va más allá de la dimensión de validez, lleva entonces a 
la dimensión del peso. En el caso en mención, el tribunal constata *
3
 que “…en tales casos existe 
una “relación de tensión” entre el deber del estado de garantizar una aplicación adecuada del 
Derecho Penal y el interés del acusado en la salvaguarda de los derechos constitucionalmente 
garantizados, a cuya protección el estado, está obligado por la ley fundamental…”4*. Esta relación 
de tensión no podría ser solucionada por una prioridad absoluta de uno de estos deberes del Estado. 
Es aquí donde entra la ponderación y su juicio, ya que el conflicto se solucionaría con la 
ponderación de los intereses contrapuestos, si se llegara a comprobar que la aplicación de la medida 
estatal tiene un peso menor, con relación al derecho fundamental que le asiste al acusado, por 
ponderación no se aplicaría tal medida, ya que se estaría violando el principio de proporcionalidad 
y con esto su derecho fundamental de protección a la vida y su integridad física, no se llevaría a 
cabo la audiencia oral. 
 
3.1.4 El juicio de ponderación en las cargas de la argumentación.- Hoy en día 
el problema de la ordenación jerárquica, plantea mucho más que la aplicación de la norma jurídica 
al caso concreto, nos lleva a enfrentarnos a una incertidumbre sistemática de principios y reglas, las 
cuales deben encontrar un punto de anclaje, para su correcta aplicación, llamada teoría del punto de 
anclaje, como la teoría que puede presentar la solución al problema de la fundamentación de las 
decisiones jurídicas, cuando un juez realice su proyecto de sentencia, realiza un proceso sistemático 
verificando que tipo de norma va a aplicar, el problema se presenta cuando una norma de carácter 
descriptivo se contrapone a otra, ocasionando así un enfrentamiento, o más conocido como 
conflicto de normas. (Alexy Robert, 2007: 41). 
 
                                                 
*
 El Tribunal Federal Constitucional de Alemania, referente al caso de incapacidad procesal, sobre la 
aplicación de la medida estatal, y el derecho a la vida, en ponderación la aplicación del derecho punitivo del 
Estado y un derecho fundamental 
*
 Ley fundamental del Estado alemán, sobre la cual se garantizan los derechos fundamentales, consagrados 
en dicha estatuto, para proteger intereses particulares y colectivos 
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En este orden de ideas, cuando esto se presenta se inicia una incertidumbre y la primera 
pregunta que se le viene al juzgador es cual norma debe aplicar, entonces es aquí donde entra 
nuestra teoría, presentada como un mecanismo para que de forma imparcial dirima ese conflicto. 
Lo primero que se debe tener en cuenta a la hora de solucionarlo es el ámbito de validez y 
aplicación de la disposición legal.  
 
En otro punto como lo plantea Alexy, se da una debilidad en los canales de interpretación, 
esto es impide la consideración de las reglas para la fundamentación de las normas jurídicas, en 
otras palabras como aislándolas del ordenamiento jurídico, solución que puede ser fatalista, si a la 
hora de mirar la norma que se saca del ordenamiento y esta a su vez se enfrentada contra su 
antítesis. 
 
3.1.5 Choque de la pretensión de aislamiento y su valoración por parte del 
juzgador.- El planteamiento originario deriva de la solución a ese choque que se está presentando 
entre una y otra norma, claro está que la decisión sobre que norma aplicar debe estar en manos del 
juzgador y no del legislador, hecho que no se puede consolidar porque la decisión del Juez se ve 
limitada a lo que se encuentra tipificado en la ley, y pese a que se puede aplicar la sana critica, esta 
no tiene respaldo jurídico como sucede en los juicios de alimentos, en los que el Juez, pese a estar 
consciente de la falencia legal que existe por establecerse que se debe prestar alimentos desde la 
presentación de la demanda y los problemas que se generan por esta disposición, no hace más que 
aplicar la ley bajo la premisa del interés superior del niño, con la cual se vulnera otro derecho como 
lo es el derecho a la defensa y por ende violentando al debido proceso, es decir si se considera que 
se está actuando contrario a la norma y con ello viola la carta política, la razón de ser, es que el 
juzgador goza de la facultad de buscar el camino que lleve a una justa y equilibrada decisión, 
entendiendo que no puede actuar con pasiones, sino con decisiones ajustadas a Derecho, valiéndose 
de la norma indicada, de la doctrina y de la jurisprudencia y al no poder irse en contra de estas, por 
estas consideraciones no queda más que plantear reformas a la ley para así darle bases al Juez afín 
de que este pueda respaldarse en normas jurídicas y evitar que vulnere un derecho por aplicar otro 
de igual jerarquía (normas constitucionales).  
 
Para Larenz citado por Alexy, “el reconocimiento a la aplicación de la ley no se agota, en 
la subsunción, si no que exige, una gran medida de valoración del juzgador”, con esto se deja muy 
claro, cuál debe ser el papel del Juez en una construcción acertada de la decisión a los conflictos 
jurídicos, que tiene su motivo, en el pensamiento de quien actué como operador de justicia siendo 
este imparcial, neutral y equilibrado, teniendo muy claro que de existir un impedimento debe 
manifestarlo antes de prejuzgar, evitando conflictos de intereses, conflictos de competencia y que 
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se produzcan decisiones que vayan en detrimento del equilibrio de la ley. Es por eso que la acción 
de tutela debe garantizar la libertad de los derechos fundamentales sin que exista la colisión de los 
principios (Larenz Karl citado por Alexy Robert, 2007: 24). 
 
3.1.6 El margen de acción estructural para la ponderación.- Los principios 
como mandatos de optimización presentados en la teoría de los derechos fundamentales de Alexy, 
han abierto el debate, de que si los principios se entienden dentro del marco de la constitución 
como puntos máximos de realización de los ideales fundamentales, Lerche al criticar señala, “los 
principios como mandatos de optimización, estarían ligados al punto más alto posible, de acuerdo 
con las circunstancias jurídicas y fácticas dadas, y de este modo estarían ligados in nuce a un punto 
ideal”. Esta idealización de los principios dejaría al legislador imposibilitado a la hora de 
interactuar dentro del marco estructural de la ponderación, estableciendo valoraciones en las cuales 
los principios no cumplirían con los fines determinados, propuestos en su margen de acción. 
 
Alexy, indica que “la tesis del punto máximo desemboca en la idea de que en el ámbito de 
los principios siempre existe una única respuesta correcta”, lo que origina la materialización de la 
constitución dentro del sistema jurídico, viendo esta de manera unitaria e integradora, no solo por 
los mismo principios, sino por las normas que engloban todo el aspecto legal de un determinado 
marco estructural. La crítica que enfrenta la teoría de los principios va encaminada a lo que 
significa o se le puede determinar su alcance en el concepto de optimización, se puede definir como 
el mandato que los principios guardan para que de conformidad con lo ordenado se realicen las 
medidas de acuerdo a las posibilidades fácticas y jurídicas, una de las tesis centrales expuestas en 
su teoría de los derechos fundamentales, presenta que la definición de optimización se desarrolla a 
través del principio de proporcionalidad y sus tres sub-principios, los de idoneidad, necesidad y 
sentido estricto (Alexy Robert, 2007: 523). 
 
Los sub-principios de idoneidad y de necesidad expresan la pretensión, contenida en el 
concepto de principio, el de idoneidad detecta los medios no idóneos para la realización del fin 
perseguido en la medida, o como lo señala Alexy, no como un punto máximo sino como un criterio 
negativo, así lo indica, “el sub-principio de idoneidad tiene más bien el estatus de un criterio 
negativo, mediante el cual se puede detectar que medios no son idóneos. Un criterio negativo de 
esta naturaleza no lo fija todo, sino que únicamente excluye algo: los medios no idóneos, por esta 
razón, es compatible con la idea de orden marco. Como elemento de un orden marco, su función 
consiste en excluir lo no idóneo, sin que de este modo llegue a fijarlo todo”. Lo que nos indica que 
en la realización del fin perseguido se deben excluir los medios que no son aptos para la realización 
efectiva de la medida estatal, ya que se puede ver afectada la valoración de la norma con carácter 
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ius fundamental al no indicar los parámetros de idoneidad de la disposición, y por otro lado el 
orden marco señala que su función de excluir lo no idóneo, sin que de este modo llegue a fijarlo 
todo, para no llevara así al punto máximo o al punto más alto posible atendiendo las posibilidades 
jurídicas y fácticas (Alexy Robert, 2007: 524). 
 
Y el principio de necesidad como sub-principio del principio de proporcionalidad exige que 
de dos medios igualmente idóneos, sea escogido el más benigno con el derecho fundamental 
afectado, Alexy corresponde al modelo y en especial al sub-principio aclarando, “en este sentido, el 
sub-principio de necesidad también es una expresión de la idea del óptimo de Pareto. A causa de la 
existencia de un medio más benigno e igualmente idóneo, puede mejorarse una posición sin que 
esto represente costes para la otra. Al igual que ocurre con el sub-principio de idoneidad, mediante 
este sub-principio se lleva una selección de medios. Al legislador no le esta categóricamente 
prescrito adoptar el medio más benigno. Únicamente se afirma que si el legislador quiere perseguir 
su fin, solo puede adoptar el medio más benigno, o un medio igualmente benigno o un medio un 
poco más benigno. No se trata de una optimización hacia un determinado punto máximo, sino 
simplemente de sacrificios innecesarios para los derechos fundamentales” (Alexy Robert, 2007: 526). 
 
Con esto se pretende que en el examen de necesidad no se arrojen resultados extremos o 
desproporcionados en las medidas para la adopción de los medios que busquen el fin, la 
optimización del punto máximo no se ve dado por esa necesidad, sino por la no realización en 
puntos extremos en los que la medida resulte gravemente por fuera de los limites, llegando así a un 
equilibrio para los derechos fundamentales. 
 
3.2 El debido proceso: nociones generales y alcances básicos 
 
Ruilova,  considera que el origen de la defensa de los derechos de la persona humana, 
especialmente el de la libertad, lo encontramos: 
 
En la Carta Magna de Juan sin Tierra del 15 de julio de 1215, cuya parte pertinente señala: 
“Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o privado de sus derechos o de sus bienes, 
ni puesto fuera de la ley ni desterrado o privado de su rango de cualquier otra forma, ni usaremos 
de la fuerza contra él ni enviaremos a otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia judicial de sus 
pares y con arreglo a la ley del reino”.  
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Es en el año de 1335, en el Capítulo 3 de 28 RW, donde se emplea por primera vez la 
expresión “Debido Proceso de Ley”, cuando se establece que: “Nadie, sea cual fuere su estado o 
condición será retirado de su tierra o residencia, ni llevado, ni desheredado, ni muerto, ante que se 
lo obligue a responder de acuerdo con el debido proceso de ley”.  
 
Luego que Inglaterra puso en vigencia el debido proceso, también lo implantaron en Suecia 
en el año 1350 en el Código de Magnus Erikson, donde se indicaba que el rey debe ser leal y justo 
con sus ciudadanos y que no se prive a nadie de su vida O de su integridad corporal, de sus bienes 
si no es conforme a derecho y por un proceso legal.  
 
En 1431 en la Constitución Neminem Captivabimus, del Rey Wladislav Jagiello de Polonia, 
también se indicaba que nadie podía castigar nunca a un noble de ninguna forma, cualquiera que 
sea el crimen o a falta que haya cometido, a no ser que haya sido primero justamente condenado 
por los tribunales de justicia y haya sido puesto en nuestras manos por los jueces de su propia 
provincia.  
 
En la Declaración de los Derechos del Hombre y de los Ciudadanos aprobado el 26 de 
agosto de 1789, como producto de la Revolución Francesa, se aplican principios que garantizan la 
libertad de los individuos y la aplicación de los procedimientos establecidos para que las personas 
sean sancionadas observando la ley, nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida 
y promulgada con anterioridad al delito y legalmente aplicada (Ruviola Franklin. Inobservancia del 
Debido Proceso: 190 y 191). 
 
En los Estados Unidos de América el debido proceso es un derecho constitucional, su 
fundamentación, caracterización y desarrollo ha sido tarea de la Suprema Corte, con su desarrollo 
jurisprudencial y doctrinario, lo que ha constituido una de las más prestigiosas bases del sistema 
jurídico Norteamericano. Su origen constitucional está en la enmienda quinta, de 1791, que 
prescribe en lo principal: “que ninguna persona será privada de la libertad o la propiedad sin el 
debido proceso ley” (Constitución EEUU, Enmienda V, 1791). 
 
Básicamente, en los albores de la humanidad y de la ciencia jurídica, el derecho de defensa 
quedaba retraído al campo penal sin que tuviera aplicación estrictamente real en el área civil. Lo 
que se demuestra con la magistral definición de Francisco Carrara, al expresar: “Es derecho de 
defensa acelerar en varios meses la liberación del inocente de la cárcel; es derecho de defensa 
procurarle una reparación solemne que perpetuamente lo purgue de injustas sospechas, y evitarle el 
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peligro de un proceso pendiente, que pueda ser instrumento de terribles molestias en manos de sus 
enemigos, y durante mucho tiempo motivo de perturbación de su sueño. Es derecho de defensa 
borrar para siempre su nombre de la lista de los malhechores sospechosos, mediante un juicio 
definitivo, y liberarlo de una vez por todas de los vejámenes de la policía y de los males de 
antecedentes judiciales con manchas” (Carrara Francesco, 1980: 338). 
 
En conclusión, corno antecedentes histórico del debido proceso podemos decir que es 
originario de Inglaterra; pasó luego a todas sus colonias v, finalmente, a los países que poseen el 
sistema jurídico romano-germánico, y en la actualidad constituye una de las garantías 
constitucionales de los sistemas normativos del mundo. 
 
3.2.1 La definición del debido proceso.- El proceso “es un medio para asegurar en la 
mayor medida posible, la solución justa de una controversia”, a lo cual contribuyen “el conjunto de 
actos de diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso 
legal”5*En este sentido, dichos actos “sirven para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el 
ejercicio de un derecho” y son “condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada 
defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial”.*6En buena 
cuenta, el debido proceso supone “el conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales”.*7 
 
Esta aproximación resulta pacífica en la doctrina, y más allá de los diversos énfasis 
teóricos, resulta claro que estamos frente a un derecho que es, a su vez, un prerrequisito 
indispensable para la protección de cualquier otro derecho. Constituye un verdadero límite a la 
regulación del poder estatal en una sociedad democrática,*
8
lo cual, en última instancia, apunta a 
dotar al debido proceso de un verdadero carácter democratizador. La relación con la protección 
judicial, cuyo acceso está consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana, no ha 
resultado sencilla en el marco de la jurisprudencia y tiene múltiples lecturas.  
 
Basta, por ahora, señalar que los Estados tienen la obligación de suministrar recursos 
judiciales adecuados y efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de los 
                                                 
*
 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987, párrafo 117 
*
 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987, párrafo 118 
*
 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987, párrafo 27 
*
 Corte IDH. Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala. Sentencia del 20 de junio de 2005, párrafo 78 
62 
derechos humanos, que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal consagradas en el artículo 8 de dicho tratado. 
 
3.2.2 Características básicas del debido proceso.- “La idea de debido proceso está 
constituida por un conjunto de parámetros o estándares básicos que deben ser cumplidos por todo 
proceso para asegurar que la discusión y la determinación de derechos que están en cuestión se 
haya realizado en un entorno de razonabilidad y justicia para las personas que intervienen en su 
desarrollo” (Duce Mauricio; Marín Felipe; Riego Cristian, 2010: 19 y s). 
 
a. El debido proceso es complejo.- En este escenario nos parece importante detenernos en 
algunas de las características básicas de esta noción que no son objeto de debate en la actualidad, 
para ser brevemente explicadas y comprender mejor la lógica de esta institución. Una primera 
característica central de la noción contemporánea del debido proceso es que está constituida por 
múltiples manifestaciones específicas. Es decir, que el debido proceso es una noción compleja 
desde el punto de vista de sus componentes. En este mismo sentido, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, al definir la idea de debido proceso, ha señalado que este está constituido por: 
“...el conjunto de condiciones que deben cumplirse para la adecuada defensa de aquellos cuyos 
derechos y obligaciones están bajo consideración judicial”.*9Es decir, la Corte también ha evitado 
una conceptualización o delimitación precisa de su contenido y lo ha entendido como un conjunto 
relativamente abierto de mínimos o condiciones que deben cumplirse y que son enumerados en el 
artículo 8 de la Convención. Algo similar ha dicho el Comité de Derechos Humanos del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su Comentario General No. 13 referido al artículo 
14 de aquella convención, cuando señala que se trata de una norma de “naturaleza compleja” que 
se integra “con diversas provisiones” que requieren comentarios específicos.*10 
 
b. El debido proceso está integrado por estándares y no por reglas.- Una segunda 
característica es que este conjunto de exigencias mínimas que integran al debido proceso suelen 
presentarse en la legislación internacional más bien como estándares generales que como reglas 
precisas y que, por lo mismo, requieren de trabajo argumentativo para ser aplicables a situaciones 
fácticas concretas.*
11
Parece que la expresión acuñada por la Corte Suprema de los EE.UU., hace 
                                                 
*
  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva 9/1987 
*
  Comité de Derechos Humanos Comentario General No. 13 (Sesión 21, 1984) 
*
  Solo a modo ejemplar para graficar el punto obsérvese, entre otras, la redacción del derecho a disponer del 
“tiempo y medios adecuados para preparar la defensa” regulada tanto en el artículo 14.3 b) del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos como en al artículo 8.2 c) de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. En este caso queda de manifiesto que los tratados internacionales solo regulan un 
estándar general que debe ser precisado jurisprudencialmente en su aplicación caso a caso dependiendo de las 
circunstancias específicas del mismo  
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más de 30 años resulta muy clara para ver los alcances de la noción de debido proceso 
complementando lo ya señalado. Así, esa Corte ha planteado que una persona tiene derecho a ser 
juzgada en un fair trial (expresión que en el mundo anglosajón es utilizada en forma sinónima a 
debido proceso o due process) y no en un perfect trial.*
12
Con esto, se pretende expresar que una de 
las características centrales del debido proceso tiene que ver con la necesidad de aplicar en cada 
caso un criterio de razonabilidad, esto es, para considerar si es que en una circunstancia cualquiera 
se han cumplido o no las exigencias de las garantías es necesario considerar en concreto los valores 
que ellas proclaman en relación con los demás valores del sistema, al mismo tiempo que las 
limitaciones propias de la realidad, como son la natural tendencia de las personas a cometer errores 
y las limitaciones de tiempo y recursos, por ejemplo: de este modo podemos decir entonces que la 
exigencia de un fair trial debe ser aplicada en consideración a las circunstancias concretas, 
entendiendo que las imperfecciones que necesariamente existirán pueden o no cuestionar la 
legitimidad del juzgamiento según afecten o no su razonabilidad. Por lo mismo, el debido proceso 
jamás puede ser considerado un conjunto de reglas rígidas vinculadas a las formas de los 
procedimientos, sino un conjunto de requerimientos sustantivos para lograr la razonabilidad 
buscada por el sistema. Es decir, el debido proceso no se traduce en mandatos binarios en los 
cuales sea posible hacer juicios absolutos, sino más bien entrega márgenes de discreción 
importantes a los Estados para que puedan establecer reglas que cumplan con los mínimos, 
cuestión que normalmente se revisará caso a caso ponderando los valores que están en juego. 
 
c. El debido proceso admite distintos grados de aplicación.- Una tercera característica del 
debido proceso es su proporcionalidad, muy vinculada a su característica de razonabilidad. De 
acuerdo a la proporcionalidad del debido proceso, cada uno de sus componentes no siempre será 
aplicado con la misma intensidad en todos los casos por igual, sino que admitirá distintos grados o 
fuerza de aplicación dependiendo de ciertas circunstancias concretas. Así, una de las 
particularidades determinantes para establecer la intensidad de la aplicación de alguno de sus 
componentes es la magnitud de las consecuencias que tendrá la decisión judicial final en los 
derechos de los litigantes. Mientras más graves sean las consecuencias de la decisión que tomará el 
juez, aplicaremos más resguardos para evitar los resultados indeseados de un error en dicha 
decisión. Esta misma característica de la proporcionalidad puede ser encontrada no solo entre los 
distintos subsistemas de justicia (civil, penal, laboral, etcétera), sino que también dentro de cada 
uno de estos subsistemas, como ocurre cuando entre diversas materias de carácter civil se 
determina cuál será el procedimiento a seguir dependiendo de la cuantía de lo demandado o entre 
diversas materias de carácter penal cuando se determina el procedimiento de acuerdo a la gravedad 
de la pena que arriesga el imputado en caso de condena. Así, no todos los procedimientos civiles 
                                                 
*
  Michigan v/s Tucker 417 U.s. 433 (1974) 
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tendrán el mismo debido proceso, ni lo tendrán tampoco todos los procedimientos entre sí.  Cada 
subsistema determina cuáles de sus decisiones serán aquellas tratadas con el cuidado común y 
corriente y cuáles tendrán un cuidado mayor. De esta manera, de acuerdo a la gravedad de la 
decisión civil o penal, etcétera, se aplicarán distintos procedimientos, unos que aplicarán más (y 
otros que aplicarán menos) intensamente las distintas garantías del debido proceso.  
 
d. El debido proceso tiene un contenido que evoluciona.- Por último, una cuarta 
característica está constituida por el carácter progresivo o evolutivo que presentan los diversos 
componentes del debido proceso, es decir, que ellos no tienen un significado estático en el tiempo 
sino que van evolucionando de manera de ir incorporando nuevas dimensiones o ampliando los 
alcances que tradicionalmente se daban a algunos de sus componentes. Así, por ejemplo, la 
Opinión Consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana señala sobre este punto que “el desarrollo 
histórico del proceso, consecuente con la protección del individuo y la realización de la justicia, ha 
traído consigo la incorporación de nuevos derechos procesales. Es así como se ha establecido en 
forma progresiva, el aparato de garantías que recoge el artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos civiles y Políticos, al que pueden y deben agregarse otras garantías aportadas por 
diversos instrumentos de derecho internacional”.*13 
 
3.2.3 Finalidad del debido proceso.- El debido proceso legal tuvo una finalidad 
procesal y limitada a la defensa del desarrollo de su racionalidad; hoy se tiene presente en toda la 
horizontalidad del sistema jurídico y de toda sociedad. El debido proceso, está relacionado con el 
principio de legalidad a fin de poder asegurar la aplicación de la ley por medio de un procedimiento 
legítimo y regular. A este principio se le conoce como el principio de la “indiscrecionalidad” y 
significa que una vez producido el hecho son los órganos del Estado, quienes tienen la obligación 
de ejercer la acción en cumplimiento de las normas contenidas en la Constitución y las demás leyes 
secundarias. (Cuba, A.; Aguirre, M.; Falconí, G.; Rodríguez, M.; Max, M. Afectación al Debido 
Proceso…).  Luego, el debido proceso está considerado dentro de nuestro ordenamiento jurídico 
como el derecho de toda persona de iniciar o participar dentro de un proceso especialmente 
teniendo el derecho de acción, de petición, el derecho de ser oído, derecho de defensa o de 
contradicción, de alegar de probar, de ejercer el derecho de impugnación sin restricción de ninguna 
clase y dentro de los principios de igualdad de oportunidad. 
 
3.2.4 Función del debido proceso.- El debido proceso es un pilar fundamental del 
Estado de Derecho y como tal su función es la de garantizar los derechos de las personas, aún en 
                                                 
*
  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-16/99 de 1-10-1999 párrafo 117 
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casos en los que faltare una norma positiva, por cuanto cubre los vacíos que pudiesen existir en la 
ley, transformándose así en fuente de Derecho, ya que estimula al Estado la elaboración de nuevas 
leyes más prácticas en su aplicación, y en cuanto a su funcionamiento regular de la norma. Por 
consiguiente, el Estado a través de sus entidades estatales de control es partícipe regulador de la 
normativa, como lo indica Cueva, “…la función del debido proceso, es actuar dentro del Estado de 
Derecho para proteger a los ciudadanos del abuso y de las ilegalidades que pudieren cometer un 
funcionario o un órgano estatal en un procedimiento legal sea de la índole que fuere…” (Cueva Luis, 
2010: 63).  El debido proceso es valioso para el desenvolvimiento de las garantías, constituyendo a 
su vez, derechos que goza todo ciudadano para un justo y debido procedimiento contenido en un 
marco jurídico constitucional. Cabe destacar que la aplicación del debido proceso no ofrece 
inmunidad al justiciable o a quien haya infringido la ley, muy al contrario sirve para llegar hasta las 
últimas instancias de un proceso judicial, ya que al aplicarlo coherentemente evita la manipulación 
de las leyes o artificios para lograr la inaplicación de la justicia. 
 
3.3 La indefensión como limitante del debido proceso 
 
El tema de la indefensión subraya un panorama jurídico tan similar, pero, contrario al 
derecho de defensa, pues, en éste, se proclama la existencia de una facultad en cuanto el individuo 
puede defenderse cuando es atacado en un procedimiento judicial de cualquier naturaleza; mientras 
que, en aquel se reclama en este mismo procedimiento nadie puede ser privado del derecho de 
defenderse. Salta entonces a la vista, que el derecho de defensa y la indefensión, difieren 
sustancialmente porque, el primero proclama una facultad omnímoda consistente en el atributo de 
la persona para repeler cualquier acción judicial dirigida en su contra; y, la segunda reclama que 
nadie puede ser privado del derecho de defensa -y por esto constituye un principio constitucional 
relativamente nuevo- es decir, que las leyes que mantienen aún en cualquier procedimiento, esta 
privación, son inconstitucionales. La realidad del debido proceso se plasma con la garantía que 
introduce la Constitución se encuentra en vigencia, pero que, forma parte del gran contexto de las 
garantías que se han venido incorporando, como conquista de la humanidad a través de los siglos. 
 
García, manifiesta que las garantías constitucionales: “Son todas aquellas instituciones, que 
en forma expresa o implícita, están establecidas por la Constitución Política, para la salvaguarda de 
los derechos constitucionales y del sistema constitucional. Las garantías operan tanto en la puesta 
en marcha del proceso, como dentro de éste y miran a la protección de quien podría llegar a ser y 
de quien ya es sujeto pasivo del proceso, es decir protección del ciudadano frente a la eventual 
imputación y del imputado frente al proceso mismo y frente al poder del juez como forma de 
asegurar que nadie será sometido a aquel, sino en presencia de tales condiciones, un trato humano y 
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digno durante el curso del mismo y, la justicia en la imposición de la pena” (García citado por 
Ruviola:208). 
 
Debemos acotar, que las garantías constitucionales a las que se refiere el autor citado, se 
circunscriben o se refieren al Derecho Penal, lo que está de acuerdo con el tema de su obra; pero, 
en el área propia del debido proceso, las garantías constitucionales adquieren otra dimensión. Pues, 
básicamente de lo que se trata es de que, en todo proceso sea penal, civil, administrativo, niñez, 
etcétera, debe existir inexorablemente la igualdad de las partes procesales, en cuanto significa la 
oportunidad de presentar prueba proponer reclamo, requerimientos y en general, la libertad de 
defenderse desde su inicio y en cualquier etapa de un juicio, para que se lo considere justo y la 
sentencia o la resolución que se pronuncie adquiera, cuando llega a ser definitiva o a quedar firme, 
el privilegio legal de la cosa juzgada. Lo que significaría, que al no tener derecho a la defensa, se 
estaría violando el principio constitucional del debido proceso. Dicho en otras palabras, vendría a 
ser la indefensión una limitante del debido proceso, que en un régimen de derecho no es aceptada, 
peor aplicada, porque el estado se rige por los principios constitucionales que garantizan su vida 
democrática, para el mejor desenvolvimiento de una libertad plena de los individuos. 
 
3.4 La defensa como garantía constitucional 
 
En primer lugar deberíamos contestar si la expresión derecho de defensa es un derecho 
subjetivo o una garantía constitucional. Aun en la vaguedad del término derecho la mayoría de 
autores afirma que se trata de un derecho público subjetivo, entendiendo éste como un derecho de 
las partes oponible al Estado mediante los órganos jurisdiccionales. Actualmente, y a partir de la 
nueva doctrina en materia de Derechos Humanos, se ha dicho que el derecho público subjetivo es 
un concepto insatisfactorio, aproximativo, técnicamente inexacto –al menos como viene 
regularmente formulado– no susceptible de desarrollo fecundo y tampoco favorable a una mejor 
comprensión de importantes y actuales fenómenos jurídicos-políticos (Caroca Pérez, 1998: 129). 
 
Este fenómeno se explica porque el concepto de la categoría señalada nace a finales del 
siglo XIX, basadas en el esquema del Estado Liberal de Derecho, que solo tenía por objeto 
preservar esferas de libertad individual limitadoras de las actividades del Estado. Esquema que 
pierde su sentido al hallarse superada por la propia dinámica económico-social de nuestro tiempo, 
en el que el disfrute de cualquier derecho fundamental exige una política jurídica activa (y en la 
mayor parte de las ocasiones también económica) por parte de los poderes públicos. Es lo que en 
algún momento se denominó obligaciones negativas y positivas prestacionales del Estado frente a 
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los ciudadanos. Buen ejemplo de ellos es precisamente el derecho de defensa, en tanto no es solo la 
obligación del Estado de no interferir u obstaculizar el derecho de defensa en los juicios, sino 
además, se encuentra obligado a promover y garantizar el mismo.  
 
Analizado constitucionalmente, y por ser el tema central de la presente tesis, la salvaguarda 
de los derechos del demandado en los juicios de alimentos, nos encontramos que la Constitución de 
la Republica en su artículo 76 garantiza el debido Proceso y este a su vez incluye una serie de 
garantías entre las cuales está el derecho a la defensa, establecido en el numeral 7 de la norma 
referida anteriormente, que para el caso que nos ocupa el juzgador debe considerar las establecidas 
en los literales c), h) y k), que se refieren principalmente a que dentro de un proceso, para ser más 
concretos, en un juicio de alimentos, el actor debe dar a conocer sobre el juicio planteado al 
demandado para que este pueda intervenir y ser escuchado en forma oportuna, y de esta manera 
presentar las pruebas y argumentaciones que le asistan en su defensa, conduciendo de esta manera a 
que el proceso no adolezca de vicios de procedimiento, logrando un respeto a la Constitución y por 
ende coadyuvándolo a una seguridad jurídica, como bien lo estipula el Articulo 82 de la Norma 
Suprema. Cabe destacar que el derecho de defensa no puede considerarse satisfecho con el mero 
respeto a la libertad de defensa, en su caso se trata de disponer de un abogado que asuma la defensa 
técnica y en la verificación jurisdiccional de que se cumplan formalmente los presupuestos 
procesales que habilite a la parte a actuar directamente. A partir de considerarse una parte esencial 
del proceso, exige del estado la libertad de defensa, y para el caso de carecer de recursos garantizar 
la defensa técnica, pero también, la de observar que la actividad de defensa sea efectiva y 
eficientemente llevada a cabo y que su defensor técnico supere estándares mínimos y prefijados de 
calidad. Por lo analizado se concluye que no estamos frente a un derecho que exija una sola 
respuesta o una sola obligación del estado, que permita calificar a la defensa en juicio meramente 
como un derecho público subjetivo de los ciudadanos.  La constitucionalización del proceso en 
general y en particular del derecho de defensa dentro de un juicio, nos lleva entender la naturaleza 
del mismo como derecho fundamental caracterizado por el nivel normativo superior en que se 
encuentra normativizado (constituciones y pactos internacionales de derechos humanos). El 
concepto de derecho fundamental dista mucho de ser univoco o de estar dogmáticamente depurado, 
pero debe ser entendido necesariamente como garantía a favor de las personas, en función de las 
cuales se construye todo el sistema jurídico, pero que además “asumen una dimensión institucional 
a partir de la cual su contenido debe funcionalizarse para la consecución de los fines sociales y 
objetivos constitucionalmente proclamados” (Caroca Pérez, 1998: 130). 
 
Concluyendo, sin perder de vista el carácter individual del derecho de defensa, es más 
acertado el reconocimiento del mismo como derecho fundamental constitucionalizado, en el 
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entendimiento que en la actualidad dejan de ser meros límites a la actividad estatal para 
transformarse en instrumentos de control de toda la actividad pública como valores y principios 
básicos del sistema jurídico-político del Estado Constitucional de Derecho.  
 
3.5 El derecho de defensa como elemento del debido proceso 
 
Desde el punto de vista procesal, se puede clasificar a la defensa en general y en restrictiva. 
La defensa general es el derecho subjetivo que el Estado entrega a toda persona para que, en un 
momento determinado, pueda exigir la protección para sus bienes jurídicos e intereses antes y 
durante el desarrollo de un proceso. La defensa en sentido restringido es aquella que le corresponde 
al demandado en un proceso civil, o al acusado en un proceso penal, para oponerse a las 
pretensiones que se exhiben en dichos procesos por parte del demandante o del acusador, oficial, 
particular o privado, respectivamente. 
 
“El derecho de defensa como garantía del debido proceso tiene vigencia en todo 
procedimiento, sea anteprocesal o procesal, público o privado, en el que una o varias personas se 
encuentran pendientes de la resolución que se dicte por el titular del respectivo órgano al término 
del procedimiento; por lo cual, estas personas, son las titulares del derecho de defensa, que lo 
ejercen en el curso del procedimiento para demostrar que no han infringido el ordenamiento 
jurídico y consecuentemente el procedimiento incoado contra ellas carece de fundamento. El 
procedimiento público puede ser constitucional, administrativo, civil, penal, etcétera, y en cada uno 
de éstos el derecho de defensa se encuentra garantizado por la sanción de invalidez de todas las 
actuaciones probatorias en las que el incoado o parte contra la que se presentan estas actuaciones 
no ha sido notificado y citado para que ejerza su defensa. Esta es la razón por la cual, la norma 
constitucional expresa que nadie podrá ser privado del derecho de defensa en ningún estado o 
grado del procedimiento, para garantizar que en todo acto procesal se garantiza la defensa así como 
también en todas las instancias hasta la conclusión del proceso mediante resolución definitiva” 
(Pardo Janeth, El derecho al debido proceso y sus garantías: 447).   
 
Al efecto, la Constitución de la República aprobada mediante referéndum el 28 de 
septiembre del 2008 y promulgada en el Registro Oficial Nº 449 del 20 de octubre del 2008, en la 
cual se consagra las Garantías Básicas de los derechos fundamentales del Debido Proceso, 
fundamentadas en el Título II de los Derechos, Capítulo Octavo, Derechos de Protección, artículo 
76  numeral 7 señala que “El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
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a. Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento. 
b. Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa. 
c. Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 
d. Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. 
[…] 
g. En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su elección o 
por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada 
con su defensora o defensor. 
h. Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea 
asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se 
presenten en su contra” (Constitución de la Republica, 2008). 
 
Este derecho, en términos generales se podría identificar con dos caracteres:
 
a) el derecho a 
la defensa de carácter privado, concretado en el derecho de los particulares a ser representados por 
profesionales de su confianza, libremente designados por ellos; y, b) el derecho a la defensa de 
carácter público, o derecho del justiciable, a que le sea proporcionado un defensor público o letrado 
de oficio cuando fuera necesario, y no cuente con los medios económicos que le permitan contratar 
un abogado de su confianza. (Santos Jaime, El debido proceso: 253). 
 
Maier, en relación al derecho a la defensa sostiene que: “Durante el proceso, toda persona 
acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías:  
 
a. A ser informadas sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la 
naturaleza o causas de la acusación formulada contra ellas;  
 
b. A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y 
a comunicarse con un defensor de su elección; y,  
 
c. A encontrarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por 
un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que se asiste a 
tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se nombre defensor de oficio 




El derecho a la defensa de toda persona dentro de un juicio es inviolable, es el derecho a 
ser asistido por un abogado defensor, tiene como finalidad garantizar que toda persona pueda 
contar con las mejores formas de defender sus derechos en forma oportuna y en igualdad de 
condiciones, involucra que el demandado debe estar debidamente informado e inteligenciado sobre 
el verdadero alcance del mismo, con lo cual se consolida, dentro del derecho al debido proceso. En 
el caso de que una persona, no pueda o no disponga de los medios económicos para procurarse 
defensa jurídica por sí misma, el ordenamiento jurídico prevé la institución de la defensoría 
pública, para la defensa de las comunidades indígenas, de los trabajadores, de las mujeres y de los 
menores de edad abandonados o víctimas de violencia intrafamiliar o sexual, lo cual desde el punto 
de vista teórico y normativo, es muy loable.  
 
Además cuando el mandato constitucional señala que nadie puede ser privado del derecho 
a la defensa, significa que este derecho es una garantía irrenunciable; sin embargo, existen también 
sistemas jurídicos que liberalizaron este principio, siendo un claro ejemplo la Ley Reformatoria al 
Código de la Niñez y Adolescencia, con la cual se han dejado de lado una serie de garantías 
constitucionales ya que no se establecen normas encaminadas a salvaguardar el debido proceso o 
para ser más concretos no hay disposición alguna que le permita al demandado ser escuchado 
oportunamente, esto en virtud de que por un lado no se dispone  la citación inmediata y bajo 
prevenciones de ley en estos juicios; y por otro, está el hecho de que no es necesaria la 
comparecencia de un abogado, razón por la cual se evidencia un retroceso y entorpecimiento en 
estos procesos legales, pues al estar las accionantes respaldadas por la ley de la materia ejecutan la 
acción de alimentos por si solas, quienes por no tener conocimiento pleno sobre el significado y la 
aplicabilidad correcta de las leyes, no dan la importancia necesaria a cada una de las diligencias 
procesales puesto que de forma exclusiva se centran en la idea económica. Bajo este criterio, el 
derecho de las personas de contar con un abogado que lo represente en cuestiones judiciales, se 
vería vulnerado, esto incluso cuando la asesoría brindada principalmente por los abogados y 
defensores de oficio, no ha sido idónea. 
 
Esta regla del debido proceso, garantiza la majestuosidad de la justicia, al exigir la 
presencia del abogado defensor en toda diligencia judicial, más aún, si se toma en cuenta que frente 
al justiciable se encuentra el acusador particular, entre otras; y, es por esta razón que la asistencia 
de un abogado defensor, de alguna manera, servirá para tratar de equilibrar la diferencia de fuerzas 
y encaminar el proceso hacia una sentencia eficaz y oportuna, ya que “los fines del procedimiento 
no son la aclaración fáctica conforme a la verdad y la sentencia justa, sino la solución del conflicto 
social expresado en el hecho en virtud de la coerción estatal. Un procedimiento así entendido, 
necesita la legitimación del procedimiento que debe ser alcanzada colocando al lado del justiciable 
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un defensor que lo equipare al poder del Estado”, de manera que pueda ofrecer oposición al 
acusador dotado del poder y los medios conferidos por el Estado. (Heinz Karl. El Derecho Procesal 
Penal en el Estado de Derecho: 63) 
 
Las actuaciones realizadas incumpliendo esta garantía, por propio mandato  constitucional, 
carecen de eficacia probatoria; es decir, que toda declaración o interrogatorio, diligencia judicial, 
realizada sin la asistencia de un defensor particular de su confianza y a falta de éste de un defensor 
público designado por el Estado, no tienen ningún valor como medio de justificación legal, hecho 
que se vuelve contradictorio en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, al dejar como una 
opción la asistencia de un abogado, desatino que se evidencia claramente en el formulario único 
para demanda de alimentos, en el que en la parte final deja a juicio de la parte actora solicitar el 
asesoramiento de un profesional del derecho, es decir desde este punto ya empieza la falencia 
procesal, debido a que la demanda es la razón de ser de un juicio, es el punto de partida de toda 
controversia legal, por lo que debe ser planteada de forma clara, precisa y más aún cuando en el 
referido documento se establece la forma de citación, las pruebas para determinar la condición 
económica, datos que deben ser consignados previo al asesoramiento de un abogado que explique 
la importancia de cada uno de los requerimientos establecidos en el formulario y las posibles 
consecuencias que se pueden generar tanto para el actor como para el demandado por no actuar en 
apego a las leyes. 
 
3.6 Recepción normativa: instrumentos internacionales y nacionales 
 
A continuación se citan las normas del derecho internacional y de la legislación ecuatoriana 
que avalan esta regla del debido proceso (Pasara Luis, Op. Cit: 142 y 168): 
 
A. Pacto internacional de derechos civiles y políticos.- El artículo 14 numeral 3 señala 
que: “Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a 
las siguientes garantías mínimas: 
 
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la 
naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y 
a comunicarse con un defensor de su elección; 
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un 
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defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, 
y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, 
gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de 
los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de 
cargo; 
f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma 
empleado en el tribunal; 
g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable”. 
 
B. Convención americana sobre derechos humanos.- Su artículo 8 hace referencia a las  
garantías judiciales señalado en su numeral 2  literales:  
 
a) Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor 
de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
b) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por si misma ni nom-
brare defensor dentro del plazo establecido por la ley”. 
 
C. Código orgánico de la función judicial.- Este cuerpo legal en su artículo  286 
determina  las funciones de la Defensoría Pública: 
 
“1. La prestación gratuita y oportuna de servicios de orientación, asistencia, asesoría y 
representación judicial, conforme lo previsto en este Código, a las personas que no puedan contar 
con ellos en razón de su situación económica o social; 
2. Garantizar el derecho a una defensa de calidad, integral, ininterrumpida, técnica y 
competente; 
3. La prestación de la defensa penal a las personas que carezcan de abogada o abogado, a 
petición de parte interesada o por designación del tribunal, jueza o juez competente; 
4. Instruir a la persona acusada, imputada o presunta infractora sobre su derecho a elegir 
una defensa privada. En los demás casos, los servicios se prestarán cuando, conforme a lo 
establecido en el reglamento respectivo, se constate que la situación económica o social de quien 
los solicite justifica la intervención de la Defensoría Pública; 
5. Garantizar que las personas que tengan a su cargo la defensa pública brinden 
orientación, asistencia, asesoría y representación judicial a las personas cuyos casos se les haya 
asignado, intervengan en las diligencias administrativas o judiciales y velen por el respeto a los 
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derechos de las personas a las que patrocinen. En todo caso primará la orientación a los intereses de 
la persona defendida; 
6. Garantizar la defensa pública especializada para las mujeres, niños, niñas y 
adolescentes, víctimas de violencia, nacionalidades, pueblos, comunidades y comunas indígenas; 
7. Garantizar la libertad de escoger la defensa de la persona interesada y solicitar, de ser 
necesario, una nueva designación a la Defensoría Pública; 
8. Contratar profesionales en derecho particulares para la atención de asuntos que 
requieran patrocinio especializado, aplicando para el efecto el régimen especial previsto por la Ley 
del Sistema Nacional de Contratación Pública, y el procedimiento que se establezca en el 
reglamento que dicte el Defensor Público General; 
9. Autorizar y supervisar el funcionamiento de los servicios jurídicos prestados en 
beneficio de personas de escasos recursos económicos o grupos que requieran atención prioritaria 
por parte de personas o instituciones distintas de la Defensoría Pública; 
10. Establecer los estándares de calidad y normas de funcionamiento para la prestación de 
servicios de defensa pública por personas o instituciones distintas de la Defensoría Pública y 
realizar evaluaciones periódicas de los mismos. Las observaciones que haga la Defensoría Pública 
son de cumplimiento obligatorio; 
11. Apoyar técnicamente a las personas que hacen sus prácticas pre-profesionales en la 
Defensoría Pública; y, 
12. Las demás determinadas en la Constitución y la ley”. 
 
Finalmente, el artículo 292 determina que: “las facultades de jurisprudencia, derecho o 
ciencias jurídicas de las universidades legalmente reconocidas e inscritas ante el organismo público 
técnico de acreditación y aseguramiento de la calidad de las instituciones de educación superior, 
organizarán y mantendrán servicios de patrocinio, defensa y asesoría jurídica a personas de escasos 
recursos económicos y grupos de atención prioritaria, para lo cual organizarán Consultorios 
Jurídicos Gratuitos, de conformidad con lo que dispone el artículo 193 de la Constitución de la 
República. Las facultades de jurisprudencia, derecho o ciencias jurídicas que no cumplan con esta 





CAPÍTULO  IV 
 
 
EXPOSICIÓN PRÁCTICA DE RESULTADOS 
 
4.1 Diseño y aplicación de instrumentos 
 
 
La recopilación de la información se la efectuó mediante la técnica de la encuesta aplicada, 
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Que corresponden a: NE= Número encuestados. 
NF= Número de frecuencia por cada opción. 
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4.2 Tablas y gráficos 
  
 
P. 1: ¿El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, otorga las herramientas prácticas 
por medio de las cuales se garantizara un debido proceso? 
 
 
ALTERNATIVAS N° DE ENCUESTADOS PORCENTAJES 
No 22 44% 
Sí 28 56% 
TOTAL 50 100% 
 
 














Interpretación: Los resultados demuestran, que veinte y dos profesionales en libre ejercicio 
(abogados/as) que representan el 44%, consideran que, el Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia, no otorga las herramientas prácticas por medio de las cuales se garantizara un debido 
proceso. Frente a veinte y ocho profesionales en libre ejercicio (abogados/as) que representan el 
56%, que consideran que, el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, sí otorga las 








TABLA No. 2  
 
P. 2: ¿El órgano jurisdiccional al ejercer su rol fundamental, a través del procedimiento 
especial, garantiza el derecho a la seguridad jurídica establecida en la Constitución? 
 
ALTERNATIVAS N° DE ENCUESTADOS PORCENTAJES 
No  27 54% 
Sí 23 46% 
TOTAL 50 100% 
 
 






Interpretación: Los resultados demuestran, que el 46% de profesionales en libre ejercicio 
(abogados/as), consideran que, el órgano jurisdiccional al ejercer su rol fundamental, a través del 
procedimiento especial, no garantiza el derecho a la seguridad jurídica establecida en la 
Constitución. Frente al 54% de profesionales en libre ejercicio (abogados/as), que consideran, que 
el órgano jurisdiccional al ejercer su rol fundamental, a través del procedimiento especial, sí 
garantiza el derecho a la seguridad jurídica establecida en la Constitución. 
 
54% 46% 




TABLA No. 3  
 
P. 3: ¿El Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia, establece un término para 
realizar la diligencia de citación al demandado, de ahí que, es necesario establecer un término legal 
para realizar la citación? 
 
ALTERNATIVAS NO. ENCUESTADOS/AS PORCENTAJES 
No  35 70% 
Sí 15 30% 
TOTAL 50 100% 
 
GRÁFICO No. 3  





Interpretación: Los resultados demuestran, que el 70% de profesionales en libre ejercicio 
(abogados/as), consideran que, el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, no establece 
término alguno para citar al demandado, de ahí que, señalan que es necesario establecer un término 
legal para realizar esta diligencia y evitar una vulneración del derecho a la defensa. Frente al 30% 
de profesionales en libre ejercicio (abogados/as), que consideran, que sí bien el Código Orgánico 
de la Niñez y Adolescencia, no establece término alguno para citar al demandado no es necesario 
establecer un término legal. 
30% 
70% 




TABLA No. 4  
 
 P. 4: ¿Está usted de acuerdo, que la pensión de alimentos se deba pagar desde la 
presentación de la demanda? 
 
ALTERNATIVAS NO. ENCUESTADOS/AS PORCENTAJES 
No  31 62% 
Sí 19 38% 
TOTAL 50 100% 
  
 
GRÁFICO No. 4  





Interpretación: Los resultados demuestran, que el 62% de profesionales en libre ejercicio 
(abogados/as), no están de acuerdo con que se deba pagar la pensión de alimentos desde la 
presentación de la demanda, por cuanto el demandado no tiene conocimiento de la misma y el 38% 
de profesionales en libre ejercicio (abogados/as), manifiestan estar de acuerdo con que se pague la 
pensión de alimentos desde la presentación de la demanda, en razón del interés superior del niño.  
62% 38% 




TABLA No. 5 
 
P. 5: ¿Considera usted que lo dispuesto en la Ley Reformatoria al Código de la Niñez y 
Adolescencia, al disponer que se deba alimentos desde la presentación de la demanda, vulnera el 
derecho a la defensa? 
 
ALTERNATIVAS NO. ENCUESTADOS/AS PORCENTAJES 
No  22 44% 
Sí 28 56% 
TOTAL 50 100% 
 
 
GRÁFICO No. 5   





Interpretación: Los resultados demuestran, que el 44% de profesionales en libre ejercicio, 
consideran que, no se está vulnerando el derecho a la defensa al establecerse que se deba dar 
alimentos  desde la presentación de la demanda y por su parte el 56% de profesionales en libre 
ejercicio, creen que si se vulnera el derecho a la defensa  al establecerse que se deba dar alimentos  
desde la presentación de la demanda 
44% 56% 




TABLA No. 6 
 
P. 6: ¿Considera usted que con la citación oportuna al demandado, se le permitiría buscar 
lo medios adecuados para su defensa o en su defecto realizar el pago correspondiente para evitar 
acumulaciones en las pensiones de alimentos? 
 
ALTERNATIVAS NO. ENCUESTADOS/AS PORCENTAJES 
No  8 16% 
Sí 42 84% 
TOTAL 50 100% 
 
GRÁFICO No. 6   





Interpretación: Los resultados demuestran, que el 84% de profesionales en libre ejercicio, 
coinciden en la idea de que  con la citación oportuna al demandado, si se le permitiría buscar lo 
medios adecuados para su defensa o en su defecto realizar el pago correspondiente para evitar 
acumulaciones en las pensiones de alimentos. Frente a un 16 % que considera que  no involucra la 
citación oportuna al demandado, en a decisión de que este realice el pago correspondiente para 
evitar acumulaciones en las pensiones de alimentos 
16% 84% 




TABLA No. 7  
 
P. 7: ¿La discrecionalidad de la cual opera el juez, permite que armonice los principios del 
ordenamiento jurídico, haciendo viable su aplicación y especial protección? 
 
ALTERNATIVAS NO. ENCUESTADOS/AS PORCENTAJES 
No  28 56% 
Sí 22 44% 
TOTAL 50 100% 
 
 





Interpretación: Los resultados demuestran, que el 56% de profesionales en libre ejercicio 
(abogados/as), que consideran que, la discrecionalidad de la cual opera el juez, no permite que 
armonice los principios del ordenamiento jurídico, haciendo viable su aplicación y especial 
protección. Frente al 44% de profesionales en libre ejercicio (abogados/as), que consideran, que la 
discrecionalidad de la cual opera el juez, sí permite que armonice los principios del ordenamiento 
jurídico, haciendo viable su aplicación y especial protección. 
44% 
56% 




TABLA No. 8 
 
P. 8: ¿La presencia de abogado/a, constituye un elemento retórico, pues su ausencia 
conduce a que el proceso no avance, tenga defectos, y por último se vea avocado a no generar éxito 
y eficacia? 
 
ALTERNATIVAS NO. ENCUESTADOS/AS PORCENTAJES 
No  6 12% 
Sí 44 88% 
TOTAL 50 100 
 
 





Interpretación: Los resultados demuestran, que el 88% de profesionales en libre ejercicio 
(abogados/as), consideran que, la presencia del abogado/a, si constituye un elemento retórico, pues 
su ausencia conduce a que el proceso avance, tenga defectos, y por último se vea avocado a no 
generar éxito y eficacia. Frente al 12% de profesionales en libre ejercicio que consideran, que la 
presencia de abogado/a, no constituye un elemento retórico, y que su ausencia conduce a que el 
proceso no avance, tenga defectos, y por último se vea avocado a no generar éxito y eficacia. 
 
12% 88% 









A mi juicio, y por todos los argumentos expuestos, con la presentación de esta propuesta en 
el presente trabajo de investigación jurídica, aspiro a que el modelo de justicia de la niñez y 
adolescencia consolide el debido proceso y por ende el derecho a la defensa, reconocido como 
derecho fundamental en nuestra Constitución de la Republica, en consecuencia: 
 
 La vigencia del principio de seguridad jurídica, es un derecho que comprende el de la 
tutela jurisdiccional efectiva y ésta contiene el derecho a un debido proceso, por lo que, la citación 
al demandado sea principal o subsidiario, deberá realizársela en el término máximo de cinco días 
contados a partir de la fecha en la cual el juez dictó el auto de aceptación a trámite de la demanda 
de alimentos.  
 
 La presencia del abogado/a, el determinar que no sea necesaria la presencia del mismo 
constituye un elemento retórico que simple y llanamente no es aplicado en la realidad, pues su 
ausencia conduce a que el proceso no avance, tenga defectos, se presente dificultades, no haya 
prueba y por último se vea avocado a no generar éxito y eficacia. 
 
En un modelo de Estado Constitucional de Derechos y Justicia, respetuoso de una serie de 
garantías derivadas de la dignidad del ser humano, calidad que no se pierde por el simple hecho de 
actuar como demandado en un proceso judicial, se debe velar por el respeto y protección de los 
derechos fundamentales del justiciable y por medio de la Constitución, que es la norma de mayor 
jerarquía se debe establecer condiciones mínimas de actuación pública y privada que nos 
conduzcan a una seguridad jurídica; por tanto es necesario implementar reformas de todas aquellas 
leyes que se cran atentatorias del debido proceso, razón por la cual deben ser consideradas las 
reformas propuestas en la presente tesis, pues considero que son necesarias y nos conducirán a una 
eficacia jurídica, basada en la atención oportuna de los procesos con lineamientos que limiten las 
actuaciones de las dos partes procesales, desembocando en la satisfacción y confianza en la justicia 








 De la relación paterno-filial se desprenden derechos y obligaciones que deben ser 
cumplidos recíprocamente, estos deberes son tanto económicos como personales y afectivos, pues 
lo que se busca es una formación integral que lleve a los niños, niñas y adolescentes a integrarse 
adecuadamente a la sociedad.  
 
 Son los padres los directamente responsables de la manutención, protección y 
formación de sus hijos, el cuidado debe ser brindado conjuntamente por ambos padres, y a falta de 
uno de ellos será el otro y de terceros subsidiarios responsables de los gastos en su totalidad. 
 
 Con el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y la Ley Reformatoria al Título 
V, Libro Segundo, “Del Derecho a Alimentos”, basada en la doctrina de la protección integral, se le 
otorgan al juez una serie de herramientas prácticas por medio de las cuales se pretende conseguir 
un proceso justo, una igualdad jurídica y sobre todo la búsqueda de la verdad real y material. 
 
 Forman parte de estas herramientas, el procedimiento especial, sin el cual sería casi 
imposible para el órgano jurisdiccional ejercer su rol fundamental, cual es, la intervención 
necesaria para velar porque el derecho alimentario se cumpla, a través del debido proceso para el 
desarrollo de las garantías y derechos que goza todo ciudadano para un justo y debido 
procedimiento contenido en un marco jurídico constitucional de derecho y justicia. 
 
 El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia no establece término alguno para citar 
al demandado, por lo que en la praxis judicial, esta diligencia de citación se realiza luego de mucho 
tiempo de haber sido aceptada la demanda de alimentos, propiciando con ello graves problemas no 
solo al obligado principal sino también al obligado subsidiario, vulnerando así las reglas del debido 
proceso y el derecho a la defensa del justiciable, con lo que se evidencia claramente que las 
reformas realizadas en el referido código no han sido acertadas, más aun cuando por estas reformas 
han desembocado en otros problemas sociales. 
 
 Al ser la finalidad de la ley, regular la conducta de la sociedad, el bien común y evitar 
el desarrollo de problemas sociales generados por el desacuerdo de las personas, la promulgación 
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de la misma se da en razón de combatir un  problema existente, dependiendo de los resultados se la 
califica como una ley eficaz o ineficaz, pues se ve si cumplió o no con su propósito y desde este 
punto de vista podemos calificar a la Ley Reformatoria al Código de la Niñez y Adolescencia, 
como una norma ineficaz, pues al no establecerse lineamientos claros para el procedimiento en los 
juicios de alimentos, principalmente en lo referente a la citación oportuna al demando, lo único que 
ha conseguido es ser una ley generadora de más problemas sociales. 
 
 La citación es una diligencia de vital importancia en la consecución del proceso, pues 
solo con la realización de la misma se puede hablar de un juicio justo y en igualdad de condiciones 
por la existencia de un legítimo contradictor, por tanto, es indispensable que la misma sea oportuna, 
sin dilaciones y a la brevedad posible, para cumplir con la reglas del debido proceso y garantizar el 
derecho a la defensa. 
 
  Al establecerse en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia que se debe prestar 
alimentos desde la presentación de la demanda y sin necesidad de la citación al alimentante, bajo la 
premisa del interés superior del niño, notamos claramente que nuestra Constitución no garantiza la 
seguridad jurídica y permite que los jueces no actúen con imparcialidad ya que toda la normativa 
esta inclinada en favor de la parte actora. 
 
 Se debe considerar a la citación como punto de partida de la obligación de prestar 
alimentos, pues solo así se agilitara la tramitación de los procesos y se evitaría acumulaciones 
innecesarias de las pensiones, con lo que disminuiría el número de personas privadas de la libertad 
por juicios de alimentos. 
 
 Con la reforma al Código de la Niñez y Adolescencia, en la cual se establece que se 
debe dar alimentos desde la presentación de la demanda lo único que se ha conseguido es un 
retraso en la emisión de las correspondientes resoluciones y la represión de las causas en los 
Juzgados de la Familia, Mujer, Niñez y adolescencia, en donde los jueces no pueden hacer más que 
esperar que la accionante cumpla con la diligencia de citación, pues no tiene respaldo legal para 
exigir que misma sea realizada de forma inmediata. 
   
 Todos los procesos judiciales tienen como requisito la citación al demandado para 
poder seguir con la consecución del proceso, excepto los juicios de alimentos en los que se 
establece una pensión sin que el accionado tenga conocimiento de la demanda propuesta en su 
contra, convirtiendo de esta manera a la ley de la materia en una ley atentatoria al debido proceso. 
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 Es claro que juega un papel trascendental en este mecanismo, la discrecionalidad de la 
cual opera el juez, porque no se trata de un procedimiento restrictivo o de carácter absoluto, lo que 
busca es que armonice los principios que se encuentran en un determinado ordenamiento jurídico y 
los haga viable para su aplicación y especial protección. 
 
 De todo lo analizado podemos concluir que, el Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia, no garantiza el debido proceso, pues al no establecerse en el procedimiento de los 
juicios de alimentos la citación inmediata al demandado, le ocasiona un grave perjuicio, toda vez 










 Apremia la necesidad de reformar al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia en 
cuanto al procedimiento de los juicios de alimentos e incluir un término legal para cumplir con la 
diligencia procesal de citación, el cual deberá ser obligatorio y bajo prevención de una posible 
abstención y archivo del proceso, particular que debe hacerse constar en el auto de calificación de 
la demanda, afín de evitar conflictos jurídicos que se puedan dar a futuro, solo de esta manera 
hablaríamos de un respeto al debido proceso y al derecho a la defensa. 
 
 El derecho de defensa, debe ser concebido como un derecho fundamental esencial para 
el debido proceso, que permite al demandado/a hacer frente al sistema de justicia en una formal 
contradicción y con igualdad de armas. 
 
 La situación de la defensa, en el marco del sistema reformado o de las nuevas 
exigencias institucionales que recaen sobre ella no solo implican cambios y desafíos en el modelo, 
sino además demandan integrar buenas prácticas que aseguren la calidad de la defensa, por tanto no 
solo se deben realizar reformas en el sentido de la citación oportuna al demandado, sino además en 
la obligatoriedad de plantear la demanda con patrocinio de un abogado sea este particular u 
otorgado por el Estado.   
 
 No es aceptable discriminar entre los justiciables a ser atendidos por razones morales, 
políticas o de cualquier otro tipo, porque estas son irrelevantes desde el punto de vista del debido 
proceso. 
 
 El abogado/a que preste la defensa debe asumir como compromiso primordial la 
prestación de defensa universal de calidad, sin subordinarlo o combinarlo con otras finalidades. 
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 Se debe proveer de un “sistema nacional unificado de levantamiento de información 
sobre procesos judiciales en materia de alimentos”, que genere una base de datos para una Línea de 
Base a partir de la cual podrán aplicarse indicadores que permitan evaluar la eficiencia y eficacia de 
estos juzgados especializados, y que se constituya en un insumo básico para la toma de decisiones. 
 
 
 Existe la necesidad de implementar normativas en materia de actuaciones 
jurisdiccionales donde se evidencie de forma clara, más que una potestad, una obligación por parte 
del sector justicia, cumpla con los postulados y principios que respeten el debido proceso y la 
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PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
CALIFICACIÓN DE LA DEMANDA 
Art. 35.- Fija pensión provisional. Dispondrá la citación (boleta 
única). Evacúa las pruebas. Medidas cautelares 
CITACIÓN 
De no estar completa la 
demanda el juez solicita la 
complete en 3 días 
AUDIENCIA ÚNICA 
Juez fija la pensión definitiva 
Art. 37.- Si no se ha practicado el examen de ADN, se suspende por de 20 días. Art. 38.- Se puede diferir por 3 
días. Art. 37.- Si no comparecen las partes la pensión provisional se convierte en definitiva. 
RECURSO DE APELACIÓN 
(Corte Provincial de Justicia) 
RESOLUCIÓN 
Recepción de la resolución en el Juzgado 
PETICIÓN DE LIQUIDACIÓN 
2 meses de no pago de la pensión Art. 22. 
CORRE TRASLADO 
48 horas para alegar, pago o acordar formas de pago. 
En caso de NO PAGO, el defensor solicita el apremio. 
APREMIO 
30 días 1 vez, 60 días reincidencia, 90 días 3 vez y 180 días 4 vez 
PROCESO DE UNA DEMANDA DE ALIMENTOS 
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A.8. Acuerdo Nacional de Buenas Prácticas para la Aplicación de la Ley 
Reformatoria al Título V, Libro Segundo, “del Derecho A Alimentos”, del Código de 
la Niñez y Adolescencia.*14 
 
Luego de los talleres de validación realizados con la participación de los señores Jueces de la 
Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia y Civiles del país, y los funcionarios del Consejo Nacional 
de la Niñez y Adolescencia, se acordó que todos y cada uno de los jueces deben tener presente las 
siguientes puntualizaciones: 
CAPÍTULO I 
a) Respecto a la salvedad que se prevé en el Art. innumerado 3, se consideró: la compensación 
procede cuando al existir una deuda de alimentos no cancelada en la forma determinada por el juez, 
el demandado presenta documentos (v.g. facturas o notas de venta debidamente aprobadas por el 
SRI respecto a gastos de educación, salud) que dan cuenta que éste ha cumplido con el pago de la 
obligación en la forma determinada en el innumerado Art. 2. El juez deberá analizar en cada caso 
concreto la pertinencia de dicha compensación, en virtud de su facultad soberana.  
 
Respecto a gastos prenatales, a falta del obligado, la deuda se trasmitirá a los herederos. 
b) En cuanto inciso segundo del Art. innumerado 5, se estima que la actora con la presentación del 
formulario, deberá dar estricto cumplimiento a la comprobación (ausencia, impedimento, 
insuficiencia de recursos o discapacidad del padre o madre demandado-a), utilizando para ello los 
medios probatorios previstos en el Código Adjetivo Civil y/o Ley Notarial (información sumaria, 
declaración juramentada, movimiento migratorio, etcétera), a fin de vialibilizar que la prestación de 
alimentos sea pagada o completada por los obligados subsidiarios, bajo prevenciones de abstención 
y/o archivo. 
De otro lado se debe tomar en cuenta que, si la actora al presentar el formulario de demanda no 
reclama en sus pretensiones a los obligados subsidiarios ni pide se los cite, no procede que éstos 
sean los que cumplan con el pago de los alimentos, atento lo dispuesto en el Art. innumerado 22. 
c) En lo referente a la repetición de lo pagado que establece el inciso 6to, del Art. innumerado 5, 
los parientes propondrán la acción ante los Jueces de lo Civil, por tratarse del cobro de una 
obligación. 
d) En el Art. innumerado 6, se estima que el Consejo de la Judicatura instruya a las Direcciones 
Provinciales de dicho organismo, publiciten, informen y promuevan (a través de los Consultorios 
Jurídicos Gratuitos de las Universidades, de los Colegios de Abogados y demás organizaciones 
sociales), la utilización del formulario de demanda, debiendo adjuntar al mismo la mayor cantidad 
                                                 
* Registro Oficial 643 de Julio 28 de 2009 
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de pruebas conforme el inciso tercero del Art. innumerado 34, y disponga a los/as jefes de las salas 
de sorteos para que informen que no basta con presentar el formulario de demanda, sino también 
las pruebas necesarias a fin de garantizar adecuadamente los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes. 
Que a partir del 16 de noviembre del 2009, todas las demandas de alimentos tendrán que 
presentarse en el formulario que se encuentra elaborado en la página (www.funcionjudicial.gov.ec) 
del Consejo de la Judicatura, debiendo iniciarse una campaña masiva que dé a conocer al usuario la 
implementación del mismo. 
e) En relación al Art. innumerado 8, se estima que el juez en el auto de calificación dispondrá que 
la parte demandante, preste su colaboración para que se cite al/los demandados en el menor tiempo 
posible. De no haberse especificado la forma de citación, se dispondrá remitir el proceso a la 
oficina de citaciones, dejando a salvo el derecho de la actora a hacer uso de las demás formas de 
citación, conforme lo prevé el inciso segundo del Art. innumerado 35. 
Lo anotado tiene como finalidad impedir una posible vulneración del derecho a la defensa y a la 
seguridad jurídica, ya que sería inadmisible que transcurran meses y años hasta que se produzca la 
citación y la evacuación de audiencia única, con lo cual el obligado/a tendría que pagar las 
pensiones acumuladas, lo que podría provocar su apremio personal, pues el innumerado ut supra 
ordena pagar la pensión de alimentos desde la presentación de la demanda. 
A efectos de proceder con la citación en boleta única, esto es a través de un miembro de la policía, 
se considera necesario que el Consejo de la Judicatura y Consejo Nacional de la Niñez y la 
Adolescencia coordinen con la Comandancia General de Policía la implementación de talleres para 
capacitar e instruir a su personal. 
Además se sugiere que el Consejo de la Judicatura disponga la elaboración de un formato de 
citación única que se incorporará a la copia de demanda y auto de calificación para que se proceda 
con la citación. Hasta tanto cada judicatura podrá elaborar dichos formatos. 
f) Respecto al Art. innumerado 10, se sugiere que el juez al calificar la demanda deberá calcular los 
tiempos que comportará la citación a través de la oficina de citaciones, y/o publicaciones por la 
prensa y/o por boleta única (inciso segundo del Art. innumerado 35), a efectos de señalar la 
práctica del examen de ADN, así como garantizar el Principio del Contradictorio. 
También se estima que para garantizar la práctica de la experticia biomédica de ADN, en los 
términos previstos en el Art. innumerado 10, el Consejo de la Judicatura y Consejo Nacional de la 
Niñez y Adolescencia, deberán sugerir al Ministerio de Salud, que en cada una de las Direcciones 
Provinciales de Salud del País, se implemente la Unidad de Investigación Genética, a fin de realizar 
en forma gratuita dicho examen y evitar de esta manera que los niños-niñas, dejen de estudiar y/o 
que la demandante o el demandado dejen de trabajar, por trasladarse a otras ciudades; medida que 
hasta la actualidad no ha sido aplicada, toda vez que las únicas entidades autorizadas a realizar en 
forma gratuita el examen comparativo de bandas y secuencias desoxirribonucleicas (ADN), son los 
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laboratorios de Genética de la Fiscalía General del Estado, recalcando que los resultados no son 
entregados oportunamente, sino luego de varios meses; otra entidad autorizada para realizar el 
referido examen, pero con un costo de ciento ochenta dólares de los Estados Unidos de América 
($180.00), es el Laboratorio de Genética Molecular “DIAGEN”, institución que entrega los 
resultados en cinco días hábiles y por último la Cruz Roja Ecuatoriana, la cual realiza los exámenes 
por un valor de doscientos cincuenta dólares de los Estados Unidos de América.  
Empero, es de advertir que si bien el Ministerio de Salud tiene 360 días para cumplir con la 
Disposición Transitoria Séptima, estimamos que dicho organismo hasta tanto, deberá informar al 
Consejo de la Judicatura y Consejo Nacional de la niñez y adolescencia, la nómina de las Unidades 
Médicas, que al momento estén en capacidad de prestar este servicio y/o suscribir un convenio de 
cooperación interinstitucional con la Cruz Roja del Ecuador, a fin de que se realicen dichos 
exámenes. 
Asimismo se consideró que la reforma legal sigue la tesis de que la no comparecencia al examen 
del ADN es un indicio en contra del demandado, conducta renuente que obliga al juez a declarar en 
sentencia la paternidad. 
g) Respecto al Art. innumerado 11, el Consejo de la Judicatura solicitará al Ministerio de Salud, un 
listado de los Laboratorios de Genética, públicos o privados, que cuenten con el permiso de 
funcionamiento de dicha entidad gubernamental, a fin de que los señores jueces puedan tener 
información confiable para derivar a laboratorios habilitados la realización del examen de ADN. 
Igualmente, el Consejo de la Judicatura debe instruir a las Direcciones Provinciales del Consejo, 
recaben información respecto a los peritos calificados por la Fiscalía para realizar el examen de 
ADN (genetistas), información que deberá ser derivada a los jueces civiles y los jueces de familia, 
mujer, niñez y adolescencia. 
En relación a la identificación y toma de muestras para la prueba de ADN, misma que debe 
realizarse en presencia de la autoridad o su delegado, se considera que en atención a la carga 
laboral que tienen los jueces, éstos normalmente no podrían acudir a la misma; y al existir Oficinas 
Técnicas como órganos auxiliares del juzgado, serían los médicos de dicho organismo, los 
llamados a acudir a la experticia como delegados de los jueces respectivos. 
En los Distritos donde no haya Oficinas Técnicas, los jueces nombraran a servidores públicos como 
los del Ministerio de Salud y funcionarios del INFA entre otros, como sus delegados. 
h) Con relación al Art. innumerado 13, parte final cualquier reclamación procede si se la realiza 
dentro de 3 días de haberse practicado el examen de ADN, ya que no puede ser impugnado el 
mismo una vez conocido el resultado. 
i) En cuanto al Art. innumerado 15, en los juzgados del país, donde exista convenio con las 
entidades bancarias, el Consejo de la Judicatura debe implementar a través del Departamento 
Financiero e Informático, un programa que permita la indexación de las pensiones en forma 
automática. 
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En las judicaturas donde no existen pagadores, la indexación se la realizará, a petición de parte, 
hasta que el Consejo de la Judicatura ejecute el Programa de Mejoramiento y Modernización del 
Sistema Judicial de Niñez y Adolescencia (Disposición Transitoria Segunda). 
j) En el inciso primero del Art. innumerado 22 y dado que la ley en los casos de incumplimiento de 
pago de pensiones, en una segunda ocasión aumenta en treinta días más la medida de apremio, debe 
seguirse aquel parámetro para ir incrementando así: 90, 120, 150 hasta 180 días. Respecto a la 
expresión “reincidencia”, corresponde aclarar que en el contexto de la legislación de niñez y 
adolescencia, ésta se refiere a la reiteración que incurriría el demandado respecto al incumplimiento 
de sus obligaciones económicas, más no a la reincidencia señalada en el Código Penal (Arts.77 a 
80). 
En el Art. innumerado 23, se debe tomar en cuenta que previo a ordenar el apremio personal de los 
obligados subsidiarios, el juez dictara un auto de requerimiento para el cumplimiento de la 
obligación alimenticia, bajo prevenciones de ley. 
CAPÍTULO II 
Del procedimiento para la fijación y cobro de pensiones alimenticias y supervivencia. 
k) En cuanto al Art. innumerado 34, la demanda de alimentos, alimentos y paternidad, así como en 
todos los incidentes de aumento o disminución sólo se admitidarán a trámite si se presentan en el 
formulario elaborado por el Consejo de la Judicatura; por ende, no se aceptará demandas 
elaboradas en otros formatos. 
En caso de que la parte actora no cumpla con los requisitos del artículo innumerado dentro del 
término que establece el Art. 67 y 69 del Código Adjetivo Civil, se mandará a completar. En caso 
de no hacerlo, el juez se abstendrá de tramitarla, ordenará el archivo y la devolución de los 
documentos, sin necesidad de dejar copia en el expediente. 
l) Respecto al inciso segundo y tercero del Art. innumerado 35, que se relaciona con la citación por 
la prensa, se procederá en la forma determinada en el Art. 82 del Código Adjetivo Civil, debiendo 
comparecer al Juzgado a realizar la declaratoria bajo juramento de la imposibilidad de determinar 
la residencia del demandado/a, en consideración al principio de inmediación. 
Si el actor/a carece de recursos para sufragar la publicación por la prensa, dicho particular deberá 
puntualizarlo en el formulario, con la finalidad de que el juez que conoce el caso remita al Consejo 
de la Judicatura el extracto respectivo a efectos de proceder a realizar la publicación única en un 
periódico de mayor circulación nacional. Dicha publicación deberá realizarse en un tamaño no 
menor a dos columnas por veinte centímetros; sin embargo esta disposición no ha podido ser 
cumplida y por ende no existe estadística alguna en el Consejo de la Judicatura sobre citaciones 
realizadas por la prensa en juicios de alimentos, hecho que puede ser justificado debido a que en la 
mayoría de estos procesos, la citación se la realiza mediante boleta única.  
m) En lo referente al Art. innumerado 36, para efectos de notificación de las providencias en cada 
uno de los juicios, todas las judicaturas deben contar con correo electrónico y servicio de internet. 
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Por ello, las Direcciones Provinciales del Consejo de la Judicatura deben contratar los servicios de 
Internet banda ancha para los jueces y personal de secretaría. 
n) En lo atinente al Art. innumerado 37, previo a evacuar la audiencia única, el señor juez/a 
solicitará al secretario deje constancia de la presencia de las partes que comparecen a la diligencia, 
acta que será suscrita por todos los presentes incluyendo los testigos, debiendo ser incorporada al 
expediente, en tanto y en cuanto no se disponga con los medios o archivos magnéticos necesarios. 
Verificada la presencia de las partes, se instalará la audiencia única, procediendo a evacuar la 
misma, en la que se dictará la resolución o sentencia conforme el Art. innumerado 39, misma que 
será suscrita por el juez y secretario. 
o) Además de lo dispuesto en el inciso segundo del Art. innumerado 42, se deberá tener en cuenta 
el contenido del Art. 129 No. 9 del Código Orgánico de la Función Judicial. 
p) Para la aplicación del Art. innumerado 44, el Consejo de la Judicatura deberá tener presente el 
Considerando Noveno de la Ley reformatoria al Título V, del Libro Segundo del Código Orgánico 
de la Niñez y Adolescencia, esto es, que los Juzgados de Niñez y Adolescencia actualmente son los 
más congestionados del país, debido a la falta de recursos humanos, tecnológicos e infraestructura. 
Por tanto, y hasta que se implemente el Programa Nacional de Mejoramiento y Modernización de 
los Juzgados de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia (que debe incluir necesariamente el número 
de juicios que puede y debe atender por año cada juzgado) se solicita la comprensión de la 
Comisión de Recursos Humanos, a efectos de que no haya sanciones injustas. 
CONCLUSIONES 
PRIMERA: Con respecto a los procesos que se iniciaron con el trámite contencioso general, éstos 
se sustanciarán y concluirán tomando en cuenta la Regla No. 20 del Art. 7 del Código Civil. v.g.: 
cuando esté convocada la audiencia de conciliación se evacuará la misma, se convocará a la 
audiencia de prueba y luego se dictará la resolución correspondiente. 
SEGUNDA: Que el Consejo de la Judicatura solicite al Ministerio de Relaciones Exteriores un 
listado de todos los Convenios Internacionales atinentes a Alimentos con el registro de los países 
suscriptores y que han ratificado o se han adherido a los mismos, a efectos de aplicar el inciso 
quinto del Art. Innumerado 5. Esta información deberá ser socializada en conjunto con el Consejo 
Nacional de la Niñez a todos los Juzgados de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia, y Juzgados 
Multicompetentes que conozcan materia de alimentos y Niñez. 
TERCERA: Que para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Transitoria Segunda, el Consejo de la 
Judicatura, contratará el servicio de Internet, se creará una base datos, con los respectivos casilleros 
electrónicos de usuarios/as del sistema y se contrate personal suficiente e idóneo para la depuración 
de los Archivos. Es de interés de los jueces y secretarios contar en el menor tiempo posible con la 
implementación de una firma electrónica, para la validación de los actos procesales mediante 
medios electrónicos. 
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CUARTA: Para efectivizar el inciso segundo de la Transitoria Segunda, se debe llamar a actuar a 
los jueces temporales y además designarlos en los lugares donde no hubieren, para equiparar la 
carga procesal y se llegue al objetivo que las causas rezagadas sean resueltas de acuerdo a las 
exigencias constitucionales. 
QUINTA: Que el Consejo de la Judicatura, disponga que, en base a este acuerdo nacional , los 
jueces y juezas de familia, mujer, niñez y adolescencia, los utilicen como guías para que orienten 
y/o capaciten y/o actualicen a los demás jueces y juezas que tienen competencia en materia de 
niñez, en cada provincia. El Consejo de la Judicatura y el Consejo Nacional de la Niñez y 
Adolescencia deberán implementar la capacitación a los señores jueces provinciales que conozcan 
materia de niñez y adolescencia. 
SEXTA: Publicada que ha sido la tabla de pensiones alimenticias mínimas, las juezas y jueces en 
los talleres de socialización han realizado reparos, por considerar las mismas en determinados casos 
desproporcionadas, ya que los valores son bajos o demasiado altos, en razón de los distintos niveles 
establecidos en la referida Tabla, por lo que se considera ajena a la realidad social y laboral de 
nuestro país. Conocemos que en el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia va plantear 
reformas a las tablas, en cuya elaboración y formulación, esperamos participar todos/as a efectos de 
que se escuche a los operadores de justicia que en último término, son a quienes les toca aplicar las 
mismas. 
SÉPTIMO: En los juicios cuya pretensión es la fijación de pensión alimenticia para mujer 
embarazada, por el reenvío que hace el Art.150 del Código Orgánico de Niñez y Adolescencia, se 
debe aplicar el procedimiento constante en la reforma, esto es, fijar la pensión provisional en el 
auto de calificación de la demanda, en aplicación de las disposiciones constitucionales. 
Este documento fue aprobado por el Pleno del Consejo de la Judicatura en sesión de 5 de enero de 












A.9. Análisis sobre el interés superior del niño  
 
 
EL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO EN EL MARCO DE LA CONVENCIÓN 




Durante el siglo XX se ha desarrollado un profundo y dinámico proceso destinado a promover el 
reconocimiento y protección de los derechos de los niños, cuya máxima expresión ha sido la 
aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño en 1989. 
El análisis histórico-jurídico revela la existencia de una estrecha vinculación entre el 
perfeccionamiento de los instrumentos de protección de los derechos de los niños y el progreso en 
la garantía y protección de los derechos humanos en general. Los derechos de los niños, según 
diversos estudios, disponen de mecanismos más efectivos de protección en la medida que 
permanecen ligados a la protección general de los derechos humanos. 
La evolución actual del pensamiento jurídico permite afirmar fundamentalmente la noción de 
derechos humanos subyace la idea de que todas las personas, incluidos los niños, gozan de los 
derechos consagrados para los seres humanos y que es deber de los Estados promover y garantizar 
su efectiva protección igualitaria. Por su parte, en virtud del citado principio de igualdad, se 
reconoce la existencia de protecciones jurídicas y derechos específicos de ciertos grupos de 
personas, entre los que están los niños. 
El nuevo derecho de la infancia-adolescencia surgido en América Latina pretende ser la concreción 
de los mecanismos de exigibilidad y protección efectiva de los derechos contenidos en la 
Convención. La rica normativa que ha venido a reemplazar a las antiguas leyes de menores se 
funda en que los derechos del niño derivan de su condición de persona; en consecuencia, se 
establece que los dispositivos de protección de los derechos de la infancia son complementarios –
nunca sustitutivos– de los mecanismos generales de protección de derechos reconocidos a todas las 
personas (véase el art. 41 de la Convención). Los niños gozan de una supra-protección o protección 
complementaria de sus derechos que no es autónoma, sino fundada en la protección jurídica 
general. 
Durante el siglo XX se ha desarrollado un profundo y dinámico proceso destinado a promover el 
reconocimiento y protección de los derechos de los niños, cuya máxima expresión ha sido la 
aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño en 1989. El análisis 
histórico-jurídico revela la existencia de una estrecha vinculación entre el perfeccionamiento de los 
instrumentos de protección de los derechos de los niños y el progreso en la garantía y protección de 
                                                 
* CILLERO, M., en ÁVILA, R; CORREDORES, M. Derechos y Garantías de la Niñez y Adolescencia. pp. 85 y ss 
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los derechos humanos en general. Los derechos de los niños, según diversos estudios, disponen de 
mecanismos más efectivos de protección en la medida que permanecen ligados a la protección 
general de los derechos humanos. 
La evolución actual del pensamiento jurídico permite afirmar que tras la noción de derechos 
humanos subyace la idea de que todas las personas, fundamentalmente los niños, gozan de los 
derechos consagrados para los seres humanos y que es deber de los Estados promover y garantizar 
su efectiva protección igualitaria. Por su parte, en virtud del citado principio de igualdad, se 
reconoce la existencia de protecciones jurídicas y derechos específicos de ciertos grupos de 
personas, entre los que están los niños. El nuevo derecho de la infancia-adolescencia surgido en 
América Latina pretende ser la concreción de los mecanismos de exigibilidad y protección efectiva 
de los derechos contenidos en la Convención. La rica normativa que ha venido a reemplazar a las 
antiguas leyes de menores se funda en que los derechos del niño derivan de su condición de 
persona; en consecuencia, se establece que los dispositivos de protección de los derechos de la 
infancia son complementarios –nunca sustitutivos– de los mecanismos generales de protección de 
derechos reconocidos a todas las personas (véase el art. 41 de la Convención). Los niños gozan de 
una supra-protección o protección complementaria de sus derechos que no es autónoma, sino 
fundada en la protección jurídica general. 
En este sentido, cualquier pretensión de autonomía del derecho de infancia que no respete estos 
fundamentos, como la que se sostuvo hasta hace un tiempo por algunos autores que propiciaban un 
derecho de menores autónomo, es contraria a la concepción de los derechos del niño que emana de 
la doctrina universal de los derechos humanos. 
La Convención Internacional sobre los Derechos de los Niños es una síntesis de normas 
provenientes de instrumentos de derechos humanos de carácter general y de principios y derechos 
propios de la tradición jurídica vinculada a los derechos de la infancia. Sin embargo, las 
disposiciones de la Convención deben ser interpretadas y comprendidas sistemática y 
armónicamente; esto tendrá particular importancia para interpretar, a la luz del nuevo contexto, 
aquellos principios que la Convención ha recogido del anterior derecho de menores, como es el 
caso del de “interés superior del niño”. 
Es en este marco que propongo analizar la noción del “interés superior del niño”, fórmula usada 
profusamente por diversas legislaciones en el presente siglo, pero que adquiere un nuevo 
significado al ser incorporada en el artículo tercero de la Convención. 
Generalmente, se cree que el interés superior del niño es una directriz vaga, indeterminada y sujeta 
a múltiples interpretaciones, tanto de carácter jurídico como psicosocial, que constituiría una 
especie de excusa para tomar decisiones al margen de los derechos reconocidos en razón de un 
etéreo interés superior de tipo extrajurídico. 
Por esta razón diversos autores han puesto de relieve que el carácter indeterminado de esta noción 
impide una interpretación uniforme y, en consecuencia, permite que las resoluciones que se 
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adopten basadas en ella no satisfagan debidamente las exigencias de seguridad jurídica. Existen 
quienes lamentan que la Convención la recogiera, porque amparados en “el interés superior” se 
permitiría un amplio margen a la discrecionalidad de la autoridad y se debilitaría la tutela efectiva 
de los derechos que la propia Convención consagra. En este artículo intento desarrollar una 
interpretación que supere estas objeciones favoreciendo una concepción jurídica precisa de interés 
superior del niño que reduzca razonablemente la indeterminación y sea congruente con la finalidad 
de otorgar la más amplia tutela efectiva a los derechos del niño, en un marco de seguridad jurídica. 
La Convención ha elevado el interés superior del niño al carácter de norma fundamental, con un rol 
jurídico definido que, además, se proyecta más allá del ordenamiento jurídico hacia las políticas 
públicas e, incluso, orienta el desarrollo de una cultura más igualitaria y respetuosa de los derechos 
de todas las personas. 
Así lo ha reconocido el Comité de los Derechos del Niño, establecido por la propia Convención, 
que ha señalado que el interés superior del niño es uno de los principios generales de la 
Convención, llegando a considerarlo como principio “rector-guía” de ella. De este modo, cualquier 
análisis sobre la Convención no podrá dejar de hacerse cargo de esta noción, pero, a su vez, quien 
pretenda fundamentar una decisión o medida en el “interés superior del niño” deberá regirse por la 
interpretación que se desprende del conjunto de las disposiciones de la Convención. 
No es posible permanecer indiferente ante interpretaciones del interés superior del niño que tienden 
a legitimar decisiones que vulneran los derechos que la propia Convención reconoce, hecho que se 
nota claramente cuando se encuentran en pleito el reconocimiento de dos derechos reconocidos por 
la convención como se da en los juicios de alimentos, en los que se contraponen el derecho de 
percibir alimentos y el derecho a la defensa como punto principal del debido proceso, este derecho 
que engloba otros derechos como el de la libertad, y el Juez pese a tener pleno conocimiento  de 
que son derechos de igual jerarquía, hace prevalecer el de alimentos e ignora el segundo. El 
objetivo principal de este artículo responde a la necesidad de aportar a la discusión hermenéutica 
sobre el interés superior del niño, una concepción garantista que promueva la conciliación entre 
interés superior del niño y la protección efectiva de sus derechos. 
II. La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño: expresión de un consenso universal. 
Durante el siglo XX la manifestación más significativa del movimiento de protección de los 
derechos del niño es la aprobación de la Convención Internacional. En el ámbito internacional es 
posible destacar dos hitos fundamentales que le sirven como antecedente: la Declaración de 
Ginebra de 1924 y la Declaración Universal de Derechos del Niño de 1959. En el plano nacional se 
pueden encontrar numerosas iniciativas legales que, con mayor o menor eficacia, buscaron proteger 
a la infancia y promover sus derechos y bienestar. Pese a las perspectivas culturales tan diversas y a 
la dificultad de la materia que aborda, la Convención es un instrumento de rápido y casi universal 
reconocimiento jurídico y masiva aceptación social. 
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Si bien el consenso como dice Lyotard es siempre un horizonte a realizar, se puede afirmar que la 
Convención representa el consenso de las diferentes culturas y sistemas jurídicos de la humanidad 
en aspectos tan esenciales como los derechos y deberes de los padres y del Estado frente al 
desarrollo de los niños; las políticas públicas dirigidas a la infancia; los límites de la intervención 
del Estado y la protección del niño de toda forma de amenaza o vulneración de sus derechos 
fundamentales; y, finalmente, la obligación de los padres, los órganos del Estado y la sociedad en 
general de adoptar todas las medidas para dar efectividad a sus derechos. 
La Convención supera, por decisión de los propios Estados, visiones excluyentes de las diferencias 
culturales que impiden construir estándares jurídicos comunes a todas las personas relativos a sus 
derechos fundamentales. Esta es una de las principales consecuencias de la positivización 
internacional de los derechos humanos,*
16
 avance significativo de la humanidad en la segunda 
mitad del siglo veinte que también se hace extensivo a los niños a partir de la ratificación casi 
universal de la Convención. 
Se ha señalado, sin embargo, que el proceso de redacción de las normas internacionales no puede 
considerarse como un ejemplo de formación de un consenso universal, dada la diferente posición 
negociadora de los Estados. Esta objeción es particularmente débil en el ámbito de la infancia ya 
que no cabe duda de que los procesos de ratificación nacional unidos a la posibilidad de formular 
reservas específicas y a la existencia de una nueva legislación nacional que surge desarrollando los 
derechos de la Convención en diversos contextos culturales, demuestran que la debilidad de 
negociación de un Estado perteneciente a una cultura no dominante o minoritaria puede ser 
superada de diversos modos, y que el Estado que ratifica lo hace adhiriendo al consenso reflejado 
en las disposiciones de la Convención. 
Al margen del argumento político sostenido en favor de la legitimidad de la pretensión de 
observancia para todos los Estados Parte de las reglas de la Convención independientemente de su 
diversidad cultural, también desde un punto puramente conceptual se llega a conclusiones 
similares. El problema de la universalidad o relatividad de las reglas jurídicas según las distintas 
culturas ha dado origen a un rico debate que ha acompañado toda la trayectoria de la filosofía 
jurídica moderna. Esta polémica ha alcanzado también el ámbito de las relaciones sociales de la 
infancia y, en particular, a ciertas reglas relativas a la crianza, iniciación sexual u otras prácticas 
que según algunos autores parecieran ser especialmente significativas para defender una 
flexibilidad normativa atendiendo a las costumbres locales. 
En este contexto han surgido argumentos que sostendrían que el principio del interés superior del 
niño podría operar como un punto de encuentro entre derechos del niño y diversidad cultural, 
permitiendo interpretar las reglas relativas a los derechos según los significados que adquieren en 
una cultura particular y resolver los conflictos a partir del reconocimiento de que el interés superior 
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podría exigir, en determinadas circunstancias, contravenir o prescindir del uso de una regla 
universal para resguardar la pertenencia de un niño a su medio cultural. 
El estudio que dirigió Alston en 1994*
17
recoge este debate en diversos contextos culturales con 
atención específica a la relación entre diversidad cultural, derechos del niño e interés superior. Pese 
a que los diversos estudios analizan casos de difícil conciliación entre derechos del niño y valores 
culturales, se concluye que se debe aceptar que las consideraciones culturales tendrán que ceder 
cada vez que entren en conflicto con los derechos humanos. Igualmente en la literatura 
especializada e incluso en autores que son adscriptos a la vertiente “comunitarista” –crítica del 
“universalismo”–, se abre paso la idea de un “minimalismo” que es el resultado de un mutuo 
reconocimiento, por los protagonistas de diferentes culturas morales de igual desarrollo, de reglas 
comunes que no son expresión de ninguna cultura en particular y regulan los comportamientos de 
todas las personas de una manera ventajosa o claramente correcta (Walzer, 1996). 
También en un interesante estudio sobre modernidad e identidad latinoamericana se sostiene que 
tras las formas absolutas de relativismo subyace la negación de una naturaleza compartida entre 
participantes de culturas supuestamente inconmensurables que puede llevar hacia concepciones 
irracionales del hombre o favorecer nuevas formas de racismo o de dominación. En este sentido, 
como se desarrollará más adelante, si la única interpretación posible del principio del interés 
superior del niño es identificar este interés con sus derechos reconocidos en la Convención, es 
posible afirmar que en aplicación de este principio la protección de los derechos del niño prima por 
sobre cualquier consideración cultural que pueda afectarlos, así como sobre cualquier otro cálculo 
de beneficio colectivo. El principio del “interés superior”, entonces, no puede ser una vía para 
introducir el debate sobre el relativismo cultural que ha pretendido afectar la expansión de la 
protección universal de los derechos humanos. 
III. Los derechos del niño son derechos humanos. 
Durante el siglo XX, y particularmente en los últimos decenios en América Latina, los derechos 
humanos se han convertido en el fundamento de un sistema político-social basado en la promoción 
y garantía del desarrollo de las personas, de todas ellas, sin discriminación. Los derechos humanos 
han pasado a ser concebidos como el contenido esencial, la sustancia del sistema democrático. 
Ellos son, por un lado, un límite infranqueable para cualquier forma de arbitrariedad y, por otro, 
una finalidad u objetivo que orienta al conjunto del sistema político y la convivencia social.*
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Un principio básico de la teoría de los derechos humanos es que tanto los instrumentos 
internacionales como nacionales son aplicables a todas las personas con independencia de cualquier 
particularidad. Sin embargo, es posible observar que ciertos grupos de personas no están 
efectivamente protegidos en el goce de sus derechos, ya sea porque en forma discriminatoria se les 
                                                 
* Alston, Philippe (ed.), _e Best Interests of _e Child: Reconciling Culture and Human Rights. Oxford 
University Press, 1994 
* Bidart, Germán. Teoría General de los Derechos Humanos. Universidad Autónoma de México, 1993 
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priva de protección, o bien porque algunas circunstancias particulares de su vida dificultan el 
acceso o idoneidad de los mecanismos ordinarios de protección. Uno de estos grupos es la 
infancia/adolescencia, el segmento de personas que tienen entre cero y dieciocho años incompletos, 
a las que se les denomina genéricamente niños. La Convención reafirma el reconocimiento de los 
niños como personas humanas y, por ello, con justa razón puede denominársele como un 
instrumento contra la discriminación y a favor del igual respeto y protección de los derechos de 
todas las personas, criterio básico para comprender el sentido y alcance del principio del interés 
superior del niño. 
Pero la Convención no es meramente una reafirmación de los derechos del niño como persona 
humana, sino una especificación de estos derechos para las particulares circunstancias de vida de la 
infancia/adolescencia; también es fuente de derechos propios de la infancia/adolescencia y de un 
conjunto de principios que regulan la protección conjunta de los derechos de niños y adultos, y sus 
derechos y deberes recíprocos. Los derechos del niño no dependen de ninguna condición especial y 
se aplican a todos por igual; constituyen un conjunto de derechos-garantía frente a la acción del 
Estado y representan, por su parte, un deber de los poderes públicos de concurrir a la satisfacción 
de los derechos-prestación que contempla. En este sentido, el enfoque de los derechos humanos 
permitirá organizar desde una perspectiva diferente las políticas públicas de la infancia y la 
participación de los niños en la sociedad. América Latina es una región en la que existe un conjunto 
importante de derechos insatisfechos y de sujetos vulnerados en sus derechos. La pobreza en la 
población infantil y la escasa posibilidad de participación de los niños en los asuntos de su interés, 
son un ejemplo de ello. 
La Convención representa una oportunidad, ciertamente privilegiada, para desarrollar un nuevo 
esquema de comprensión de la relación del niño con el Estado y las políticas sociales, y un desafío 
permanente para el logro de una verdadera inserción de los niños, y sus intereses, en las estructuras 
y procedimientos de decisión de los asuntos públicos. Por su parte, la subsistencia de legislaciones 
y prácticas en el ámbito de la infancia que constituyen sistemas tutelares discriminatorios o que 
estructuran modelos de protección y control de las infracciones a la ley penal al margen de las 
garantías que la Constitución reconoce a todas las personas, exige un radical modificación de las 
legislaciones de menores vigentes en América latina que entran en contradicción con los derechos 
de los niños reconocidos en la Convención. 
La Convención, entonces, opera como un ordenador de las relaciones entre el niño, el Estado y la 
familia, que se estructura a partir del reconocimiento de derechos y deberes recíprocos. Siguiendo 
la tradición contenida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención es 
profundamente respetuosa de la relación niño-familia, enfatizando el rol de las políticas sociales 
básicas y de protección de la niñez y la familia, limitando la intervención tutelar del Estado a una 
última instancia que supone que han fallado los esfuerzos de la familia y los programas sociales 
generales. 
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En consecuencia, al interior de un sistema jurídico nacional, las disposiciones relativas a los 
derechos de los niños –incorporadas a aquél por medio de la ratificación de la Convención y por 
normas de fuente nacional– cumplen los siguientes cometidos: reafirmar que los niños, como 
personas humanas, tienen iguales derechos que todas las personas; especificar estos derechos para 
las particularidades de la vida y madurez de los niños; establecer derechos propios de los niños –
como los derivados de la relación paterno/filial, o los derechos de participación–; regular los 
conflictos jurídicos derivados del incumplimiento de los derechos de los niños o de su colisión con 
los derechos de los adultos; y orientar y limitar las actuaciones de las autoridades públicas y las 
políticas públicas con relación a la infancia. 
El reconocimiento jurídico del “interés superior del niño” tendrá relación con estas dos últimas 
finalidades, en cuanto actuará como “principio” que permita resolver conflictos de derechos en los 
que se vean involucrados los niños, en el marco de una política pública que reconozca como 
objetivo socialmente valioso los derechos de los niños y promueva su protección efectiva, mediante 
el conjunto de mecanismos que conforman las políticas jurídicas y sociales. 
IV. El principio del interés superior del niño: origen y proyecciones. 
El principio del interés superior del niño no es nuevo y su aparición en el derecho internacional es 
tributaria del extenso uso que de este principio se ha hecho en los sistemas jurídicos nacionales, 
tanto de cuño anglosajón como de derecho codificado. 
El análisis comparado de la evolución de los derechos de los niños en diferentes sistemas jurídicos 
revela una característica uniforme: el reconocimiento de los derechos de los niños ha sido un 
proceso gradual desde una primera etapa en que fueron personas prácticamente ignoradas por el 
derecho y solamente se protegían jurídicamente las facultades, generalmente muy discrecionales, 
de los padres. Los intereses de los niños eran un asunto privado, que quedaba fuera de la regulación 
de los asuntos públicos. 
Posteriormente se observa un aumento en la preocupación por los niños y se empieza a reconocer 
que ellos pueden tener intereses jurídicamente protegidos diversos de sus padres. En Gran Bretaña 
esta evolución se reflejará en la aplicación del derecho de equidad como alternativa al derecho 
consuetudinario que sólo consideraba al niño como un instrumento para el uso de sus 
padres.*
19
Igual trayectoria se observa en el derecho francés. 
Esta segunda fase tiene como característica principal que el Estado podía asumir en ciertos casos la 
tutela del niño o impartir órdenes para su educación, como ocurría con el Tribunal de la Cancillería 
que actuaba en nombre de la Corona británica o disposiciones como la del Código napoleónico que 
permitía que el Tribunal –para un mayor bienestar de los niños– pudiera alterar las reglas de 
custodia de los hijos en caso de divorcio.*
20
En consecuencia, se puede decir que los intereses de los 
                                                 
* Goonesekere, S., “Me Best interests of Me Child: South Asian Perspective”, en Alston, op. cit. 
* Cfr. Rubellin-Devich, “Me Best Interests Principle in French Law and Practice”, en Alston, op. cit. 
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niños (y de algún modo una incipiente semilla de derechos) pasan a ser parte de los asuntos 
públicos.  
En América Latina esta evolución se deja ver también en el derecho de familia, para presentarse 
con mucha claridad a partir de la legislación de protección dictada a comienzos de este siglo.*
21
El 
principio del interés superior del niño fue uno de los mecanismos para avanzar en este proceso de 
considerar el interés del niño como un interés que debía ser públicamente, y por consecuencia, 
jurídicamente protegido. Tanto en Asia, Oceanía y África, las leyes promulgadas por el Imperio 
Británico consideraron este principio para la resolución de los conflictos de familia y en muchos 
lugares han sido refrendadas por legislación posterior. 
Una de las paradojas de la evolución del derecho de la infancia es que si bien en un primer 
momento se avanzó por medio del reconocimiento del carácter público de la protección de los 
intereses de los niños, posteriormente ha sido necesario reconocer la necesidad de limitar las 
facultades del Estado para intervenir en los asuntos de la infancia, asunto que ha debido hacerse 
con especial preocupación en el ámbito de la aplicación abierta o encubierta de mecanismos del 
sistema punitivo hacia los niños. 
Con las leyes de menores, especialmente en América Latina, los niños no siempre fueron 
suficientemente protegidos de la arbitrariedad privada y quedaron expuestos a diversas formas de 
abuso público, antes desconocidas, debido a la indiferencia de los órganos del Estado hacia la 
infancia.*
22
Sólo con el proceso iniciado con la Convención en el que los intereses de los niños se 
convierten en genuinos derechos, los niños podrán oponer sus derechos como límite y orientación 
tanto de la actuación de los padres, como del Estado. 
También la evolución de los instrumentos internacionales de los derechos de los niños revela la 
permanente presencia de la noción de interés superior del niño, ya sea en la Declaración de Ginebra 
de 1924 que establecía el imperativo de darle a los niños lo mejor, o con frases como los “niños 
primero”, hasta la formulación expresa del principio en la Declaración de los Derechos del Niño en 
1959 y su posterior incorporación, no sólo en la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño sino también en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer (arts. 5 y 16). 
De este breve análisis se desprende que el principio del interés superior ha evolucionado 
conjuntamente con el reconocimiento progresivo de los derechos del niño y que, ahora que la 
construcción jurídica de los derechos del niño ha alcanzado un importante grado de desarrollo, 
corresponde que este principio sea interpretado según este nuevo contexto. Cuando los niños eran 
considerados meros objetos dependientes de sus padres o de la arbitrariedad de la autoridad el 
                                                 
*Cillero, Miguel, “Evolución Histórica de la Consideración Jurídica de la infancia y Adolescencia en Chile”, 
en Pilotti, Francisco (ed.), Infancia en Riesgo Social y Políticas Sociales en Chile, Instituto Interamericano 
del Niño, Montevideo, 1994 
*García Méndez, Emilio, Derecho de la Infancia y la Adolescencia: de la Situación Irregular a la Protección 
Integral, Santafé de Bogotá, Forum Pacis, 1997 
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principio fue importante para resaltar la necesidad de reconocer al niño su calidad de persona; 
ahora que, al menos en el plano normativo, se ha reconocido al niño como un sujeto portador de 
derechos, el principio debe ser un mecanismo eficaz para oponerse a la amenaza y vulneración de 
los derechos reconocidos y promover su protección igualitaria. 
V. El interés superior del niño como “principio garantista”. 
La Convención contiene “principios” –que a falta de otro nombre, denominaré “estructurantes”– 
entre los que destacan el de no discriminación (art. 2), de efectividad (art. 4), de autonomía y 
participación (arts. 5 y 12) y de protección (art. 3). Estos principios como señala Dworkin, son 
proposiciones que describen derechos: igualdad, protección efectiva, autonomía, libertad de 
expresión, etc., cuyo cumplimiento es una exigencia de la justicia.*
23
Los principios, en el marco de 
un sistema jurídico basado en el reconocimiento de derechos, puede decirse que son derechos que 
permiten ejercer otros derechos y resolver conflictos entre derechos igualmente reconocidos. 
Entendiendo de este modo la idea de “principios”, la teoría supone que ellos se imponen a las 
autoridades, esto es, son obligatorios especialmente para las autoridades públicas y van dirigidos 
precisamente hacia (o contra) ellos. En consecuencia, nada más lejano al sentido de lo que aquí 
llamamos principio del interés superior del niño, que creer que el interés superior del niño debe 
meramente “inspirar” las decisiones de las autoridades. No, el principio del interés superior del 
niño lo que dispone es una limitación, una obligación, una prescripción de carácter imperativo 
hacia las autoridades.  
Más aún, si en este contexto analizamos el artículo 3.1 de la Convención comprobamos que su 
formulación es paradigmática en cuanto a situarse como un límite a la discrecionalidad de las 
autoridades: En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos toman una consideración primordial a la que se atenderá será el interés superior del 
niño. 
En conclusión, es posible señalar que la disposición del artículo tercero de la Convención 
constituye una “principio” que obliga a diversas autoridades e incluso a instituciones privadas a 
estimar el “interés superior del niño” como una consideración primordial para el ejercicio de sus 
atribuciones, no porque el interés del niño sea un interés considerado socialmente como valioso, o 
por cualquier otra concepción del bienestar social o de la bondad, sino que, y en la medida que, los 
niños tienen derechos que deben ser respetados, o dicho de otro modo, que los niños tienen derecho 
a que antes de tomar una medida respecto de ellos se adopten aquellas que promuevan y protejan 
sus derechos y no las que los conculquen. 
En este punto es posible afirmar que lo que aquí provisionalmente denominamos “principio”, 
siguiendo a Dworkin, podemos también denominarlo, en el caso específico del interés superior del 
                                                 
*Dworkin, Ronald, Los Derechos en Serio, Ariel Derecho, Barcelona, 2a. ed., 1989 
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niño en la Convención, como “garantía”, entendida esta última “como vínculos normativos idóneos 
para asegurar efectividad a los derechos subjetivos”.*24 Ensayando una síntesis podríamos decir 
que el interés superior del niño en el marco de la Convención es un principio jurídico garantista. 
VI. ¿Qué es el interés superior del niño? la satisfacción de sus derechos. 
Desde el reconocimiento explícito de un catálogo de derechos, se superan las expresiones 
programáticas del “interés superior del niño” y es posible afirmar que el interés superior del niño es 
la plena satisfacción de sus derechos. El contenido del principio son los propios derechos; interés y 
derechos, en este caso, se identifican. Todo “interés superior” pasa a estar mediado por referirse 
estrictamente a lo “declarado derecho”; por su parte, sólo lo que es considerado derecho puede ser 
“interés superior”. 
Antes de la Convención, la falta de un catálogo de derechos del niño hacía que la noción de 
“interés superior” pareciera remitir a algo que estaba más allá del derecho, una especie de interés 
colectivo o particular que pudiera imponerse a las soluciones estrictamente de “derecho”. Es cierto 
que, en ausencia de normas que reconozcan derechos y ante la precariedad del status jurídico de la 
infancia, una norma que remitiera al “interés superior del niño” podía orientar positivamente, 
aunque sólo fuera ocasionalmente, decisiones que de otro modo quedarían entregadas a la más 
absoluta discrecionalidad. Sin embargo, una vez reconocido un amplio catálogo de derechos de los 
niños no es posible seguir sosteniendo una noción vaga del interés superior del niño. 
En las legislaciones pre-Convención, y lamentablemente en algunas que siendo post-Convención 
no han asumido plenamente el enfoque de los derechos, la interpretación del contenido del interés 
superior quedaba entregada a la autoridad administrativa en el plano de las políticas y programas 
sociales o a la judicial en el ámbito del control/protección de la infancia. Desde la vigencia de la 
Convención, en cambio, el interés superior del niño deja de ser un objetivo social deseable –
realizado por una autoridad progresista o benevolente– y pasa a ser un principio jurídico garantista 
que obliga a la autoridad y a la ciudadanía. En este sentido debe abandonarse cualquier 
interpretación paternalista /autoritaria del interés superior; por el contrario, se debe armonizar la 
utilización del interés superior del niño con una concepción de los derechos humanos como 
facultades que permiten oponerse a los abusos del poder y superan el paternalismo que ha sido 
tradicional para regular los temas relativos a la infancia. 
En el esquema paternalista/autoritario, el juez, el legislador o la autoridad administrativa 
“realizaba” el interés superior del niño, lo “constituía” como un acto potestativo, que derivaba de 
su investidura o potestad y no de los derechos de los afectados; la justicia o injusticia de su actuar 
dependía de que el juez se comportara de acuerdo con ciertos parámetros que supuestamente 
reflejaban su idoneidad. El ejemplo clásico es el juez buen padre de familia presentado como 
modelo en las legislaciones y en la literatura basadas en la doctrina tutelar o de la situación 
                                                 
*Ferrajoli, Luigi, Derecho y Razón. Teoría del Garantismo Penal, Trotta, Madrid, 1995 
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irregular. En aquella orientación teórica, el “interés superior” tiene sentido en cuanto existen 
personas que por su incapacidad no se les reconocen derechos y en su lugar se definen 
poderes/deberes (potestades) a los adultos que deben dirigirse hacia la protección de estos objetos 
jurídicos socialmente valiosos que son los niños. La función del interés superior del niño en este 
contexto es iluminar la conciencia del juez o la autoridad para que tome la decisión correcta, ya que 
está huérfano de otras orientaciones jurídicas más concretas y específicas. 
La Convención propone otra solución. Formula el principio del interés superior del niño como una 
garantía de la vigencia de los demás derechos que consagra e identifica el interés superior con la 
satisfacción de ellos; es decir, el principio tiene sentido en la medida en que existen derechos y 
titulares (sujetos de derecho) y que las autoridades se encuentran limitadas por esos derechos. El 
principio le recuerda al juez o a la autoridad de que se trate que ella no “constituye” soluciones 
jurídicas desde la nada sino en estricta sujeción, no sólo en la forma sino en el contenido, a los 
derechos de los niños sancionados legalmente. 
El ejercicio de la autoridad, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, se orienta y limita por los 
derechos que el ordenamiento jurídico le reconoce al niño, considerando además los principios de 
autonomía progresiva del niño en el ejercicio de sus derechos y de participación en todos los 
asuntos que le afecten (arts. 5 y 12 de la Convención). En este sentido, se puede afirmar que el 
principio puede ser concebido como un límite al paternalismo estatal y que puede orientar hacia 
soluciones no-autoritarias en aquellas situaciones difíciles en las que el conflicto entre derechos del 
niño exige utilizar una regla compleja para la construcción de una decisión que proteja 
efectivamente los derechos amenazados o vulnerados. 
Esta interpretación, sin embargo, haría innecesario el principio del interés superior del niño, ya que 
lo único que expresaría es que las autoridades se encuentran limitadas en sus decisiones por los 
derechos fundamentales de los niños, asunto del todo evidente –aunque no por ello respetado– 
considerando la adhesión de las constituciones liberales al principio que establece que la soberanía 
se encuentra limitada por los derechos de las personas. Sin embargo, al margen de otras funciones 
adicionales que el principio puede cumplir, la historia de la relación de la infancia con el sistema de 
políticas públicas y de justicia revela que esta reafirmación no es para nada superflua, sino que es 
permanentemente necesaria debido a la tendencia generalizada a desconocer los derechos del niño 
como un límite y una orientación a las actuaciones de las autoridades y los adultos en general. 
Un mecanismo eficaz para fortalecer el principio de primacía de los derechos y de evitar que se 
produzcan interpretaciones que entiendan el artículo tercero de la Convención como una mera 
orientación que ampliaría las facultades discrecionales es consagrar una precisa definición del 
interés superior del niño como la satisfacción de sus derechos en todas las legislaciones nacionales 
que pretendan otorgarle efectividad y exigibilidad a los derechos consagrados a la Convención. 
Cualquier otra definición, ya sea de base bio-psico-social como la que identifica el interés superior 
con alcanzar la madurez, o jurídica, identificándolo con la obtención de la plena capacidad, 
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dificulta la aplicación de los derechos y resta valor y eficacia a los catálogos de derechos que se 
reconozcan. 
Hecha esta salvedad, señalaré que una concepción garantista del principio no sólo supera estas 
dificultades, sino que muestra la profunda utilidad del principio del interés superior del niño en el 
contexto de una nueva legislación de la infancia y adolescencia basada en el reconocimiento de los 
derechos de los niños. 
VII. Función del interés superior del niño en el marco de la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño. 
Además del cometido principal ya desarrollado consistente en limitar y orientar todas las 
decisiones según los derechos de los niños, expondré a continuación otras importantes funciones 
que cumple el principio tal cual se encuentra formulado en el artículo tercero de la Convención: 
7.1. Carácter interpretativo. 
Sin duda el aporte más específico del artículo tercero es de carácter hermenéutico. En primer lugar, 
cumple una función hermenéutica dentro de los márgenes del propio derecho de la 
infancia/adolescencia en cuanto permite interpretar sistemáticamente sus disposiciones, 
reconociendo el carácter integral de los derechos del niño. Los derechos del niño deben ser 
interpretados sistemáticamente ya que en su conjunto aseguran la debida protección a los derechos 
a la vida, la supervivencia y el desarrollo del niño. Durante la infancia/adolescencia la 
interdependencia de los derechos se hace más evidente que en otras etapas de la vida. La noción de 
interés superior refiere a ese conjunto sistemático y apoya una interpretación holística de la 
Convención. 
En segundo término permite la resolución de conflictos entre derechos contemplados en la misma 
Convención. El principio supone que los derechos del niño se ejercen en el contexto de una vida 
social en la que todos los niños tienen derechos y en la que, también, se pueden producir 
situaciones que hagan incompatible el ejercicio conjunto de dos o más derechos consagrados en la 
Convención para un mismo niño. En estos casos el principio permite “arbitrar” conflictos jurídicos 
de derecho. La propia Convención en diferentes situaciones de esta naturaleza toma una decisión –
establece un orden de prelación de un derecho sobre otro– para luego relativizarla o dejar sujeta al 
“interés superior del niño”. El ejemplo más característico está dado por el artículo 9 de la 
Convención, relativo a la separación de los niños de sus padres, para defender otros derechos como 
la vida o la integridad producto de malos tratos; otro caso es el artículo 37 relativo a la privación de 
libertad en recintos separados de los adultos “a menos que ello se considere contrario al interés 
superior del niño”, en el que la Convención toma una decisión –otorga una garantía– pero deja 
abierta la posibilidad (judicial) de tomar una resolución diferente atendida la circunstancia de que 
se afecte, en el caso particular, algún otro derecho del niño que justifique modificar la regla. Es 
evidente que este tipo de soluciones propuestas en algunos artículos de la Convención pueden 
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aplicarse a otros casos similares en que aparezcan conflictos entre derechos igualmente 
reconocidos. 
En síntesis, el principio del interés superior del niño permite resolver “conflictos de derechos” 
recurriendo a la ponderación de los derechos en conflicto. Para evitar un uso abusivo sería 
conveniente establecer en la legislación nacional ciertos requisitos para la utilización del principio 
para resolver conflictos entre derechos como la reserva judicial y la exigencia de que, para poder 
resolver la primacía de un derecho sobre otro, se pruebe, en el caso concreto, la imposibilidad de 
satisfacción conjunta. También debe establecerse que, especialmente en el ámbito de las garantías 
frente al sistema de persecución de infracciones a la ley penal, se restrinja absolutamente la 
posibilidad de aplicar medidas en razón del “interés superior del niño” que puedan afectar su 
derecho a la libertad personal o su integridad. 
Finalmente, algunos autores como Parker sugieren que el “interés superior del niño” puede servir 
de orientación para evaluar la legislación o las prácticas que no se encuentren expresamente regidas 
por la ley. Es decir, permitiría llenar algunos vacíos o lagunas legales, tanto para la promulgación 
de nuevas leyes como para tomar decisiones en casos en que no existe norma expresa. 
7.2. Prioridad de las políticas públicas para la infancia: interés del niño e interés colectivo. 
Como se ha señalado reiteradamente, la formulación del art. 3 de la Convención proyecta el interés 
superior del niño hacia las políticas públicas y la práctica administrativa y judicial. Esto significa 
que la satisfacción de los derechos del niño no puede quedar limitada ni desmedrada por ningún 
tipo de consideración utilitarista sobre el interés colectivo. Cuando la Convención señala que el 
interés superior del niño será una consideración primordial para la toma de decisiones que le 
afecten, sugiere que el interés del niño –es decir, sus derechos– no es asimilable al interés 
colectivo; por el contrario, reconoce que los derechos de los niños pueden entrar en conflicto con el 
interés social o de una comunidad determinada, y que los derechos de los niños deben ponderarse 
de un modo prioritario. Una correcta interpretación del precepto lleva a entender que en todas las 
decisiones los derechos de los niños deben primar por sobre otros intereses de terceros que no 
tienen el rango de derechos. Por ejemplo, el derecho a la educación no puede ser desmedrado por 
intereses administrativos relativos a la organización de la escuela, o a los intereses corporativos de 
algún grupo determinado. En el caso de conflicto entre los derechos del niño y los derechos de 
otras personas, como por ejemplo en las infracciones a la ley penal, los derechos del niño deberán 
tener una primacía no excluyente de los derechos de los terceros. 
Es materia de resolución de cada Estado el grado de prioridad que otorga a la infancia en un 
sistema social en el que los diversos grupos “compiten” por recursos escasos, sin embargo, la 
Convención exige considerar con alguna prioridad a la infancia. En este sentido parece adecuada la 
solución de la Constitución del Brasil que señala una prioridad absoluta referida a las materias más 
importantes y otorga, para éstos y otros asuntos, la posibilidad de acciones de interés público que 
pueden ejercerse contra la autoridad en caso de no respetarse la prioridad de la infancia. 
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7.3. ¿Cómo aplicar el principio?: integralidad, máxima operatividad y mínima restricción de los 
derechos del niño. 
El interés superior del niño supone la vigencia y satisfacción simultánea de todos sus derechos, 
descontado el principio de progresividad contenido en el artículo 5 de la Convención. El concepto 
de interés superior del niño alude, justamente, a esta protección integral y simultánea del desarrollo 
integral y la calidad o “nivel de vida adecuado” (art. 27.1 de la Convención). 
Por ello una correcta aplicación del principio, especialmente en sede judicial, requiere un análisis 
conjunto de los derechos afectados y de los que se puedan afectar por la resolución de la autoridad. 
Siempre ha de tomarse aquella medida que asegure la máxima satisfacción de los derechos que sea 
posible y la menor restricción de ellos, esto no sólo considerando el número de derechos afectados, 
sino también su importancia relativa. 
La aplicación de esta regla justifica, por ejemplo, la disminución al mínimo posible –siempre 
perfectible– de la intervención mediante recursos “penales” sobre la adolescencia y la absoluta 
excepcionalidad de la medida de separación del niño de su entorno familiar; en efecto, este tipo de 
medidas, que afectan la libertad personal y el medio de desarrollo del niño, obstaculizan 
severamente el ejercicio no sólo de los derechos expresamente privados, sino también, de un 
conjunto de otros derechos que se hacen imposibles de satisfacer en privación de libertad o del 
medio familiar. Este es el fundamento para señalar que la privación de libertad y del medio familiar 
son excepcionales y medidas de último recurso. 
Pero incluso en estos casos se deben proveer todos los mecanismos para que el niño pueda ejercer 
los derechos que expresamente no se le han privado. Así, el adolescente privado de libertad por 
haber cometido un grave delito contra la integridad física o la vida de otra persona, tendrá derecho 
a que se le satisfaga su derecho a la educación; también el niño separado de uno o ambos padres 
tendrá derecho a que se le asegure la posibilidad de “mantener relaciones personales y contacto 
directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño” 
como dispone el art. 9.3 de la Convención. 
VIII. El interés superior del niño y las relaciones parentales. 
Es sabido que uno de los ejes fundamentales de la Convención es la regulación de la relación niño-
familia, y en particular niño-padres; numerosas disposiciones regulan la materia. Los artículos 5 y 
18 reconocen el derecho de los padres a la crianza y la educación y, a su vez, el derecho del niño a 
ejercer sus derechos por sí mismo, en forma progresiva de acuerdo con la “evolución de sus 
facultades”. Por su parte, uno de los aportes de la Convención ha sido extender la vigencia del 
principio garantista del interés superior del niño, más allá de los ámbitos legislativos (como la 
Declaración de 1959) o judicial (como lo disponen numerosas legislaciones), sino extenderlo hacia 
todas las autoridades, instituciones privadas e incluso los padres. 
Así el artículo 18, luego de reconocer el derecho y responsabilidad de los padres a la crianza y la 
educación y el deber del Estado de garantizarlo y apoyarlo, señala que los padres ejercerán sus 
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funciones de acuerdo con una orientación fundamental: el interés superior del niño (art. 18.1). Esta 
disposición debe interpretarse en conjunto con el artículo quinto que señala que el objetivo de las 
facultades de orientación y dirección de los padres es “que el niño ejerza los derechos reconocidos 
en la presente Convención” de acuerdo con la evolución de sus facultades. Al intentar una 
interpretación sistemática de las dos disposiciones es claro que los derechos y responsabilidades de 
los padres, con relación a la orientación y dirección de sus hijos, tienen por objeto la protección y 
desarrollo de la autonomía del niño en el ejercicio de sus derechos, y que sus facultades se 
encuentran limitadas, justamente, por esta función u objetivo. Es decir, se confirma la equivalencia 
entre ejercicio de los derechos del niño e interés superior. 
 
El Estado tiene el deber de apoyar a los padres en este rol, pero también el deber de garantizar a los 
niños que su crianza y educación se dirija hacia el logro de la autonomía en el ejercicio de sus 
derechos. Los roles parentales no son derechos absolutos, ni meramente poderes/deberes, son 
derechos limitados por los derechos de los propios niños, es decir, por su interés superior. 
 
IX. Conclusión. 
De las ideas expuestas se desprende que desde la ratificación de la Convención existe una absoluta 
equivalencia entre el contenido del interés superior del niño y los derechos fundamentales del niño 
reconocidos en el Estado de que se trate. De este modo es posible afirmar que el interés superior 
del niño es, nada más pero nada menos, que la satisfacción integral de sus derechos. Por su parte, la 
formulación del principio en el artículo tercero de la Convención permite desprender las siguientes 
características: es una garantía, ya que toda decisión que concierna al niño, debe considerar 
primordialmente sus derechos; es de una gran amplitud ya que no solo obliga al legislador sino 
también a todas las autoridades e instituciones públicas y privadas y a los padres; también es una 
norma de interpretación y/o de resolución de conflictos jurídicos; finalmente es una orientación o 
directriz política para la formulación de políticas públicas para la infancia, permitiendo orientar las 
actuaciones públicas hacia el desarrollo armónico de los derechos de todas las personas, niños y 
adultos, contribuyendo, sin dudas, al perfeccionamiento de la vida democrática. 
 
 
 
 
 
 
 
